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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 78ª y 79ª, ordinarias, en 10 y 16 de diciembre de 2008, respectivamente, que no han sido observadas.
Las actas de las sesiones 80ª y 81ª, ordinarias, en 17 y 23 de diciembre del año recién pasado, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (boletín 5.310-13).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo envía copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del artículo 2° de la ley N° 8.828.



--Se toma conocimiento.



Con los cuatro siguientes remite copia autorizada de los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de la segunda parte del inciso primero del artículo 171 del Código Sanitario; de los artículos 124 y 125 del Código de Minería y 8°, inciso quinto, de la ley N° 18.097, Orgánica Constitucional de Concesiones Mineras; del artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y del artículo 61 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, referidos a reiterados delitos de los que han sido objeto agricultores y comerciantes en la comuna de Ercilla.



Del señor Ministro del Interior, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a un aporte económico al Club Aéreo de Coyhaique, para la adquisición de un avión cuadriplaza.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Girardi, respecto de la autorización para uso y detonación de explosivos en la zona del río Baker.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por medio del cual da respuesta a un oficio despachado en nombre del Senador señor Cantero, en cuanto a la situación de los funcionarios públicos que perciben bajos ingresos.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, acerca de los planteamientos de la Agrupación Comunal de ex Trabajadores del PEM y del POJH de Lumaco.



Siete del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, respecto de la construcción del puente San Pedro, en Osorno.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, sobre el estado del puente colgante Manchuria, en la comuna de Curacautín.



Con el tercero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, referido a la vía rural conocida como “Rincón de Achibueno”, en la comuna de Longaví.



Con los cuatro siguientes da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Horvath, relativos a la reparación del puente Presidente Ibáñez; a la ejecución de obras que aseguren la conectividad e integración de la comuna de O’Higgins; a las obras de muelle y rampa en Seno Gala, y a la adopción de medidas para normalizar el tránsito entre Puyuhuapi y la bifurcación a Puerto Cisnes.



Tres de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, con relación al mal estado del camino de acceso a Villa Los Andes, comuna de Angol, y a la pésima condición de los muros de contención de sus viviendas.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Larraín, acerca de la posibilidad de disponer recursos que permitan mantener el Subsidio de Protección del Patrimonio Familiar.



Con el tercero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, atinente a la condonación de las deudas habitacionales de los integrantes del Comité de Viviendas Habitacoop.



Del señor Ministro de Minería, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Romero, tocante a un conjunto de propuestas de organizaciones mineras tendientes a enfrentar la grave crisis que afecta al sector.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales, con los que contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Girardi, respecto de la aprobación de los proyectos hidroeléctricos “Palmar Correntoso”, al interior del Parque Nacional Puyehue, y “Central Chacayes”, al interior de la Reserva Nacional Río Los Cipreses.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, con referencia al proyecto de instalación de la central termoeléctrica a carbón Los Robles e iniciativas asociadas, en el sector de la desembocadura del río Loanco, Región del Maule.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, acerca de la posibilidad de establecer una Avanzada Policial en la comuna de Olmué.



Dos de la señora Superintendenta de Pensiones:



Con el primero contesta un oficio despachado en nombre del Senador señor Espina, relativo a la situación que afecta a don Juan Orlando Olate.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, concerniente al rol que la entidad que dirige ha cumplido durante la actual crisis económica mundial.



Del señor Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, sobre la instalación de antenas transmisoras de la señal de TVN, red Antofagasta, en las comunas de Ollagüe, San Pedro de Atacama, Taltal y Tocopilla.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la implementación de un programa de reducción de la población de visones.



De la señora Directora subrogante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Coquimbo, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Girardi, relativo a la Adenda N° 2 del Proyecto Central Termoeléctrica Barrancones.



Del señor Jefe de Gabinete de la Presidencia del BancoEstado, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, acerca de la situación que afecta a don Pedro Barrientos.



Del señor Gerente Regional de Aguas Araucanía S.A., con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, sobre la contaminación por aguas servidas que afecta a los vecinos de calle Nahuelco, comuna de Purén.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que exime a la construcción de establecimientos penitenciarios del permiso de la Dirección de Obras Municipales (boletín N° 6.075-14) (Véase en los Anexos documento 1).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo con el propósito de impedir descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores (boletín N° 4.663-13) (Véase en los Anexos documento 2).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06) (Véase en los Anexos documento 3).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Ominami y Naranjo, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de regular el cierre de las tarjetas de crédito (boletín N° 6.330-03) (Véase en los Anexos documento 4).


--Pasa a la Comisión de Economía.



Del Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que establece un precio fijo de venta para los productos farmacéuticos que componen el Formulario Nacional de Medicamentos (boletín N° 6.331-11) (Véase en los Anexos documento 5).


De los Senadores señores Naranjo y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, en lo relativo al expendio de tabaco cerca de establecimientos educacionales y a su consumo en restaurantes (boletín N° 6.348-11) (Véase en los Anexos documento 6).


--Pasan a la Comisión de Salud.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1°) Sustituir el nombre de la actual Comisión Especial de Campo de Hielo Sur por el de Comisión Especial Campos de Hielo Patagónico Sur.



2°) Fijar las siguientes semanas regionales para el año en curso, las que ya fueron concordadas con la Honorable Cámara de Diputados: 
Marzo
 
:  Desde el lunes 23 al viernes 27;



Abril
 
:  Desde el lunes 20 al viernes 24;



Mayo
 
:  Desde el lunes 25 al viernes 29;



Junio
 
:  Desde el lunes 22 al viernes 26;



Julio
 
:  Desde el lunes 20 al viernes 24;



Agosto
 
:  Desde el lunes 24 al viernes 28;



Septiembre    
:  Desde el lunes 21 al viernes 25;



Octubre
 
:  Desde el lunes 19 al viernes 23;



Noviembre
:  Desde el lunes 23 al viernes 27;



Diciembre
:  En este caso, teniendo en consideración, entre 



    
   otros elementos, las elecciones presidencial y 




   parlamentarias, desde el miércoles 23 de 




          diciembre de 2009 al viernes 1 de enero   de   




  2010, sesionando los días lunes 21 y martes 




  22. 



          






  El 9 de diciembre no habrá sesión.





Enero 2010
: Desde el lunes 25 al viernes 29.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará.



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA EN REGISTROS ELECTORALES

Y SUFRAGIO VOLUNTARIO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los registros electorales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “simple”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (3544-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Espina, Horvath, Romero y Viera-Gallo).


En primer trámite, sesión 1ª, en 8 de junio de 2004.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 89ª, en 5 de marzo de 2008.

Constitución (segundo), sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2008.

Discusión:



Sesiones 1ª, en 11 de marzo de 2008 (queda pendiente su discusión general); 3ª, en 18 de marzo de 2008 (se aprueba en general); 79ª, en 16 de diciembre de 2008 (queda pendiente su discusión particular).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que en la sesión de 16 de diciembre del año pasado quedó pendiente la discusión particular de esta iniciativa, la cual para su aprobación requiere el voto conforme de 23 señores Senadores.



Se encuentran inscritos para hacer uso de la palabra los Honorables señores Núñez, Bianchi, Ávila, Coloma, Larraín, Novoa, Allamand, Arancibia, Letelier, Ruiz-Esquide, Sabag, Naranjo, Pizarro y Ominami.

El señor LARRAÍN.- ¿Cuál será el orden de las intervenciones?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El de inscripción de cada uno de Sus Señorías, que ha señalado el señor Secretario.



Antes de seguir con la discusión particular del proyecto, debo informar que se han recibido 34 ó 35 calificaciones de urgencia por parte del Ejecutivo y teniendo en cuenta que llevamos tres sesiones continuas tratando esta iniciativa, la Mesa propone abrir la votación. 



Ello también ha sido solicitado por diversos señores Senadores.

El señor CHADWICK.- Hay un problema, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en que se abra la votación. Sin embargo, de proceder así el tiempo de cada orador se reduciría a cinco minutos. Y a eso me opongo, porque una materia de esta naturaleza no puede ser despachada con intervenciones tan breves.



Soy partidario de que se mantengan los quince minutos para hacer uso de la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, no tendría sentido lo que proponemos y, en consecuencia, habría que votar la petición de clausura del debate formulada por el Senador señor Romero, de acuerdo con el artículo 141 del Reglamento.

El señor COLOMA.- ¡Hay que discutir ese punto!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por cierto, Su Señoría.



Me gustaría que el Honorable señor Romero nos explicara su planteamiento.

El señor ROMERO.- Señor Presidente,  la verdad es que esta materia ha sido de gran interés. Llevamos tres sesiones completas dedicadas a ella. 



Siento que al Senado le cabe una gran responsabilidad, no solo con relación a esta iniciativa, pero obviamente podemos constreñir nuestros postulados y fundamentos en un tiempo menor a quince minutos.



Hemos ocupado tres sesiones completas para tratar esta iniciativa y hay muchos proyectos con urgencias establecidas por el Ejecutivo. 



Por ello, he solicitado la clausura del debate, lo cual, naturalmente, deberá someterse a la consideración de la Sala.



El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que algunos colegas -no sé cuántos son en términos prácticos- desean hacer uso de la palabra…

El señor PIZARRO.- ¡Son bastantes…!

El señor CHADWICK.- ¡Catorce!

El señor LONGUEIRA.- ¡No más de treinta y ocho…!

El señor LETELIER.- Son muchos menos que treinta y ocho, porque ya hemos discutido la materia con anterioridad durante un par de días.



A mi juicio, se debería buscar una fórmula al efecto y hago un llamado en tal sentido. 



Porque si votamos la clausura del debate y se aprueba se va a impedir que algunos Senadores puedan intervenir. Y esa no es la intención.



Lo que queremos es compatibilizar aquello con la eficacia de nuestro trabajo legislativo considerando que tenemos un conjunto de urgencias.



Señor Presidente, me gustaría alcanzar un tipo de acuerdo.



No sé si las posiciones dadas a conocer corresponden a las bancadas o a planteamientos individuales.



Estoy por sumarme a la propuesta del Senador Romero de clausurar el debate para que nos pronunciemos. No obstante, no quiero que con ello se impida a otros Honorables colegas fundar sus votos. Entiendo que eso se mantiene.

El señor ÁVILA.- ¡Así es!

El señor LETELIER.- Eso es lo que quiero confirmar. Porque, como estamos en la discusión particular, el procedimiento para fundamentar el voto es distinto   -según entiendo- del que se utiliza en el debate en general.



No sé si el Senador señor Larraín ha entregado su opinión. Creo que deberíamos buscar una forma más económica para intervenir. En caso contrario, no queda más que sumarse a la propuesta planteada por el Honorable señor Romero, cual es clausurar el debate y fundamentar el voto según procede en la discusión particular.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le quiero precisar a Su Señoría que la clausura del debate no impide que se pueda fundar el voto. 



En consecuencia, es prácticamente lo mismo. Era más diplomático lo que propuso la Mesa en un principio. 



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer una reflexión.



Yo dificulto que haya una materia más compleja e importante, en la lógica democrática, que las reglas del juego.



Entiendo que pueda haber urgencias, pero todos los Parlamentos del mundo, en forma unánime, consideran que aquí precisamente es donde radica la legitimidad de los sistemas.



Entonces, si vamos a tener solo cinco minutos para fundar el voto y ni siquiera argumentar, ¿qué quiere que le diga? Me parece impresentable desde el punto de vista de un país que debe hacer bien las cosas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Quiero proponer una solución…

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ya está hecha la propuesta. Lo que resta es pronunciarnos sobre ella. En caso de no ser aprobada rigen los 15 minutos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por eso, antes de someter a votación la clausura del debate, la Mesa sugiere que en lugar de cinco minutos se otorguen diez. 

El señor OMINAMI.- No estoy de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Es para lograr un consenso, Su Señoría.



La Mesa propone abrir la votación. Ello significa que cada Senador tendrá cinco minutos para fundar su voto.



Hay tres votaciones, porque estamos en la discusión en particular.

El señor LARRAÍN.- ¡No!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si el Senador señor Larraín insiste en su criterio habría que votar la clausura del debate solicitada por el  Honorable señor Romero. 



Si es aprobada se podrá disponer de hasta cinco minutos para fundar el voto en cada votación. Por lo mismo, la Mesa propone que en lugar de ello Sus Señorías puedan hacer uso de la palabra una sola vez por diez minutos.

El señor LARRAÍN.- ¡No, señor Presidente!



Corresponde que los señores Senadores puedan intervenir por 15 minutos. Y nos comprometemos a que el proyecto se despache hoy día.

El señor NAVARRO.- Pienso exactamente lo mismo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Conforme.



En votación la petición de clausura del debate planteada por el Senador señor Romero.

 

El señor OMINAMI.- ¿Por qué, señor Presidente?



Me podrían informar cuántos Senadores inscritos hay.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Quince.

El señor OMINAMI.- ¡Y se desea clausurar el debate habiendo quince señores Senadores inscritos para hacer uso de la palabra…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tal solicitud fue formulada por el Honorable señor Romero, teniendo en consideración que llevamos tres sesiones seguidas tratando esta materia. 



El Reglamento faculta a cualquier señor Senador para pedir la clausura del debate después de haberse discutido aquella más de dos horas.



Su Señoría puede votar en contra.



En votación.



Votar “sí” significa aprobar la propuesta del Honorable señor Romero.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la clausura del debate (17 votos contra 9, una abstención y un pareo).


Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Orpis, Pérez Varela y Ruiz-Esquide.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Letelier, Núñez, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Vásquez.



No votó, por estar pareado, el señor Muñoz Aburto.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, tiene la palabra


el Honorable señor Núñez por 15 minutos.

 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, haré todo lo posible por reducir la intervención que tenía preparada.



Me alegro de que sigamos debatiendo una materia trascendental, según entiendo, para el perfeccionamiento democrático del país.



No obstante haber estado de acuerdo con la clausura del debate   -la voté a favor-, trataré de exponer cuatro ideas centrales sobre el particular.



En primer lugar, es obvio que estamos frente a un proyecto de ley de modernización del sistema electoral chileno. Por lo tanto, la inscripción automática me parece que forma parte de esa modernización necesaria que el país debe observar en este plan.



No hay razón alguna para que se inscriban todos los jóvenes mayores de 18 años con la finalidad de hacer el servicio militar y no tengamos ninguna posibilidad de conocer exactamente quiénes son los ciudadanos de nuestro país que, teóricamente, tienen derecho a votar.



La cuestión que se ha planteado es si el voto debe ser voluntario u obligatorio.


Sobre esa materia, los debates internacionales son muy diversos. No hay una sola teoría al respecto. No es cierto que la teoría democrática indique que el voto tiene que ser necesariamente obligatorio. Tampoco existe otra que diga que ha de ser voluntario.



Sin embargo, si uno se remite a la circunstancia de que sufragar constituye un derecho y que, por lo tanto, en él rige mínimamente un concepto de libertad, es perfectamente posible extrapolar aquello y decir que se es libre para votar o no en determinados actos electorales. Y por eso soy partidario de que el sufragio sea voluntario.


Es factible que se genere una situación delicada en la sociedad chilena y que, debido a una serie de procesos históricos que hemos estado viviendo en el mundo moderno, y particularmente en nuestro propio país…


Señor Presidente, seguiré una vez que mis colegas dejen de discutir los problemas internos del Partido Socialista. ¡En eso, lamentablemente, tendrían para muchos años…!

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Continúe, señor Senador. ¡No haga caso a ningún llamado…!
El señor NÚÑEZ.- No se preocupe. ¡Ya se ha resuelto la cuestión…!



Señor Presidente, es cierto lo que han señalado algunos en el sentido de que aquello podría significar un grado de deslegitimación peligroso para la democracia chilena y dar lugar a fenómenos como el de Estados Unidos, donde nadie le quita legitimidad al Presidente, que a veces ha sido elegido por no más de 22 a 24 por ciento de quienes tienen derecho a voto. Pero si en nuestro país un Presidente de la República, un Senador o un Diputado fuera elegido en un proceso donde hubiera participado solo 24 por ciento del electorado, ello podría ser un factor altamente deslegitimador de la función pública, y en particular de la legislativa.


Esa es una preocupación que comparto.



Empero, aquí no se incorpora una variable esencial y que no hemos estudiado porque la soslayamos de modo permanente en nuestras discusiones: quienes tienen la responsabilidad de interesar a la ciudadanía en la democracia y la participación política son los partidos políticos.


Independiente de que haya personas que no formen parte de uno, los partidos políticos son esenciales en una democracia. Sin estos no hay democracia o, por lo menos, esta se debilita hasta el punto de que resulta altamente probable que degenere en cualquier cosa menos en lo que todos entendemos por el ordenamiento jurídico, legal y cultural que significa el sistema involucrado en ella.



Por lo tanto, la responsabilidad de hacer factible que el ciudadano participe en todos los eventos que lo comprometen como tal les corresponde a los partidos políticos. Y estos -por cierto, comparto todas las críticas que se formulan normalmente a tal tipo de organizaciones- son los que deben canalizar la opinión pública.


Es verdad que han surgido muchas dificultades que les impiden a los partidos políticos desempeñar su tarea de forma adecuada. No son los únicos entes que median entre la sociedad civil y el Estado; ha surgido un conjunto de otra clase de organizaciones que realizan funciones relativamente similares a las que competen a aquellos.



En consecuencia, si el voto es voluntario, el que los ciudadanos participen más y se comprometan en mayor medida con el destino de su país o de su comuna depende de los partidos políticos; estos deben ser capaces de contar con programas adecuados para atender las necesidades y exigencias ciudadanas y ver cómo solucionar los problemas de la gente.



Desgraciadamente, el proyecto no resuelve otra situación que se halla pendiente. Porque entiendo que no llegaremos a acuerdo sobre el voto de nuestros compatriotas en el exterior.


Ya hemos discutido sobre esta materia en varias oportunidades. En todo caso, reitero que al respecto se comete un error y hay falta de sensibilidad. Existe alrededor de un millón de chilenos en el extranjero. Y no es cierto que tienen una orientación política determinada.


La emigración a otras naciones data de la década de los cincuenta, señor Presidente.


¡Y qué decir de todos los compatriotas que salieron durante los años treinta y cuarenta hacia Argentina! Nadie conoce su orientación política. Y siguen siendo, incluso después de tanto tiempo, absolutamente chilenos.



Por consiguiente, creo que es un error el que, a diferencia de otros países latinoamericanos, no les confiramos a esos compatriotas el derecho a participar a lo menos en las elecciones presidenciales y, eventualmente, en actos como los plebiscitos u otros.



Nos encontramos entonces ante un proyecto que, orientado de manera adecuada, puede constituir un factor importante de modernización y de fortalecimiento de la democracia en nuestro país.



Por lo expuesto, votaré a favor.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hoy, entre votos nulos y blancos, aquellos que se abstienen y quienes no se encuentran inscritos, suman más de tres millones las personas que no sufragan y, por ende, se automarginan del umbral mínimo de participación democrática constituido por el ejercicio del derecho a voto.



¿Cuál podría ser uno de los motivos que provocan tal desinterés por la política, que cada año se profundiza más? Porque día a día es mayor el número de jóvenes que no participan de la política en general.



¿Y qué le ofrece hoy al país el cuerpo político? Más de lo mismo. Son dos alternativas que se dividen nuevamente por alianzas, iguales caras y pocos sueños renovados de lo que se quiere para Chile en el futuro.



Señor Presidente, es necesario que la política vuelva a ser el lugar para los sueños; donde nuestra alma nacional se cree y se recree, y en que se vean reflejados nuestros anhelos, preocupaciones y esperanzas.



Por ello, pienso que la reforma que hoy votaremos en particular significa, sin lugar a dudas, un paso importante.


Yo también quisiera haber sumado a la posibilidad de sufragar a quienes se encuentran fuera de su país. No estamos debatiendo eso. Pero, por lo menos, la reforma que hoy nos ocupa es un gran paso.



Debemos darnos cuenta, asimismo, de que se requiere una verdadera revolución, la apertura a una realidad nueva que supere con creces el antiguo eje de la Izquierda y la Derecha.



Para ello no es menester una modificación constitucional, sino solo cumplir el Texto Fundamental. Su artículo 18 es claro. Garantiza la igualdad plena entre partidos políticos e independientes. Estoy seguro de que si nuestra ley electoral diera cumplimiento a ese simple mandato lograríamos incluir a la gran mayoría de independientes en nuestro sistema político.



Hoy, en Chile, la mayoría de las personas son independientes. ¿Qué quiere decir esto? Que no militan en los partidos políticos ni se sienten representadas por las ideas de ninguno de ellos.



Lamentablemente, nuestra ley electoral, donde se establece un sistema binominal que favorece la permanencia de las dos grandes coaliciones tradicionales, discrimina a los independientes y cierra toda participación exclusivamente a los partidos políticos.



A este último respecto, acojo lo señalado por el Senador señor Núñez, quien es capaz -ello resulta altamente valorable- de reconocer la imperiosa necesidad de volver a fortalecer a las colectividades partidarias. La política es indispensable; es lo que rige al mundo. Aun cuando no milito en ninguno de los existentes, pienso que se debe volver a fortalecer a los partidos políticos, de tal suerte de que haya mayor participación de la ciudadanía, la cual hoy no se siente representada en sus anhelos, en sus aspiraciones, en sus preocupaciones.



Señor Presidente, votaré a favor de esta iniciativa.



Tal vez puedo exhibir una sensibilidad especial fundamentalmente acerca del sistema binominal. Pero aprovecho la oportunidad para instar a quienes de manera legítima sustentan distintas posturas políticas a tener al menos una autocrítica para de algún modo procurar revertir la situación que enfrenta nuestro país a raíz del total desinterés de millones de personas por participar en el quehacer político.


He dicho.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, nuestro sistema institucional ha ido corriendo el cerco de la participación ciudadana hasta restringir peligrosamente el número de votantes en los diversos comicios contemplados para elegir autoridades en el país.



Ese hecho es muy peligroso -reitero-, porque las instituciones van perdiendo legitimidad y la gente ya no apuesta a todo lo concerniente al aparato del Estado, sino que más bien asume el rol que le parece más activo: el de consumidor. Y por esa vía, según sabemos, es el mercado el que pone las reglas y, de un modo u otro, condiciona el curso de las cosas en la sociedad.



Yo era uno de los que se hallaban en contra del voto voluntario. Empero, debo rendirme a la realidad y partir de la base de que continuar en esa posición podría implicar que se desbaratara la posibilidad de aprobar la inscripción automática. Y si bien este último aspecto no constituye la panacea para resolver los problemas que hoy enfrenta nuestra democracia, es un paso esencial a los efectos de incorporar en las decisiones que adopta la ciudadanía a un contingente de chilenos que bordea los tres millones y que hasta ahora ha permanecido al margen de ellas.



Por otra parte, ya estamos acostumbrándonos a la circunstancia de que vivimos en una democracia que respira y subsiste “en la medida de lo posible”.



Aquella frase que en cierto momento acuñó el Presidente Aylwin ha sido como el emblema de estos años, no porque los distintos Jefes de Estado lo hayan querido, sino porque en cierta manera se han encontrado cautivos de una institucionalidad que no permite derechamente la participación efectiva en la consolidación de las instituciones democráticas y mucho menos en ir ampliando cada vez más los derechos que las personas tienen a desempeñar un rol activo en la construcción de su propio país.



Muchos temen que con el sufragio voluntario se reduzca aún más el universo de votantes en los próximos comicios.



En verdad, eso es discutible.



Concretamente, en Estados Unidos, donde existe el voto voluntario, en la elección presidencial recién pasada se registró un índice de participación ciudadana que llegó a 64 por ciento (de los más altos habidos durante mucho tiempo en ese país). La razón es muy sencilla: la comunidad se vio enfrentada a una decisión crucial y entendió que las opciones que se manejaban eran muy claras en cuanto a avizorar la forma como podrían resolverse los graves problemas derivados de la gestión Bush. Así, entonces, la participación ciudadana fue masiva.



En nuestra última elección con voto obligatorio conseguimos un 53 por ciento de participación. Pero cada vez más se registran índices de abstención, de voto nulo, que crecen sistemáticamente por la apatía que se ha instalado en la gente.



Ahora bien, lo más preocupante de todo es que está quedando al margen de cuanto concierne a las políticas públicas un contingente de jóvenes que, en su desazón por no participar, optan por caminos conducentes más bien al deterioro de la institucionalidad que a su fortalecimiento.



Lo que tenemos por delante, señor Presidente, es un desafío que ha de afrontarse con la mayor seriedad.



Este proyecto de ley, para que surta efecto en las próximas elecciones, tiene que ser tramitado con la debida celeridad.



Por su lado, las instituciones correspondientes, y específicamente el Servicio Electoral, tienen que preparar desde ya toda su infraestructura, su capacidad técnica, orgánica, para enfrentar el desafío de inscribir a alrededor de tres millones de personas que, con la factibilidad de la inscripción automática, podrán adquirir los derechos ciudadanos.



De ahí que lo que en verdad importa es provocar la mayor celeridad posible en la tramitación de esta iniciativa. Y, en tal sentido, anuncio desde luego, por supuesto, mi voto a favor.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda -y podemos verlo en cualquier libro de ciencia política- de que las reglas de la democracia son claves para que todos nos entendamos. Y, dentro de ellas, las del sistema electoral juegan un rol y tienen una relevancia imposibles de soslayar.



Por eso me parece necesario discutir esta materia. De repente pueden ser farragosos los debates de esta naturaleza, pero son los que marcan las diferencias.



Las reglas de la democracia deben estar en un espacio de discusión y de consenso suficientes para que nadie ponga en cuestión lo que se hace o lo que no se hace en las votaciones.



Aquí, en este mismo proyecto, hay dos temas disímiles, que confluyen y que, dependiendo de la manera como se armonicen, pueden provocar efectos diferentes.



Uno es la naturaleza del voto: ¿es este un deber, un derecho?



El punto es esencialmente discutible. Lo hemos planteado en otras ocasiones. Y aquí no se trata de los buenos y de los malos, de los que tienen o no razón, sino de ver cómo cada persona enfrenta su relación con la sociedad.



Yo debo reconocer que, a mi entender, en quienes plantean -y he sido parte de eso- que el voto posee un componente de deber existe algo de verdad. No digamos ahora que no hay ni un sustrato ni un sustento en una argumentación de tal índole. Considero que esta es razonable en la medida que la inscripción, como funciona en el sistema actual, siga una lógica en que sea de naturaleza obligatoria. Se da una ecuación en la cual en algún momento el ciudadano manifiesta su voluntad de participar en una acción distinta de la otra.



Pero entiendo que en ello no existe un dogma. Y, como militante disciplinado de mi Partido, acepté cuando, en la etapa en que el Senador señor Larraín lo presidía, se acordó dentro de la Alianza, al resolver sobre la materia, que se postulara el voto voluntario.



Por mi parte, expuse mi visión respecto del tema, el cual resulta discutible. Si se hubiera tratado de una cuestión de principios, cualquiera que hubiese sido el concepto planteado, uno tiene derecho a pensar diferente. Pero, como es un asunto opinable y como creo en los partidos, en esa lógica, obviamente, y habiéndose tomado el acuerdo en la forma adecuada, me parece correcto allanarse a la voluntariedad del voto.



Reconozco una cierta preocupación cuando lo digo, en términos de que no sé si lo que nos ocupa reviste el carácter de un gran activo para Chile o pueden empezar a surgir grandes problemas al interior del país, lo que se vincula con la sensación de tener siempre derechos sobre las cosas y nunca deberes respecto de nada. Y eso es algo que dejo a la reflexión común.



Definido lo anterior, considero que el aspecto de mayor relevancia, sin embargo, dice relación a la naturaleza de la inscripción, respecto de la cual se presentan dos opciones, una de ellas la obligatoriedad, que es la que postula el proyecto. Entiendo el que los autores de la moción -merecedores de mi respeto-, por comodidad, hayan usado la expresión “automática”. Pero hablemos en castellano: ¡el trámite es obligatorio! O sea, no existe la posibilidad de no inscribirse, conforme a una lógica como la que plantea la iniciativa.



Lo anterior pudo obedecer a un aspecto comunicacional -comprendo que es algo que va “inundando” las reacciones-; pero lo que estamos discutiendo es si la inscripción debe ser obligatoria o voluntaria. Y aquí quiero hacer un par de reflexiones para señalar que me parece fundamental mantener el esquema de inscripción actual, de naturaleza voluntaria.



En primer lugar, dificulto que exista un sistema más confiable que el chileno. Me correspondió estar a cargo de la parte comunicacional de la campaña presidencial de Joaquín Lavín en la elección de 1999, y recuerdo que en la segunda vuelta -ya en el año 2000-, a dos horas de haberse cerrado las mesas e iniciado los escrutinios, cuando se apreciaba una diferencia que no era dramática, de cuatro o cinco puntos, dicho candidato, como les consta a todos, lo primero que hizo fue reconocer que había ganado Ricardo Lagos.



Y pregunto: ¿en cuántos sistemas políticos pasa eso?



Hemos visto lo que ocurre con mecanismos de inscripción automática y voto electrónico en países como Venezuela, donde transcurren los días y no se sabe bien el resultado; o en Nicaragua, donde hasta el día de hoy existe en el imaginario colectivo la convicción de que los votos no fueron los adecuados.

El señor LARRAÍN.- O en Cuba.

El señor COLOMA.- Desconozco el sistema de ese país.

El señor NAVARRO.- ¿Y que pasó en Estados Unidos?

El señor COLOMA.- Allá, un mes y medio después de la elección, el Senador Coleman, de Minnesota, a quien recuerdo y conozco porque vino en una oportunidad y fue Presidente del Grupo de Amistad Interparlamentaria Chile-Estados Unidos -su participación resultó muy importante para la celebración del Tratado de Libre de Comercio y fue muy prochileno, por así decirlo-, acaba de anunciar que perdió por 200 votos.



Así que, para tranquilidad del Honorable señor Navarro, no solamente en Venezuela no resultan las cosas, sino que tampoco en otros lugares.



¡Pero ello no nos ocurre a nosotros! Perdonen que se los diga, Honorables colegas. Es posible que aquí, de repente, se reclame o surjan discusiones acerca de si un voto es de allá o de acá. Y no me cabe duda de que, en un resultado con un margen de 001 por ciento, puede haber un espacio para la duda. Sin embargo, el sistema electoral chileno es un lujo, funciona y les da garantías a las bancas de allá y de acá, lo que les permite abrigar la convicción de que anda bien. Y ello costó. Eso mismo es lo que hoy estamos dejando de lado.



Entonces, a mí me parece que nuestro país tiene un activo importante en su modelo, conforme al cual todos sabemos que si la persona se llama “fulano de tal”, es así, y que la firma es la que corresponde. Y los apoderados, los vocales -la arquitectura política-, se hallan enterados de que, en caso de duda, un experto tiene la voz determinante. ¡Eso, que es la garantía máxima del sistema democrático, lo estamos votando!



Puedo hallarme en una posición minoritaria, pero estimo que la situación raya bastante en el absurdo. Es como echarle la culpa a un mecanismo que funciona con garantías de ser el responsable de la falta de participación. 



Y, en ese sentido, formulo un segundo comentario. No creo que el sistema de inscripción tenga que ver con la participación o el número de votantes.



De ello se pueden mencionar algunos ejemplos. Primero, el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra se refirió al aumento de los votos nulos y en blanco. Pero le tengo una mala noticia -o buena para Chile-: ellos disminuyeron en la última elección. Si alguien se da la molestia de revisarlos, se encontrará con que se registraron 300 mil sufragios útiles más. O sea, se emitieron menos votos nulos, menos votos en blanco y más votos válidos.



Entonces, ¿cómo no va a estar presente ese dato en medio de un debate?



Se está luchando contra los hechos: existen 300 mil votos más. Por lo tanto, no se trata de una cuestión del sistema.



Segundo, alguien podría decir que el mecanismo es muy engorroso, muy lento, imposible.



Hoy día, una inscripción normal demora dos minutos -¡dos minutos, no 22 horas!-, al presentarse la persona al Servicio Electoral. El último día, probablemente, se tarda más. En ese lapso, el interesado se acredita, le toman sus datos y queda habilitado. Por consiguiente, teniendo en cuenta que se emplean dos minutos, ¿se podría señalar que es algo imposible de resistir?



Aquí se habla mucho de las encuestas. Invito a examinarlas, ya que se dice que la dificultad radica en el trámite. Y no es así: el problema es el interés. Como lo manifestó el Senador señor Núñez -y comparto su opinión-, media el aspecto de los partidos políticos, del interés. Por ahí está la raíz del asunto. Ello no tiene que ver con el destrozo de un sistema que a todos los presentes les da seguridad en cuanto a los resultados.



En consecuencia, me parece un grueso error la pretensión de que en el mecanismo que nos ocupa reside la razón por la cual la gente no participa, lo cual, adicionalmente, generará problemas de confiabilidad muy importantes.



Se ha dicho que el Registro Civil podrá reemplazar, casi por arte de magia, un sistema que ha costado mucho implementar. ¿Y cómo se conformarán las mesas electorales? ¿Cómo se van a relacionar las redes de información que validen el padrón electoral? ¿Quién determinará, al final, la legitimidad del resultado de la elección? ¿Cómo se abren los nuevos espacios para los fraudes o la manipulación de votos? ¿Acaso eso no importa? ¿Acaso da lo mismo? ¿Acaso por el hecho de que algunos creen que obtendrán unos votos más se echará al tacho de la basura un esfuerzo gigantesco?



En verdad, pienso que aquí hay un debate mal enfocado. No juzgo las razones por las cuales se plantea. Deben de ser nobles. Pero, francamente, estamos destrozando el sistema.



El punto es otro: cómo incrementar la participación; cómo hacer sentir al electorado que importa lo que decide. Y esa es una pega de acá, de los que estamos en el Parlamento, de los medios de comunicación, de los líderes de opinión. 



Es cómo entusiasmar. ¡Si no puede ser normal que en una elección americana se registren 20 puntos de participación porque se entusiasmó a la gente!



A quienes les gusta el tema quiero decirles que en el último libro de Barack Obama -supongo que hoy día es el político más importante- se plantea la situación. Y fíjense Sus Señorías que menciona dos grandes soluciones -¡cosas de la vida!- para mejorar la participación en Estados Unidos. También expone otras de carácter técnico que no se vinculan con el asunto. Hace presente que la clave reside en que la votación se realice en un fin de semana y, además, en que exista una franja electoral, dos aspectos que contempla la legislación chilena.



Entonces, no es cuestión del instrumento, sino de la debilidad de un sistema en el planteamiento de sueños, esperanzas, ganas de cambiar, de hacer las cosas. Y me parece un error endosar esa responsabilidad -que es nuestra- a un mecanismo creyendo que ahí está la vara mágica para cambiar la historia del país. Y con consecuencias -lo que es complejo- que hoy resultan difíciles de anticipar.



No sé cómo va a funcionar la lógica del Registro Civil. Es algo que conversé con el Director del Servicio Electoral. Es como una nebulosa en que todo el mundo entiende que alguien asignará a la gente en el lugar adecuado, en el momento preciso. Y pido perdón por no tener ninguna seguridad de que será así; de que el sistema no admitirá manipulación; de que la persona que afirme ser alguien, si no existe constancia de ello, dirá la verdad. Tampoco la tengo respecto de los cómputos que comiencen a entregarse a partir de padrones con relación a los cuales nadie sabe quiénes votan, qué historia se halla detrás o cuáles son los sistemas de control.



Entonces, el tema me importa, señor Presidente. Es probable que aquí se den mayorías circunstanciales, pero destrozar el sistema no resulta circunstancial. Me parece perfectamente razonable plantear la adopción del voto voluntario y un sistema de inscripción voluntaria facilitada. Y cuando digo esto último me refiero a ultrafacilitada, con todos los sistemas posibles: aumento de horarios, de lugares de atención; ida a colegios, al lugar que sea adecuado, pero con la mantención de la garantía final, que ha hecho importante la democracia en nuestro país, particularmente durante el último período.



Estimo, por lo tanto, que hoy día se podría estar cometiendo uno de esos errores de los cuales uno se arrepiente mucho en la vida. Y no por un factor de mala fe. Porque, de repente, uno entiende que puede haber maniobras políticas o destrucciones voluntarias. Aquí, la confusión respecto de la índole de la cuestión puede provocar consecuencias de las cuales nos vamos a lamentar. Y el sistema electoral, con su naturaleza propia, que da seguridad a los de allá y los de acá, ahora se pone en juego.



Por eso, no puedo estar de acuerdo con esa parte de la modificación. Y advierto que los efectos que pueden causarse en la historia de Chile son absolutamente impredecibles y -a todo evento, desde mi perspectiva- negativos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sé que el debate ha sido muy largo, pero lo considero muy relevante, sin que sea posible restringir el uso de la palabra a algunos Senadores porque otros ya intervinieron.



Quiero formular tres tipos de reflexiones.



La primera de ellas -la más simple- es solo para dejar una constancia. Aquí se planteó una observación formal. Y entiendo que en la Comisión se discutió la constitucionalidad de agregar otras materias a la reforma. Deseo consignar que no existe, en relación con las enmiendas a la Carta, un límite configurado por la idea matriz. Cabe recordar que la principal modificación que despachamos respecto de ese ordenamiento, la de 2005, se basó en dos proyectos de ley -uno presentado por un grupo de Senadores de la Alianza, y otro, por Honorables colegas de la Concertación- que se fusionaron y que contenían 15 temas en común y 10 distintos cada uno, por decir una cifra, pero a los cuales agregamos al menos otros 30. Por lo tanto, se validó una interpretación correcta: la reforma constitucional no posee una idea matriz.



Quiero dejar constancia de ello, porque me parece que un criterio diferente es autolimitarse.



Sin embargo, lo anterior no es lo más importante. Lo más relevante, para mi gusto -y es la razón por la cual pedí mantener el tiempo para intervenir y me opuse a restringirlo-, radica en si acaso el asunto en discusión: la inscripción automática u obligatoria y el voto voluntario u obligatorio, constituye la solución a las dificultades que hoy enfrentamos en el ámbito de la participación política de los chilenos; en si acaso es ese el camino para resolver las inquietudes existentes en el mundo chileno sobre la política o los políticos.



Considero que podríamos cambiar el sistema e instaurar cualquier otro nuevo, pero estoy seguro de que, por ese solo hecho, no variaría el problema de fondo que está afectando a nuestro país.



Tampoco es algo que tiene que ver con el mecanismo electoral. Podrá haber uno distinto, mejor o peor. Sin embargo, realizamos elecciones con diferentes sistemas. En la que se acaba de efectuar -la municipal- se utilizó uno mayoritario uninominal respecto de los alcaldes y uno proporcional para los concejales. No obstante, no hubo un cambio en la conducta de la gente en cuanto a inscribirse más o menos. Por lo tanto, el sistema electoral no tiene relación con la participación o no de las personas, sino con algo más profundo. 



Quiero invitar a mis Honorables colegas a que reflexionemos sobre el particular, porque me parece que es el tema de fondo. Y no vamos a resolverlo con modificaciones de ingeniería electoral, como algunos piensan, por mejores que puedan ser los mecanismos que se planteen.



¿Cuál es la razón básica por la que ahora nos encontramos ante este problema? Creo que hay muchos motivos. Probablemente, es difícil encasillarlos en uno solo. Pero me parece que existe un cambio cualitativo en el valor y rol de la política, hoy día, respecto de los que presentaba, por ejemplo, en la época que nos tocó vivir al final de la década de los sesenta o comienzos de la de los setenta. En ese entonces, uno sentía que Chile se jugaba según el camino que se tomara, y algunos se consideraban dentro o fuera del país.



Esa sensación no existe ahora. Hemos logrado una estabilidad política, social, económica, cultural, mucho mayor. Por lo tanto, las grandes definiciones políticas no son tan relevantes en la vida de las personas. Y la política exhibe una dimensión quizás más real, más justa que la de entonces, pero de menor trascendencia. Hay un espacio que se ha creado la sociedad civil, a la cual no le hemos dado todos los instrumentos. Cuesta mucho, por ejemplo, obtener franquicias tributarias para las donaciones de empresas -¡cuánto costó revisar el proyecto de ley que apuntó a evitar todo lo que limitaba la acción de la sociedad civil en este ámbito!-, porque muchas veces queremos concentrarlo todo en la política, en circunstancias de que la sociedad ha cambiado.



En una encuesta reciente dada a conocer por el Centro de Estudios Públicos se le preguntó a la gente por qué no se inscribía. Las razones fueron muy variadas. Voy a leer las principales: “Porque la política no me interesa”, 37,1 por ciento; “Porque los políticos no son honestos”, 15 por ciento; “Porque los políticos no abordan los problemas que de verdad importan”, 8,9 por ciento; “Porque es una forma de protestar contra el sistema”, 4,1 por ciento; “Porque en las elecciones ya no hay grandes cosas en juego”, 2,4 por ciento. Esos motivos, que apuntan a la crisis de la política, suman 67,5 por ciento.



Otros respondieron: “Porque no sé como inscribirme” o “Porque no quiero estar obligado a votar”.



Sin embargo, lo que dice relación al tema de fondo es la razón mayoritaria por la cual los no inscritos dicen que no realizarán el trámite.



Entonces, quiero llamar a la reflexión. Porque me parece que el problema fundamental que nos está afectando es que en Chile se registra un profundo distanciamiento entre la ciudadanía, por una parte, y la política y los políticos, por la otra. Creo que eso tiene que ver con muchos motivos, pero también -en parte, al menos- con conductas nuestras. Existe una imagen de nosotros que ha empeorado. Ella no siempre es real, porque sabemos el trabajo que hacemos aquí y el que llevamos a cabo en la circunscripción, sin perjuicio de que algunos lo realicen mejor que otros. Pero no es esa la percepción que tiene la gente de nosotros.



No siempre nos ayudan los medios de comunicación, mas nosotros sí los ayudamos sobre el particular con mucha ligereza, con mucha frivolidad y -¡perdónenme, Honorables colegas!- con abusos. Si también tenemos que darnos cuenta de que las personas reclaman cuando algunos de nosotros los cometen.



¿O no fue un abuso cuando los Diputados quisieron aumentarse en 100 mil pesos la asignación para bencina? ¿No fue interpretado de esa manera?



¿Y nuestros privilegios, señor Presidente? Porque los tenemos. Estimo que aquellos que pueden corresponder a un parlamentario o a cualquier autoridad solo deben ser los indispensables para el ejercicio del cargo. Me pregunto si las entradas al estadio son necesarias para ese último efecto. Hace tres o cuatro años se tomó aquí un acuerdo que no se ha cumplido, porque ellas siguen en nuestro poder. Ese privilegio irrita a la gente. No tenemos razón ni justificación para gozar de ningún tipo de prerrogativa que no sea imprescindible para el ejercicio de nuestras obligaciones parlamentarias. Y hay muchas otras. La gente lo sabe y observa nuestras conductas.



No quiero entrar en detalles, señor Presidente, pero de eso se trata. Nos asiste responsabilidad sobre el particular.



Con todo, este asunto no solo se refiere a un problema de imagen y de conducta parlamentaria o política, sino también -por llamarlo así - de “crisis de representatividad”. 



Los partidos políticos no están funcionando debidamente. Mi percepción es que unos trabajan mejor que otros. No quiero hacer un análisis ni tampoco decir que todos marchan mal, salvo mi colectividad. Ello sería infantil.



Mi intención no es esa, sino marcar el punto. Porque respecto a este asunto también existe decepción ciudadana. Quizá las personas se hicieron muchas expectativas ante el cambio desde un régimen autoritario a otro democrático y esperaban que las dificultades se resolvieran más fácilmente. Pero no fue así. A lo mejor, realizamos mal nuestro trabajo.



¡Aquí existe un problema! Como partidos políticos, no estamos funcionando bien. Hay cierto feudalismo en nuestro accionar que impide que los partidos tengan la fuerza y la coherencia necesarias. 



Señor Presidente, cuántas agendas personales conocemos al interior de nuestras colectividades que, al final, atentan contra su propio funcionamiento y dan una imagen ante la ciudadanía que la hace preguntarse: “¿En qué están estos caballeros? ¿En un proyecto político? ¿En una idea de bien común? ¿En un trabajo de servicio al país? ¿O en un negocio personal, de fama, de gloria, de vanidades?”.



¡Vaya uno a saber en qué! Pero, en todo caso, en proyectos personales y no en nombre de la idea que se dice profesar.



Por eso quiero formular una reflexión sobre el particular.



Tales razones me hacían pensar en la conveniencia de sostener un debate más a fondo. Porque lo peor que nos podría suceder es que aprobáramos este proyecto como está y después nos diéramos cuenta de que no existe un cambio en la participación. Si eso ocurriera, querría decir que estamos equivocados en el remedio, porque no apuntamos a la raíz de la enfermedad. 



Me parece importante llevar a cabo esa discusión. 



Y quiero contribuir a ello partiendo por nosotros mismos. Porque si no somos capaces de hacernos una autocrítica, difícilmente podremos cambiar la percepción ciudadana. 



No obstante, este problema no es solo nacional. Si uno observa las encuestas, se percata de que es bastante más generalizado. 



Los ritmos de la política son distintos de los de la vida real, que es más instantánea, más rápida, con más cambios. Y no hemos logrado adecuar nuestro trabajo parlamentario, que es más complejo aún, pues requiere decantación, análisis, en fin. Si las cosas no se aprueban, no se debe a flojera -como algunos pudieran interpretarlo-, sino a no haber madurado una idea o no haberse alcanzado un acuerdo al no juntarse las voluntades necesarias para ello. 



No es fácil explicar esta materia, que apunta a una cuestión muy central y de fondo.



Respecto de los objetivos específicos del proyecto y de las observaciones más formales, debo decir que quienes han señalado que en la Constitución de 1925 existía la inscripción obligatoria y el voto voluntario están equivocados. Esta Carta contemplaba el mismo sistema que la de 1980. Ya voy a explicar la diferencia existente; pero en la de 1980 no hubo innovación en las reglas de fondo.



En la iniciativa que nos ocupa hay dos materias en juego: la voluntariedad del voto y la inscripción automática.



Me referiré muy someramente a cada una de ellas porque no dispongo de mucho tiempo.



En cuanto a la voluntariedad del voto, solo quiero valorar la importancia de respetar la libertad ciudadana. A mi juicio, ahí radica el punto esencial de división en nuestros conceptos. La dicotomía entre derecho y deber -como recordó recién el Senador señor Coloma- diferencia nuestras opiniones. 



Sin embargo, en la medida que tenemos una sociedad informada, educada, creo que debemos dar a los ciudadanos la opción de decidir libremente. 



Ese camino estimulará a los políticos, a los partidos, los proyectos, a los líderes a motivar a la ciudadanía. Si no lo hacen, no obtendrán su respaldo y la gente se alejará de la política.



Por lo tanto, lo señalado anteriormente reviste un valor enorme. 



Durante la discusión general del proyecto muchos estuvieron en contra. Observo que han variado de opinión y ello me parece bien. Por eso, en esta parte al menos, no abrigo dudas: hay que apoyar el cambio.



En lo que dice relación a la inscripción automática, lo señalado por el Honorable señor Coloma me ahorra entrar al fondo del asunto. Sí quiero manifestar que la misma lógica me hace pensar en la conveniencia de la inscripción voluntaria: dejar que el ejercicio de la ciudadanía sea un derecho. 



Pero entiendo que debemos buscar un mecanismo. 



Y quiero recordarles a Sus Señorías la modalidad que se aplicaba antes de 1973.



En esa época, no había obligatoriedad de inscripción, sino una cosa mucho más simple (no necesitaríamos una reforma constitucional para ello). En todos los trámites públicos se exigía el certificado de inscripción electoral. Cuando alguien iba a sacar carné de identidad, precisaba la inscripción electoral. Y lo mismo si se quería obtener licencia para conducir. Por lo tanto, la inscripción era prácticamente total. De lo contrario, la gente no podía realizar los miles de trámites que le interesaban. 



En consecuencia, el legislador resolvió el problema sin modificar la Constitución. 



Efectuar el cambio que implica la reforma en debate me produce un enorme temor. Conozco el proyecto de ley sobre inscripción automática, en trámite en la Cámara de Diputados -desconozco si los señores Senadores lo han leído-, y me da pánico el resultado electoral que podría provocar su aplicación. Tal vez se generaría un conflicto de interpretación política al día siguiente de la elección, en el sentido de que se abusó, hubo fraude, quienquiera que estuviera en el Gobierno o en la Oposición. Pensemos que los sistemas electorales duran décadas. 



Y eso, obviamente, es preocupante.



Sin embargo, materias como las planteadas nos permiten diferenciar entre las tareas del Gobierno y las del Estado. ¿Por qué no somos capaces de imaginar un Servicio Electoral que incorpore al Registro Civil como unidad autónoma del Estado, no dependiente del Ministerio de Justicia, que trabaje en la formulación de un nuevo padrón electoral? A mi juicio, el cambio de este es lo que genera incertidumbre y temor.



Para mi gusto, el principal problema de la inscripción automática radica en que no contempla la garantía de que hoy disponemos -como mencionó el Senador señor Coloma- ante lo que pueda venir. 



Pero si contáramos con un Servicio de aquella índole, autónomo, que no dependiera de la Presidencia de la República, designado tal vez con acuerdo del Senado, con un Consejo de altura, estaríamos bien.



Por eso, en esta parte, tengo reserva de dar mi voto afirmativo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, para completar la presentación de mi bancada -al decir del Senador señor Coloma-, quiero reflexionar sobre las siguientes consideraciones.



En primer lugar, como se ha dicho reiteradamente acá, el sistema de padrón electoral vigente le ha otorgado confianza al país. Ha operado en las condiciones más duras, más difíciles, de mayor incertidumbre y, hasta el momento, el resultado ha sido siempre positivo.



Deseo rescatar lo anterior en el debate. 



Me parece que este sistema -como algunos han planteado aquí con fuerza y vehemencia-, desde el punto de vista de la confiabilidad, de la certeza y de la prontitud con que atiende a las necesidades del electorado, es uno de los mejores con relación a los que me ha correspondido observar y analizar en otras partes del mundo.



Ahora, ¿qué se le cuestiona al padrón electoral? El que 3 millones de personas -y lo mencionó alguien acá- no se hayan inscrito en él. Y debemos discutir, analizar y mejorar ese asunto, por sus alcances. Pero achacarle al sistema de inscripción electoral -como acaba de señalar el Honorable señor Larraín- la existencia de tal número de votantes no inscritos me parece una simplificación extrema.



Creo que hoy la sociedad adolece de un individualismo impresionante. El hecho de estar frente al computador, a esa máquina -por llamarlo así-, resulta casi obsesivo para gran cantidad de personas, particularmente jóvenes. 



Y ello las lleva a enfrentar su destino, el mundo, la necesidad de información y todo, en definitiva, con prescindencia de una concepción colectiva, que es la que nos mueve a desarrollar proyectos y a asumir desafíos en conjunto. En efecto, hoy en día existe un individualismo de hecho. 



Cuando se vive una crisis política o una tensión política aguda, la participación ciudadana sube automáticamente. Pero aquí se ha dicho que en este momento nos encontramos bajo un sistema social, político y económico que mantiene a la gente, en términos generales, tranquila. 



Por lo tanto, esa tranquilidad y ese individualismo -como factores adicionales- llevan a que no exista una locura por inscribirse y por participar en política. 



Creo que se trata de consideraciones válidas. 



Otro aspecto que me gustaría comentar a Sus Señorías se refiere a la sensación que me deja el debate político que estamos sosteniendo. 



En las noticias transmitidas por televisión solo aparecen crímenes, muertes, fútbol, el pronóstico del tiempo, y me causa impresión que se dediquen a lo más 30 segundos al mensaje político. 



Si revisamos los diarios, se observa que los temas políticos abordados en sus páginas interiores (les pido por favor a Sus Señorías examinar su contenido) son de una simpleza realmente asombrosa. Además, se refieren a la misma tontera -si me perdonan la expresión- de siempre: a lo que dice uno, a lo que contesta el otro; a lo que opina este o el de más allá. Es decir, se dan vuelta en cuestiones propias de nosotros, pero que a la sociedad no le interesan.



¡Y después de eso queremos que las personas corran a inscribirse en los registros electorales para participar en la fiesta que damos todos los días y que es tan nuestra! 



Ahora, deseo ir a la esencia de lo señalado recién por el Honorable señor Larraín, en cuanto a que el sistema es malo.



Es claro que el sistema merece observaciones, y debemos hacernos cargo de ellas. Pero no pensemos que eso bastaría para que funcionara bien, porque hay otros factores propios del momento que vivimos, de la idiosincrasia (que ha cambiado) y de nuestra actitud o responsabilidad, lo cual no podemos desconocer. 



Entrando en el detalle mismo, debo señalar que adscribo a la libertad del individuo, ya sea para inscribirse en los registros electorales, para borrarse de ellos o para votar. En términos generales, esa sería mi respuesta rápida ante cualquier desafío que me pusieran por delante. 



En consecuencia, deberíamos mejorar el sistema para que lo señalado anteriormente fuera viable, expedito, eficiente y efectivo. De tal forma que cuando la persona acuda al Registro Electoral reciba todas las facilidades y no encuentre limitaciones de días, horarios y meses, como ocurre en la actualidad. 



Mejoremos en ese sentido. Ello podría constituir una solución. Pero no me niego a otras opciones. Tal como se planteó acá, a lo mejor sería conveniente requerir la inscripción en el Registro Electoral para la realización de cualquier trámite, como ocurría antiguamente, o como sucede hoy respecto a la presentación de la cédula de identidad. 



Me parece que si perfeccionamos un sistema en cierto modo confiable, como el nuestro, tendremos mayor número de inscritos sin haber introducido la voluntariedad del voto. 



Recuerdo a Sus Señorías que, pese a que en este momento el sufragio es obligatorio, en diversas ocasiones se han debido dictar verdaderas leyes de amnistía para no tener que sancionar a miles de personas que, sin justificación alguna, no concurrieron a votar. 



Por lo tanto, la obligatoriedad del voto es más bien una ficción. Desde que tengo uso de razón, no he visto que se sancione a nadie por no haber ejercido su derecho a sufragio. 



¿Qué me lleva a plantear una posición definitiva sobre el punto en cuestión?



Creo que aquí hay dos elementos: la inscripción automática y el voto voluntario. 



En cuanto a lo segundo, adhiero sin reservas. Me parece bien, porque soy proclive a la voluntariedad en todos sus aspectos. 



Pero la inscripción automática, en los términos en que se plantea: como reforma constitucional, la considero innecesaria, como lo manifestó hace un tiempo el Senador señor Vásquez aquí en la Sala. Porque bastaría con modificar la ley orgánica constitucional respectiva para que eso se aplicara de manera “A”, “B” o “C”, o como fuere pertinente hacerlo, sin reformar la Carta. Con ello quedaría a firme un sistema respecto del cual ni siquiera hemos debatido. 



En consecuencia, yo avanzaría ahora en la idea del voto voluntario -el que suscribo plenamente-; pero la inscripción automática en los registros electorales la dejaría para cuando el Ejecutivo envíe el proyecto respectivo y veamos sus alcances, o cómo se pretende implementar, porque es ahí donde se deberá tomar la decisión. De lo contrario, ahora estaríamos abrochando de alguna manera algo que requiere una solución más técnica, que puede ser zanjada en la ley orgánica pertinente. 



Por lo tanto, en cuanto a las materias antes mencionadas, que en mi concepto se enmarcan dentro de la libertad de la persona para inscribirse o borrarse de los registros electorales y para votar, hoy podríamos dejar a firme lo último, y postergar la discusión acerca de cómo se va a realizar el empadronamiento para el momento en que ingrese el proyecto respectivo, a los efectos de estudiar si realmente lo propuesto da garantías, como las que hoy otorga el sistema. 



En cuanto a los 3 millones de personas que no se encuentran inscritas en los registros electores, ello obedece a razones mucho más profundas que las que estamos discutiendo. 



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo deseo informar al Senador señor Arancibia que el texto al cual se refirió ya fue acogido globalmente en la Cámara de Diputados. 



Además, con las modificaciones sugeridas por el Director del Servicio Electoral, la próxima semana será analizado como borrador en la Comisión de Constitución, porque no es posible presentarlo a tramitación como proyecto hasta que no se apruebe la reforma constitucional que nos ocupa.



Muchas gracias. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el proyecto que hoy se analiza como una manera de perfeccionar la participación de los ciudadanos en los procesos electorales, abre una oportunidad para discutir más a fondo el sentido democrático de la votación nacional. 



Lo anterior forma parte de una mirada más amplia sobre cómo debe organizarse una democracia moderna, sustentable, eficiente, representativa y libremente asentada en la consolidación de los puntos de vista de las personas y el bien común de la nación. 



Mejorar la participación de los ciudadanos en la elección de sus representantes es un paso necesario, indispensable, y la situación actual de Chile lo requiere. Pero, con franqueza, nadie puede sugerir siquiera que ello constituiría la solución para todos los problemas de una democracia aún perfectible. 



La baja participación nacional, junto con un sistema electoral inadecuado -a mi juicio-, en el marco de una sociedad brutalmente dividida por los ingresos tan distantes entre unos y otros, conforman la realidad que nos obliga a pensar a fondo en lo que estamos haciendo. 



Como todos sabemos, en la discusión de este proyecto de reforma existen dos elementos centrales que actúan de manera diferente en el análisis: uno es la implementación de la inscripción automática y el otro, el voto voluntario. 



Ambos concilian los dos grandes pilares de una democracia: LA LIBERTAD DE CONCIENCIA Y LA CONCEPCIÓN DEL COMPROMISO POR EL BIEN COMÚN DE LA COLECTIVIDAD.



La democracia es también un acto de doble mirada. Por una parte, representa el perfeccionamiento de un modelo que entrega derechos inalienables al ciudadano: libertad, plena potencialidad para expresar sus opiniones y visión del mundo, y que ratifica su autosuficiencia para decidir sobre su destino; y por otra, constituye UN MODELO QUE OBLIGA A SUS CIUDADANOS A SOSTENERLA COMO PARTE DE SU PROPIO DESTINO, ya que de no existir ella, sustentada en el consenso mayoritario de los ciudadanos, pero con pleno respeto a sus minorías, la propia libertad y la vida personal quedarían en entredicho. 



Esta democracia, en tal dualidad de visiones, supera los puntos que estamos debatiendo, si bien ambos son de primerísima importancia.



Este introito nos obliga a analizar, de manera breve, cómo se ha llegado al estado actual. ¿Cuáles son, por lo tanto, las razones más importantes por las cuales las personas no participan en las cifras que aquí se han entregado?



Tengo una opinión relativamente formada, aunque no poseo la soberbia de suponer que soy dueño de la verdad.



El proceso de industrialización universal hasta llegar al actual estado de una sociedad globalizada y de múltiples influencias, tiene como esencia cultural más profunda y sutil el tener y no el ser, como lo denuncia con tanta claridad nuestra filosofía partidaria y muy explicada explícitamente en las conclusiones del último congreso ideológico del Partido Demócrata Cristiano.



A partir de esto se producen cuatro fenómenos que, a mi juicio, han influido en la deserción chilena.



Lo primero es que en esa aspiración nunca será posible satisfacer las necesidades de la nueva cultura hedonista, que ella nos permite y exige. Por lo tanto, jamás se llegará a un grado suficiente de realización personal, pues siempre habrá anhelos no cumplidos, como el de la definición actual del llamado “consumismo”, que no solo involucra consumo. De modo que siempre habrá expectativas negadas frente a una compulsión sicológica y emocional de lograr el máximo de este TENER, con mayúsculas.


En este mismo análisis, cabe agregar, entonces, que como conclusión lógica se llega a despreciar la democracia, no solo porque no cumple las expectativas de los ciudadanos, sino, sobre todo, debido a que en el país la diferencia de ingresos es de tal naturaleza que violenta el sentido de justicia del ser humano. Y, en esas condiciones, la democracia vuelve a ser desprestigiada y despreciada. La brecha entre los más ricos y los más pobres de Chile es de uno a dos mil. Es decir, como lo he reiterado hasta la saciedad, nadie puede exigir a los ciudadanos un compromiso vital con el modelo democrático si el marco de esta cultura materialista reciente genera esas escandalosas diferencias.



El segundo aspecto tiene que ver con la construcción de una sociedad esencialmente capitalista y de libre empresa con algunas incrustaciones de solidaridad del Estado, que hace que se produzca una sinonimia entre democracia y política, o políticas públicas y Gobierno, o entre políticas públicas, Gobierno y Estado, que a juicio de todos los economistas no es esencial de la democracia, porque el 80 por ciento del capital de giro en el país se encuentra en manos financieras o comerciales privadas, donde esa sinonimia no existe. Y, por ende, la realización personal y de vida del ciudadano queda ligada a instancias privadas que no tienen que ver con la construcción del Estado, la cual, en definitiva, es la gran movilización o la gran esperanza que muchos ven en la política.



En el actual sistema económico, aparentemente a ojos de la mayoría de las personas, no es exigible ni necesaria la democracia. Y al no ser exigible ni necesaria la democracia y esta se entiende basada en la política, entonces, naturalmente, esta última queda depreciada, y vuelve a ser despreciada la democracia en sí.


El tercer fenómeno tiene que ver con la cultura del deber y el derecho -que ya mencioné- que obliga al cumplimiento y al respeto de los derechos de los hombres, pero que en el extremo del liberalismo político individualista se desmarca de su deber para con los otros ciudadanos, esencia del bien común de la democracia y de la solidaridad o gregaridad de la especie humana.


El cuarto, dice relación al nivel de nuestras propias conductas como sociedad o como política -que es el arte de construir la polis- y, tal vez, con las conductas de cada uno de nosotros, en cuanto somos ejemplos para muchas generaciones que nos ven como los mayores obligados para construir una buena sociedad.


El Partido Demócrata Cristiano sostiene, simultáneamente, la libertad, el derecho inalienable del pensamiento libre y la voluntad soberana de las personas, por un lado, y, en la misma medida, el bien común, la preocupación por el destino y la suerte de cada uno de los ciudadanos agrupados en determinada colectividad.



Por eso, ante la pregunta de Caín de si es responsable de Abel, la respuesta verdadera, en nuestra perspectiva, es “Sí, eres responsable de tu hermano”. Y de ahí nuestra obligación de sostener la democracia a la cual pertenecemos. A ello obedece la gran diferencia que hacemos entre personas e individuos. En cuanto persona, es libre; pero en cuanto individuo, es responsable de la construcción de la sociedad.



En esta visión, señor Presidente, votaré favorablemente el primer tema en discusión; es decir, la inscripción automática, porque permite resolver la gran cuestión de hoy: la falta de votantes. Constituye un paso inicial para la participación, condición indispensable de la perfección democrática. Sin embargo, voy a votar en contra del voto voluntario, a pesar de ser una petición tan recurrente en el debate, porque, en mi análisis, la voluntariedad no responde coherentemente a la obligación del ciudadano de sustentar su democracia y perfectamente salvar el derecho a la libertad -que es posible, a su vez, modificar en el proyecto-, a la decisión del ciudadano y a la desafiliación.


Termino, señor Presidente, haciendo solo tres observaciones.



La primera se refiere a la seguridad que nos ha dado el Ministro señor Viera-Gallo del ingreso de los proyectos pertinentes para que esta normativa sea aplicable en la próxima elección de 2009.



La segunda es que no me parece adecuada la permanente deslegitimación que se hace de los proyectos que hemos estado aprobando y que nos permiten avanzar. Porque los cambios sociales y la revolución -si ese es el lenguaje que queremos usar y que no tengo temor en utilizar, y esto a propósito de la constante crítica a lo realizado como Senado-, no dependen sólo de la rapidez y la suma de tales cambios, sino, fundamentalmente, de la profundidad y del compromiso ético con ellos.



La tercera, porque nuestra obligación al aprobar el proyecto es justamente preocuparnos de corregir las razones que el ciudadano tiene para no adscribirse a una democracia que ve ineficiente. Esta ineficiencia pasa también por la ética con la que esta se ejerce, la cual exige consecuencia en el hablar, en el pensar y en el actuar coherentemente. Vale decir, hablar como se piensa y vivir como se habla para que no terminemos viviendo como hablamos y no como pensamos.



Esa coherencia y el Acuerdo N° 133 del congreso ideológico de mi Partido me llevan a pronunciarme a favor de la inscripción automática y en contra del voto voluntario.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que estas largas sesiones habidas sobre la inscripción automática y el voto voluntario son de gran relevancia, porque forman parte de la esencia democrática del sistema político de nuestro país.


1. Baja participación electoral.



Justamente, a raíz de eso, se ha señalado que en las últimas elecciones municipales hubo poca participación de la ciudadanía, teniendo presente que 12 millones de chilenos cumplían con el requisito de edad para inscribirse y votar, pero que solo 8 millones estaban inscritos y que de ellos sufragaron válidamente apenas 5,6 millones. De continuar esta tendencia, para elegir el próximo Presidente de la República solo se requerirán 2,8 millones de votos, es decir, el 23 por ciento de los chilenos que tengan 18 años o más.



Si bien la participación electoral juvenil no es el único elemento en juego que explica la situación actual, suele indicarse a este grupo como el que menor compromiso demuestra con la actividad política. En este sentido, el proyecto de ley que busca la inscripción automática y el voto voluntario apunta a reducir las barreras que impiden la entrada a la expresión electoral, con lo cual podría incluso aumentar el volumen de la votación. El argumento contrario sostiene que ella bajaría en forma considerable al eliminar la obligación de sufragar de quienes actualmente se hallan inscritos.


2. Envejecimiento del padrón.



La situación descrita es aún más alarmante cuando vemos cómo el padrón electoral envejece progresivamente. En 2000, el 55 por ciento de las personas entre 18 y 34 años estaban inscritas en los registros electorales. Este grupo etáreo en el año 2008 solo representa el 27,2 por ciento. Es decir, hasta el año pasado solo se encontraban inscritas 1 millón 213 mil personas entre 18 y 34 años, quedando marginados 3 millones 243 mil jóvenes con derecho a inscribirse.



Por otra parte, al circunscribirse a la población entre los 18 y 29 años, es posible apreciar que el mayor número de no inscritos se encuentra en el citado rango de edad. El porcentaje de inscritos en dicho grupo alcanza, en 2008, a 18,6 por ciento, equivalente a 605 mil 338 jóvenes, lo que significa que aproximadamente 2 millones 600 mil entre 18 y 29 años no se encuentran inscritos.



Ahí surge nuestra mayor preocupación. ¿Por qué la gente no se inscribe en los registros electorales? ¿Por qué no vota ni participa?



En mi concepto, ahí radica la falla de nosotros, los políticos. ¿Será que no somos capaces de motivar a los jóvenes, de encantarlos y de hacerlos vibrar con la actividad que desarrollamos? Por eso ellos pierden todo interés por la cosa pública. ¿O será que la ciudadanía solo se motiva a participar cuando su país enfrenta grandes problemas? ¿Cuántos chilenos participaron en el plebiscito de 1988 y en la elección presidencial de 1989? ¡El 92 por ciento de los ciudadanos con derecho a voto se inscribió y sufragó en ambas oportunidades! ¡Había una gran motivación!



Y en la última elección presidencial en Estados Unidos, donde se presentaba un caso especial: un candidato de color, joven, con buenas ideas y grandes motivaciones, condujo a la más alta votación de su historia: 64 por ciento.



Y en otras naciones en que se trataba de decidir entre la continuidad de un régimen marxista o el cambio a uno democrático, la participación fue enorme. Sin embargo, en nuestras elecciones parlamentarias y de alcaldes y concejales, ella bajaba ostensiblemente. Y al preguntar a qué se debía esa baja en la votación, la gente me respondía: “Mire, nosotros queríamos sacarnos el yugo de encima. Ahora, Pedro, Juan o Diego nos da igual, porque sabemos que continuará el mismo sistema”.



Asimismo, debo destacar los argumentos del Honorable señor Larraín. Antes las elecciones eran dramáticas para el país. Si ganaba determinado sector, se daba vuelta todo el sistema económico y político, condicionando la libertad y la seguridad del país.



Sin embargo, hoy día las cosas han cambiado. Aunque mañana gane Chana o Juana, seguiremos progresando. Habrá más énfasis en una cosa o en otra, pero el país tiene una estabilidad democrática y una senda clara. A lo mejor se enfatizará más la educación o la salud. Pero no hay un cambio radical en el sistema político que signifique un trastorno mayor en la ciudadanía.



Entonces, eso lleva a que la ciudadanía no se inscriba en los registros electorales. Y -vuelvo a señalarlo- nuestra responsabilidad como políticos radica en que no hemos sido capaces de encantar a la juventud. ¡Dos millones 600 mil jóvenes no participan!



Me parece que ahí debemos enfocar nuestra preocupación fundamental para hacer que se inscriban ahora.



El proyecto en debate pretende dar la facilidad de la inscripción automática. Como manifestó el Senador señor Coloma, surgen algunas dudas respecto del sistema, el cual es bueno y ha funcionado.



No obstante, quiero hacer un pequeño paréntesis. Reconozco un solo fraude electoral.

El señor NAVARRO.- En Talcahuano.

El señor SABAG.-  Así es.



Sin embargo, se cometió después de la elección. Algunas personas abrieron las cédulas de votación, borraron las marcas, cambiaron las preferencias y, luego, firmaron los votos. Así se llegó al fallo judicial.



Lamento que el Senador señor Longueira no se encuentre en la Sala, porque él viajó a mi zona a decir: “Se robaron la votación”. ¡Ocurrió todo lo contrario! El fallo judicial estableció la ocurrencia de un fraude claro y categórico en favor del candidato tanto del partido tanto. La justicia definió que fue fulano de tal. Pero, como la Policía de Investigaciones no estaba acreditada internacionalmente, no pudo detener a nadie.



¡Ese es el único fraude electoral que conozco, el cual no se efectuó el día de la votación, sino con posterioridad a ella!

El señor ÁVILA.-  ¿Fue en la elección municipal?

El señor SABAG.-  No quiero polemizar aquí, señor Senador, pero se trataba del rival del candidato Leocán Portus en esa oportunidad.

El señor NAVARRO.-  ¿Qué candidato?

El señor ÁVILA.-  ¿A qué partido pertenecía?

El señor LARRAÍN.-  ¡Al de la amistad…!

El señor PIZARRO.-  ¿Cómo se llamaba?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ruego evitar los diálogos.

El señor SABAG.- No quiero herir a nadie, sino más bien avalar los planteamientos del Senador señor Coloma, en el sentido de que nuestro sistema es seguro. El caso de fraude al que aludí fue posterior a la votación. Por eso dije claramente que en esa ocasión algunas personas abrieron las cédulas y trabajaron para cometer  ese ilícito que, gracias a Dios, se descubrió pero no se consumó.



Se hicieron consultas al Director del Servicio Electoral respecto del sistema de inscripción automática. Él entregó un informe escrito a la Comisión de Constitución, mediante el cual asegura que dicha modalidad había sido probada en  distintas partes del mundo y que existía el soporte informático correspondiente. Además, manifestó que hasta el momento dicho organismo no cuenta con ninguno de esos elementos técnicos, pero que si les otorgan los recursos para comprarlos, ellos pueden garantizar un buen proceso de inscripción automática. 



En ese aspecto, yo confío en el Servicio Electoral, por cuanto sé que maneja muy seria y responsablemente estas materias.



Por tales razones, votaré favorablemente la inscripción automática.



Sin embargo, en lo que dice relación al voto voluntario, debo recordar que en el congreso de la Democracia Cristiana este tema fue muy debatido y, finalmente, se acordó el voto obligatorio.



Tengo la impresión de que en nuestro país todo el mundo reclama sus derechos: derecho a la educación, derecho a la salud, derecho a un medio ambiente sano, derecho para esto, derecho a estotro. ¿Y cuáles son las obligaciones de las personas? ¡Ninguna! ¡Ni siquiera la de ir a elegir a sus autoridades! ¡Pero, por favor! En Chile respetamos los derechos de los ciudadanos y trabajamos para que aquellos sean prenda para todos. ¡Pero lo mínimo que podemos exigir a esos jóvenes que hoy día son universitarios, preparados, es que cumplan con el deber básico ante su patria de elegir a sus autoridades comunales, parlamentarias y al Presidente de la República! ¿Acaso ellos viven como pajaritos? ¡Nosotros hemos luchado para que reciban una buena educación y logren una amplia participación! Tal vez, ellos serán mucho mejores que todos nosotros. ¡Eso es lo que queremos para nuestra patria! El renuevo, la participación de la juventud y que asuman, por lo menos, un deber: elegir a sus autoridades.



En ese aspecto, señor Presidente, me pronunciaré en contra del voto voluntario con el propósito de respetar el acuerdo del congreso de mi partido y, además, porque estimo que es lo que razonablemente corresponde.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.-  Señor Presidente, creo que una de las principales demandas de la ciudadanía a través de la historia de nuestro país, si analizamos lo ocurrido en los siglos XIX y XX, ha sido justamente la de avanzar hacia el establecimiento del sufragio universal, como una forma de hacer realidad los derechos políticos de todos los chilenos.



Sin embargo, antes de entrar al fondo del problema, quiero hacer dos comentarios.



Cuando escucho los argumentos con que algunos Senadores, particularmente de la UDI, se oponen a la inscripción automática, no puedo dejar de recordar los razonamientos que -por cierto, bajo otras circunstancias- plantearon en el Parlamento quienes estaban en contra de la abolición del sufragio censitario, existente a partir de 1833 y en virtud del cual solo podían votar aquellas personas que eran propietarias y pagaban impuestos. 



Del mismo modo, me traen el recuerdo del año 1874, cuando se dictó la ley de sufragio universal, ya que entonces se escucharon argumentos parecidos en boca de quienes se oponían a esa iniciativa; o bien del año 1925, cuando se estableció la edad para votar en 21 años, porque quienes eran contrarios a la medida razonaron en forma muy similar.



En 1949, cuando se concretó el derecho a voto de las mujeres, se decía -¡si pareciera estar escuchándolo!-: “No, las mujeres no están capacitadas para votar; para qué vamos a darles espacios de votación”.



En 1967 se abrieron las alamedas para los analfabetos. Casi puedo escuchar aquí, a propósito de otras circunstancias, los mismos razonamientos de los que ahora se oponen a la inscripción automática: “¿Para qué van a votar los analfabetos?”



Algo similar ocurrió en 1970, cuando se rebajó a 18 años la edad para votar. 



Creo que es bueno colocar este punto en el debate, porque a lo largo de la historia de nuestro país ha habido un espíritu de avanzar en materia de participación ciudadana, proceso que, como muy bien se ha recordado aquí, vivió su momento mágico y mayor en el plebiscito de 1988.



La segunda observación que no puedo dejar de hacer me surge cuando escucho afirmar que la inscripción automática pondría en duda la legitimidad de los registros y padrones electorales. Y lo dicen -eso es lo sorprendente, señor Presidente- aquellos que nos hicieron votar la Constitución del 80 sin ningún padrón electoral. ¡Sin ningún padrón electoral! ¡Quizá cambiaron de opinión y están reconociendo, con el tiempo, que esa Constitución tiene un vicio de legalidad! Porque eso es lo que están diciendo. Están señalando: “¿Saben? Nos equivocamos: la Constitución del 80 tiene vicios de legalidad porque fue aprobada sin padrones electorales”. Están argumentando que ahora -¡miren qué curioso!- se podría poner en duda el registro electoral y el resultado. 



¡Cómo me hubiera encantado que los que hoy día reclaman aquello hubieran tenido el mismo predicamento entonces para denunciar el vicio y la ilegalidad del sistema electoral aplicado en dicha oportunidad! Me hubiera gustado que los Senadores de la UDI, que formaban parte importante del Gobierno militar, en el que estaban bien colocados, y que participaban en las comisiones de Constitución, hubieran mostrado en aquellos años la misma fuerza que están manifestando hoy día para decir “no” a la inscripción automática.



Por mi parte, considero necesaria la inscripción automática, porque tienen que entrar aires frescos a nuestro sistema político. Ese es nuestro desafío: reencantar, entusiasmar a las personas para que vayan a votar. Porque, si no, señor Presidente -eso es lo grave y lo delicado-, el sistema democrático se va a deteriorar. A lo mejor nuestra postura dice relación al grado de lealtad que uno tiene con la democracia, que se debilita si el padrón envejece. A mi juicio, eso la pone en riesgo. 



Quizá algunos quieren que ello ocurra. De ahí que deseen seguir con un padrón envejecido, donde todo está predeterminado. Yo prefiero asumir el desafío a que he hecho alusión, que nos atañe a nosotros, los políticos, quienes estamos dedicados a la política como profesión. Porque -también digámoslo- nosotros somos políticos de profesión. ¡Si esto no es una opción! Y debiéramos sentirnos orgullosos de ser políticos profesionales y de que estamos para entusiasmar a la ciudadanía. 



Por eso, señor Presidente, soy absolutamente partidario de que haya inscripción automática.



Ahora, en cuanto al voto voluntario, algunos -no me cuento entre ellos- dicen que él puede conducir a reinstalar el vicio del cohecho, en virtud del cual quien tiene más plata puede llevar a votar más gente. Y, claro, es posible. No olvidemos que en el pasado algunos utilizaron ese método. Por consiguiente, no vamos a descubrir nada nuevo si el día de mañana se vuelve a implementar y quienes poseen dinero llevan a votar a los que queden inscritos automáticamente, porque, como el voto será voluntario, es muy probable que mucha gente no quiera participar. 



Yo no tengo ese temor. Por el contrario, creo que es un bonito desafío que nos colocan a quienes amamos la democracia, a quienes creemos en ella. Porque será tarea nuestra convencer a las personas de la conveniencia de votar. Pienso que eso valora nuestro sistema político y le da fuerza a nuestra democracia.



Por último, señor Presidente, además de avanzar en la inscripción automática y el voto voluntario, que respaldo plenamente, pienso que también hay que dar otros pasos fundamentales para fortalecer nuestra democracia. Y es el momento para decirlo con fuerza: ¡Ayuda a nuestra democracia el terminar con la exclusión! ¡Ayuda a nuestra democracia el que puedan votar los chilenos residentes en el extranjero! Y yo espero que el día de mañana se aprueben leyes que permitan avanzar en tal dirección.



En la misma línea, me parece que también contribuiría a traer aires nuevos a nuestro sistema democrático el hecho de que se presentaran más candidatos que cargos a ocupar por lista. 



Hago esta observación parafraseando al Papa Juan XXIII, quien, cuando tuvo la audacia de hacer el Concilio Vaticano II, la justificó en la necesidad de que a la Iglesia le entraran “aires frescos y nuevos”. 



Hoy, nosotros debemos tener la audacia de permitir que a nuestro sistema democrático también le entren aires frescos a través de la inscripción automática y el voto voluntario.



Por eso, voy a respaldar ambas enmiendas, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el debate ha sido interesante y atractivo.



Creo que lo importante con esta reforma constitucional es ser capaces de facilitar una mayor participación ciudadana en la toma de decisiones y en la elección de las autoridades de las instituciones más representativas del país.



Nuestro sistema actual se basa, a mi juicio, en la supuesta conciencia que tienen nuestros ciudadanos de participar en el sistema democrático a través del sufragio al momento de definir, al votar por un candidato a Presidente o a otro cargo unipersonal, una idea o un programa de gobierno o de sociedad. 



El punto radica, entonces, en si dicho sistema es hoy suficientemente efectivo para cumplir ese objetivo. Y la respuesta obvia, en el actual estado de cosas, es que ello no es así. Está claro que no hay participación amplia; está claro que no existe interés en la actividad pública; está claro que no hay preocupación por el funcionamiento de nuestra democracia. Y me parece que lo fundamental en un sistema realmente democrático es que la participación ciudadana sea consciente, informada y obedezca a decisiones personales que en determinado momento se expresen en el voto. Porque una democracia sin el compromiso de quienes forman parte de ella es débil, no tiene legitimidad y lo más probable es que al primer remezón, a la primera crisis, al primer problema de representatividad caiga o se destruya.



Y hoy en Chile una seria deficiencia que enfrentamos es la poca participación de nuestros compatriotas. Hay una lejanía clara en el sentimiento ciudadano respecto de lo que son las instituciones democráticas. Todas las encuestas, todos los estudios de opinión pública demuestran que existe desapego en relación con lo que son las instituciones más representativas. Ni hablar de la valoración sobre el funcionamiento del Congreso Nacional, de la Cámara de Diputados, del Senado, de los concejos locales, de los municipios, del Gobierno, en fin, de las entidades de los distintos niveles.



Claramente, tenemos un problema de credibilidad y de confianza en torno a la representatividad, funcionamiento y eficacia de nuestras instituciones democráticas.



Ese es el tema de fondo.



Evidentemente, el hecho de que exista inscripción automática abre una oportunidad, una puerta para que todos nos transformemos en ciudadanos y tengamos la posibilidad de expresar nuestra opinión a través del voto.



El sistema actual no lo permite, pues hay que efectuar el paso previo de inscribirse en determinada zona, cumplir con ciertos requisitos y seguir procedimientos engorrosos, largos y donde la mayoría de las veces ni siquiera se cuenta con las facilidades que hoy exige la modernidad.



Algunos por apatía, otros por flojera, por falta de tiempo, por no contar con facilidades o por lo que sea, lisa y llanamente no se inscriben. Y no lo hacen, además, por el inconveniente más delicado: la inscripción implica la obligación de ir a votar.



La combinación de esos dos factores es lo que, en mi opinión, está generando las más grandes dificultades para que exista más participación ciudadana.



Es evidente que la mayoría de los no inscritos pertenece a las generaciones jóvenes, porque, como señalé, tienen desapego del sistema. Pero también hay que admitir la existencia de un problema un poco más grave. La falta de participación de esos grupos no solo se produce en la actividad política o al momento de inscribirse para votar por determinados candidatos al Congreso, a la Presidencia de la República o a los municipios. En la actualidad, los jóvenes no participan siquiera en las instancias que les son propias naturalmente.



Los universitarios chilenos no necesitan inscripciones especiales ni tienen obligación de votar para participar en las organizaciones estudiantiles. Sin embargo, en alto grado no participan. Más del 30 ó 40 por ciento no vota. Y ello no es porque nos les interese o tengan algún cuestionamiento respecto a la institucionalidad del movimiento estudiantil.



Entonces, uno debe preguntarse qué más hay ahí como para que los jóvenes no se muestren dispuestos a participar ni siquiera en las decisiones que les son propias.



Puede que sea una mezcla de cosas: desinterés; a lo mejor los movimientos estudiantiles están más politizados de lo que a algunos les gustaría o, al revés, no existe en esos jóvenes suficiente definición política como para decidirlos a participar pensando en representar una idea o en respaldar una propuesta, una concepción de sociedad, o de universidad, si nos remitimos al ámbito en el que ellos se desenvuelven.



No obstante, estimados colegas, el problema no solo se produce en los estratos juveniles; también ocurre en las organizaciones sociales, en los sindicatos. Teniendo comunidad de intereses, estos son extraordinariamente débiles. Los trabajadores organizados no participan incluso en sus propias agrupaciones gremiales. Ni hablar de los que no están afiliados, que constituyen un porcentaje muy alto. Y ello, a pesar de que se trata de instituciones que representan intereses materiales, directos y concretos que deberían sentirse como muy cercanos.



Por lo tanto, tenemos un serio problema de participación en todos los niveles. Para qué decir del resto de las organizaciones de nuestra sociedad, algunas de las cuales han dejado de poseer totalmente la importancia que revistieron en el pasado. Hablo de las juntas de vecinos y de otras instituciones de distinta naturaleza.



Tal vez lo único que uno podría destacar es que a nivel de base social los mayores grados de organización y de participación se dan en los clubes de adultos mayores, en algunas entidades deportivas y en otras agrupaciones de la misma índole.



En lo demás, se advierte un problema que cruza a toda la sociedad chilena.



Sin embargo, no me gustaría que se exagerara el argumento diciendo: “Mire, con la inscripción automática y el voto voluntario solucionaremos el problema de falta de participación de los chilenos”.



Eso sería caer en un error garrafal.



Sí es cierto que este proyecto de ley abre espacios y da la oportunidad de que en determinado momento, frente a una coyuntura, a un liderazgo, a una propuesta nueva o a la proyección de una idea o un movimiento, las personas puedan participar y tengan la facilidad para hacerlo, si acaso toman la decisión de ir a votar.



A mí me hace mucha fuerza lo que seguramente también les debe haber tocado vivir a Sus Señorías en la última elección municipal. Creo que la mayoría de los partidos se esmeraron por llevar candidatos que significaran renovación de caras y de liderazgos a nivel local. Nosotros nos esforzamos por presentar candidaturas jóvenes o representativas incluso de sectores minoritarios o de grupos que podían gozar de cierta importancia o aparecer como emergentes en cada una de las comunas. Y, sin duda, las candidaturas que más dificultades enfrentaron para llegar a su electorado natural fueron las de los jóvenes, por una razón muy sencilla: no podían hacer discursos que permitieran entusiasmar a otros jóvenes, porque estos no se encontraban inscritos para poder votar por ellos. Al final, terminaron dirigiendo su campaña a generaciones mucho mayores, que no necesariamente podían representar bien.



Ahí tenemos una contradicción peor que la que se está viviendo ahora. Porque ahí claramente se produce un desencanto de las generaciones futuras por participar en la actividad política. Ahí sí se va produciendo un anquilosamiento, no solo del padrón electoral, sino también de las propuestas políticas, del funcionamiento de los partidos y de los liderazgos existentes en ellos. ¿Por qué? Porque, en definitiva, con un padrón electoral como el actual, de muy mayor edad, las propuestas, las ideas y los mensajes de campaña quedan marcados por el electorado objetivo al que se quiere llegar, dejando marginados a importantísimos sectores de la comunidad por el solo hecho de no estar habilitados para participar.



A mí no me cabe duda de que las campañas, los mensajes, las propuestas y los programas que se plantean a la sociedad en un proceso electoral serían muy distintos si tuviéramos a la totalidad del país, con toda su diversidad, con todos sus bemoles, en condiciones de acudir a las urnas y tomar una decisión en el momento oportuno. Porque el mensaje debería ser mucho más variado y convocador, incluso bastante más provocador para producir una mayor participación. ¿Por qué? Porque existiría un electorado que podría inclinar la balanza en un sentido u otro y con ello determinar una elección.



Hace unos minutos un Honorable colega dijo que los políticos teníamos que encantar a los jóvenes. A mí me gustaría más que hubiera jóvenes que se encantaran con la política. Y digo “con la política”, no necesariamente “con los políticos”. ¡Es al revés la cosa! Pero es indudable que para que los jóvenes se encanten con la política hay que abrir espacios y posibilidades para que se entusiasmen y asumen un liderazgo.



En mi opinión, este tema -lo hemos discutido en otras oportunidades- también está ligado directamente con el sistema electoral que hoy rige nuestras elecciones.



El sistema binominal, más allá de las bondades que pueda tener, es claramente excluyente. Al privilegiar solo a los dos bloques mayoritarios, dicho mecanismo deja fuera a movimientos que se podrían desarrollar; deja fuera a las terceras fuerzas; deja fuera a minorías; deja fuera a liderazgos de independientes que sería factible potenciar; deja fuera la posibilidad de que en una democracia como la nuestra, en un sistema político como el nuestro, otros también puedan aportar al debate y promover ideas distintas, nuevas, generando así una diversidad mayor de ofertas para el electorado. Ello, con el sistema electoral vigente, es muy difícil que se concrete. 



En consecuencia, estoy claramente a favor de implementar la inscripción automática lo antes posible.



Respecto del voto obligatorio -me referiré a ello de manera muy breve-, el acuerdo alcanzado por el Partido de la Democracia Cristiana en su último congreso ideológico señala que tal obligatoriedad constituye una forma de reafirmar el principio y la necesidad de entender que los ciudadanos tenemos derechos y también obligaciones. Y dentro de ellas, está la de participar, por conciencia ciudadana, en los procesos de definición de autoridades, en los procesos electorales, en los procesos de vivencia y convivencia democrática.



Sin embargo, no cabe duda de que a veces lo ideal es enemigo de lo bueno. Si fijamos la inscripción automática y el voto obligatorio, nuevamente estaremos estableciendo dos factores que, a la larga, lo único que harán será perjudicar la posibilidad de participación de quienes no se han inscrito voluntariamente.



Por lo tanto, frente a lo que tenemos hoy, prefiero un proceso de inscripción automática -pues abre oportunidades- y, además, el voto voluntario. Este reviste mayor calidad que el voto obligatorio, que fuerza al elector a votar nulo para evitar la multa que se le cursaría si no sufragara. Me inclino por un voto voluntario consciente; por un voto voluntario incentivado; por un voto voluntario que va y se juega por una propuesta, por una idea, por un liderazgo, por un sueño, por una posibilidad de cambio o por una oportunidad de expresarse.



En esta materia lo importante es que podamos avanzar.



Sin duda, el proyecto pudo haber sido mejorado en varios de sus aspectos, pero igual constituye un paso adelante y también una señal, que es relevante dar a la comunidad, sobre todo a las generaciones más jóvenes: en el Senado estamos por abrir espacios, por generar posibilidades para que ellas puedan participar de mejor manera en nuestro sistema democrático. Será tarea y desafío de los partidos políticos, de las campañas electorales y de los candidatos entusiasmar a nuestros compatriotas para que sean parte de  los procesos eleccionarios.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, esta iniciativa me ha parecido en todo momento muy inquietante, por varias razones.



Creo que se equivocan medio a medio quienes piensan que por la vía de la voluntariedad del voto se van a resolver problemas tan fundamentales como el de la falta de participación de la ciudadanía en las elecciones o el del envejecimiento del padrón electoral.



Los parlamentarios que suscribieron la moción -seguramente con buena voluntad- se equivocan por completo. Lo uno no tiene nada que ver con lo otro. La falta de participación y el envejecimiento del padrón guardan relación con otras cosas: con el deterioro de la política o, como aquí se ha dicho, con la sensación que tiene la gente de que, al final, es muy difícil cambiar algo. Esa es la verdad.



Contamos con un sistema político e institucional estructurado sobre la base de la exclusión, de altísimos quórums constitucionales, que no permiten introducir modificaciones relevantes en todas las cuestiones que interesan a la vida cotidiana de los ciudadanos.



Esa es la explicación lógica de por qué los jóvenes no votan ni se interesan. En buena medida, tienen razón, porque aquí no logramos generar debates que motiven transformaciones trascendentes, progresivas en la vida diaria de las personas.



En consecuencia, el proyecto no va a resolver los problemas.



Ello no significa, señor Presidente, que el asunto en debate sea completamente trivial. Yo no he dicho eso. Sostengo que lo propuesto no constituye una solución a los grandes dificultades de la democracia en Chile y en el mundo. Pero sí es una discusión relevante.



Desde ese punto de vista, deseo expresar una segunda inquietud. Al respecto, comparto no las conclusiones sino el argumento expuesto por el Senador señor Coloma.



La iniciativa que nos ocupa nos lleva a abordar, necesariamente, un conjunto de cuestiones que no han estado muy presentes en la discusión.



Me gusta un país basado en derechos, donde las personas reciben un conjunto de bienes públicos por ser ciudadanos titulares de derechos. Pero, como contrapartida, ellos deben tener ciertos deberes y obligaciones. La única manera de que una sociedad funcione correctamente es sobre la base de un adecuado equilibrio entre derechos, por una parte, y deberes y obligaciones, por la otra.



En mi concepto, elegir autoridades constituye, simultáneamente, un derecho y una obligación. 



Así lo plantea una declaración reciente -no sé si Sus Señorías tuvieron ocasión de leerla; entiendo que se les hizo llegar a todos-, emitida por un conjunto de cientistas políticos de un amplio espectro y de constitucionalistas de gran renombre, que -entre paréntesis- consideran el voto voluntario como un grave retroceso histórico. Ellos afirman -es de Perogrullo- que el derecho a sufragio tiene una doble condición: es un derecho político pero también una función. Y, por eso, debe ser obligatorio.



¡Hay derechos que son irrenunciables! Y resulta importante que así sea. Particularmente en un país como el nuestro, el derecho a voto debiera ser un derecho irrenunciable. Y trataré de explicar por qué.



Es comprensible que alguien no quiera votar por alguna de las personas que se ofertan en una elección. Eso es perfectamente razonable. Estaría en su derecho. Pero también es necesario que ese ciudadano el día del acto eleccionario igual se levante y concurra a sufragar, aunque vote en blanco o nulo. 



Respecto de esto último, señor Presidente, sí hay un problema, que debiera enmendarse: en este país los votos blancos y nulos no se consideran válidamente emitidos. Y ello es injusto. Porque ahí se está escamoteando la voluntad de quien se manifiesta en las urnas. A mi juicio, todo ciudadano debiera estar obligado a sufragar y, si no le gusta ninguna de las ofertas existentes, votará en blanco o nulo; pero ese voto tendría que ser contabilizado, no como ocurre hoy día, que no se estima como válidamente emitido. Ello es muy curioso y poco democrático.



Pienso que el debilitamiento de las obligaciones se traduce, necesariamente, en la precarización de los derechos, rompiendo ese equilibrio al cual trato de apuntar entre derechos y deberes. Y eso me parece muy grave. 



Si se prefiere una sociedad donde los ciudadanos tengan derechos a un conjunto de bienes públicos, no por caridad ni por benevolencia, hay que exigir que esas personas cumplan también con ciertas obligaciones. Quien no participa en las grandes decisiones nacionales, en mi concepto, progresiva e inevitablemente va perdiendo su calidad de ciudadano, desligándose de su condición de habitante de esta tierra.



Para reivindicar con fuerza ciertos derechos, la gente debiera tener conciencia de que es preciso cumplir con deberes básicos, como ocurre con los impuestos. Quienes pagan tributos, ¡por Dios que reclaman sus derechos!, justamente porque saben que los pagan.



En un país como el nuestro, en que los derechos no están bien constituidos, donde hay todavía una confusión entre el asistencialismo y la provisión de ciertos servicios públicos en tanto derechos de las personas, el voto voluntario presenta riesgos absolutamente evidentes. 



Quiero mencionar aquí por lo menos cuatro.



En primer lugar, ¿qué pasa con la legitimidad de las autoridades elegidas con menos del 50 por ciento del cuerpo electoral? ¿Qué se les va a decir cuando tengan que adoptar una decisión difícil? Evidentemente, que no representan a la mayoría; que no son legítimas. 



Ese argumento va a estar ahí, a la vuelta de la esquina: “Ustedes no son autoridades legítimas porque fueron elegidas por menos del 50 por ciento de la población”. 



¡Eso les van a decir!



Más aún, señor Presidente -y las  excepciones  confirman la regla-, en todos los países donde se ha establecido la voluntariedad del sufragio ha disminuido la participación ciudadana. No existen ejemplos a la inversa.



En segundo término, está demostrado que la voluntariedad del voto desincentiva al electorado, en particular a quienes poseen bajo interés en la actividad política y escasa educación. Y ellos son, básicamente, los más pobres.



Allí es donde se va a producir la mayor caída en la participación electoral si se establece la voluntariedad en las votaciones.



Un gran cientista político -no milita en mi Partido-, Carlos Huneeus, ha hecho una largo análisis para demostrar que el sufragio voluntario termina teniendo tal carácter, fundamentalmente, para los sectores más pobres. 



¿Y qué significará eso? Que el sistema electoral coadyuvará a la reproducción de las desigualdades sociales en el país.



En tercer lugar, no dudo de la buena intención de los autores de la moción, pero creo que ella tiene algo de frívolo; algo de demagógico; algo de concesión fácil a cierto espíritu de la época: al de que hay que dejar a la gente ser libre y no imponerle nada.



Hace un rato me emocionaba escuchar al Senador señor Arancibia propiciar la libertad del individuo en todos los ámbitos. 

El señor ARANCIBIA.- Claro.

El señor OMINAMI.- Pero, Almirante, ¡hasta hace poco el servicio militar era obligatorio…! 

El señor ARANCIBIA.- ¡Todavía es obligatorio!

El señor OMINAMI.-
A nadie le preguntaban si quería inscribirse o no para hacerlo. 



Hay que tener cuidado con esa adulación extrema al individualismo. Ello no conduce a construir una sociedad bien estructurada.



Se debe procurar no coadyuvar a los sentimientos de quienes hoy día se sienten distantes de la política y, por el contrario, incentivar institucionalmente su participación.



Y mi cuarta observación se relaciona con algo que se ha dicho y que quiero destacar.



Muchos de nosotros hemos recorrido poblaciones pidiendo el voto puerta a puerta. ¿Qué ocurrirá si el sufragio es voluntario? Indudablemente, cuando lleguemos a casa de una familia con grandes necesidades y poca conciencia política, nos van a preguntar cuánto podemos pagarles por el voto.



Entonces, en virtud del sufragio voluntario se generará una competencia entre los partidos para ver quién mueve más gente movilizando más recursos. Y todo el esfuerzo que hemos realizado para establecer una frontera insalvable, una muralla china entre el dinero y el poder se frustrará si avanzamos en esa dirección.



Además, señor Presidente, he conversado con personas más versadas que yo en la materia -no soy constitucionalista- y me han señalado que la moción presenta un grave, si no gravísimo, problema que trataré de explicar.



Se propone sustituir el inciso primero del artículo 15 del Texto Fundamental para establecer la voluntariedad, no de las elecciones sino de las votaciones populares. 



Y el inciso segundo del mismo precepto se refiere a las elecciones y plebiscitos expresamente previstos en la Constitución. 



Por tanto, la iniciativa plantea la voluntariedad del sufragio tanto respecto de las elecciones de autoridades cuanto de los plebiscitos consignados en la Carta.



Reitero: no soy constitucionalista y no es mi propósito inferirles una ofensa a algunos que sí lo son recordándoles lo que estatuye el artículo 128, que fija con claridad, en el marco del texto en vigor, cuándo se puede llamar a plebiscito. Estimo que vale la pena leerlo. 



“El proyecto que aprueben ambas Cámaras pasará al Presidente de la República.



“Si el Presidente de la República rechazare totalmente un proyecto de reforma aprobado por ambas Cámaras y éstas insistieren en su totalidad por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, el Presidente deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito.”.



En esas condiciones se da la posibilidad de que el Jefe del Estado llame a plebiscito.



Frente a una situación de tal gravedad, ¿es razonable que en esa  consulta los ciudadanos puedan voluntariamente participar o no participar en su solución?



Francamente, me parece que eso es un despropósito.



Por lo expuesto, señor Presidente, estoy en contra de la idea de la voluntariedad del sufragio, no solo en las elecciones de autoridades sino también en las votaciones populares, como se propone en la iniciativa.

Considero, sí, un avance el hecho de que se establezca un sistema de inscripción automática.



Sin embargo, en estricto rigor, un sistema de inscripción automática es coherente con el voto obligatorio.



No resultan muy coherentes la inscripción automática y el voto voluntario. Si la gente va a votar voluntariamente, lo racional es que se inscriba en igual forma. 



La única lógica de esta suerte de híbrido que constituye la reforma es de naturaleza esencialmente política. Pero política con “p” minúscula, porque lo cierto es que ambas cosas no se sostienen desde el punto de vista de la coherencia.

El señor HORVATH (Presidente accidental).- Como está por concluir el Orden del Día, propongo prorrogarlo para escuchar las dos intervenciones que restan       -las de los Senadores señores Zaldívar y Longueira- y luego proceder a votar.

El señor ÁVILA.- Bien.

El señor PIZARRO.- Conforme. 



​--Así se acuerda.

El señor HORVATH (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, hemos asistido a una discusión realmente de fondo, hecha con elevación de criterio, donde se han planteado de manera clara los diversos puntos de vista sobre algo que no es menor y que dice relación con la esencia, con la naturaleza, con la razón de ser de la institución que rige el país y hace posible la vida en común.





Aquí estamos definiendo ni más ni menos que la base misma de cómo se genera la autoridad. Y, por ello, debemos ordenar nuestros argumentos y no irnos por las ramas o buscar justificaciones que se aparten de lo central.



Vivimos en una democracia representativa, donde el poder se origina mediante la elección de las autoridades por parte de los ciudadanos. Y esto se ha de efectuar en la forma más transparente y participativa posible, a fin de que la vinculación del ejercicio del derecho natural que posee cada ciudadano para elegir a sus representantes no se desvirtúe y la institución se fortalezca.



En tal sentido, si uno observa con toda objetividad, concluye que es necesario lograr de alguna forma -aun cuando es casi imposible que así sea- que ocurra lo acontecido en algunas democracias directas a lo largo en la historia. 



La única obligación ciudadana en una democracia directa era muy simple. De partida, solo podían votar los ciudadanos; o sea, al respecto había una restricción extraordinaria. Sin embargo, los caballeros de Atenas, por ejemplo, tenían una obligación única: subir al ágora. Eso les tomaba quince a veinte minutos. Podían llegar con sus sandalias más o menos sucias. Pero, en definitiva, no existía más obligación que arribar al ágora, escuchar a los oradores y votar en un sentido u otro. 



Esa era la forma.



No obstante, el mundo ha evolucionado. 



En mi opinión, hizo muy bien el Senador señor Naranjo al recordarnos la evolución de aquella institución en nuestro país desde los orígenes, desde la Constitución de 1833. Pero, sí, quiero precisarle a Su Señoría que un poco antes ya se eligió a nuestros representantes en el primer Congreso Nacional y que, curiosamente, la elección de los doce Diputados de Santiago se hizo después de los comicios realizados en provincias o pueblos, como Rere. 



Aquí ha habido una evolución que nos debe llenar de orgullo. Y, a mi juicio, eso es compartido. 



Empero, el problema que tenemos hoy -las razones abundan y todas son bastante ciertas: algunas, más; otras, menos- estriba en que la política se halla en crisis, la relación política no está siendo bien evaluada y en consecuencia, por diversas razones -no es del caso entrar en ellas ahora-, el grado de participación es menor, es inquietante, y, de seguir las cosas así, podría llevar a cuestionar la legitimidad del sistema.



En la actualidad hay un porcentaje muy importante de personas, sobre todo jóvenes, que no se inscriben.  Estamos hablando de cerca de 2,5 millones de no inscritos.


Además, casi 50 por ciento de quienes se encuentran inscritos no participan o -quiero ser muy claro- lo hacen negándose y diciendo: “En el hecho, no voy a estar presente”.



Y existe otro porcentaje: el de los que formalmente sufragan pero votan nulo o en blanco, lo cual -como dijo un Senador acá- significa un voto con intención política y que no tiene por qué no ser calificado como válido. Hay en él una clara intención: “Voy a votar nulo. Y voto nulo, señor, porque no estoy de acuerdo con los candidatos que este sistema me impone”.



Quiero insistir en ello, señor Presidente: el sistema electoral para la elección de parlamentarios, por el mecanismo de generación existente y por la forma como han actuado los partidos políticos, incluso no aceptando la disidencia o las legítimas posiciones internas ni el voto en conciencia, lleva a que un número importante de ciudadanos hoy día digan: “Voy a votar nulo o en blanco”. Y eso, claramente, tiene una intención.



En consecuencia, la base electoral en la generación de representatividad es muy exigua.



Ahora, el problema no se va a arreglar -y tiene toda la razón el Honorable señor Larraín- con este sistema o con otro. La crisis es mucho más profunda. 



Entonces, debemos ver qué está pasando para que solo participe un 30 a 35 por ciento de quienes cumplen los requisitos para ser ciudadanos. 


Esa es la cuestión.



Por ello, no me parece lógico que hoy se argumente contra la inscripción automática mediante planteamientos que no se condicen con lo que debe ser un sistema bueno, más apropiado, más moderno, que electrónicamente facilite la votación.



Lo que vamos a aprobar hoy día, señor Presidente, implica solo darle el vamos al sistema de inscripción automática. Pero la ley tendrá que regular la manera de evitar, por ejemplo, la suplantación de personas (en el caso a que se refirió el Senador señor Sabag el problema no estuvo en la suplantación sino en una actuación dolosa, después criminal, de adulteración).



Conforme a nuestro sistema de registro, a la persona la persigue un RUN desde el día de su nacimiento y por toda la vida. Eso no existe en algunos países adelantados, ni siquiera en Estados Unidos.



Hace unos minutos, antes de comenzar a intervenir, conversaba con el Senador señor Flores, quien conoce muy bien la realidad estadounidense. En el país del Norte no tienen un sistema como el nuestro. Los ingleses, tampoco; utilizan uno muy distinto. Ellos entienden -y están muy orgullosos de que así sea- que no corresponde que el Estado individualice a las personas en un grado como el existente en Chile, donde tenemos un sistema impresionante en esta materia.



Entonces, yo no abrigaría los temores planteados hoy por el Honorable señor Coloma. Muy por el contrario.



Deberemos lograr, sí, que la ley que regule esta materia recoja toda la tradición de que hablaba el Senador señor Naranjo.



Al respecto, quiero recordar a un hombre que hizo un aporte tremendo a la institucionalidad chilena: don Jorge Rogers Sotomayor. Él también, en su época, fue víctima del sectarismo al interior del partido a que pertenecía. Pero, con su ley sobre cédula única, contribuyó a dar seguridad en el voto.



A mí no me cabe duda de que mediante el texto legal respectivo, sobre la base de la inscripción automática, vamos a facilitar el pronunciamiento del elector.



Otro aspecto -y aquí tengo una diferencia sustancial con algunos- dice relación a la eventual confusión con el voto voluntario.



¿Qué es la democracia? ¿De cuándo acá la democracia es la coacción? ¿De cuándo acá la democracia es la imposición? ¿De cuándo acá la democracia se funda en la obligatoriedad del ejercicio del derecho a voto? ¡Si la esencia de este derecho es que el ciudadano decida si quiere o no ejercerlo! Ahí radica el problema.



Los griegos subían o no el medio kilómetro que los separaba del ágora. Eso era problema de cada ciudadano.



¡Ahora debe ser igual! 



¿Por qué vamos a obligar? ¿Qué título tenemos para hacerlo?



Eso fue lo que marcó la diferencia entre las culturas de Occidente y Oriente, entre los griegos y los persas hace ya 25 siglos.  En Oriente, la base eran la imposición, el vasallaje, la servidumbre; en Occidente, a partir de Grecia, la base ha sido la libertad. Y en mérito de la libertad se ha construido el respeto por la persona humana; en mérito de la libertad se han construido regímenes políticos tolerantes; en mérito de la libertad ha habido resguardo a los derechos humanos.  Solo así se puede construir una civilización a la altura de aquello a lo que debemos aspirar. El fundamento de nuestra civilización es el ejercicio de la libertad con responsabilidad.


Por eso, no cabe equiparar el ejercicio de la libertad con la circunstancia de que se paguen o no los impuestos. Claramente, esto último es de menor rango. Es absolutamente diferente: la persona tiene que pagar los impuestos porque va a ocupar las calles o a utilizar los servicios públicos. Pero la participación en una votación es un derecho sagrado de cada ciudadano, quien podrá ejercerlo o no de acuerdo a su libertad para entender las cosas.  La libertad no se puede condicionar, lo cual no quiere decir que se ejerza sin responsabilidad. 


Hay una carta de una serie de politólogos -porque existen algunos que cuando están en el país opinan como politólogos o cientistas políticos y pretenden darnos lecciones- que salió publicada en el diario “El Mercurio”. Y uno de los argumentos de dicha carta era que esto se iba a prestar poco menos que para el cohecho.



También, aquí y ahora, algunos Senadores han respaldado tal argumento.


A ellos les pregunto: ¿acaso no ha habido cohecho durante todos estos años? ¿Me van a decir que hoy día no pasa nada? ¿Me van a decir que con las intervenciones electorales desmedidas, con fondos públicos, de algunos funcionarios del Gobierno que hemos visto y que han dañado la convivencia política entre nosotros ello no ha estado ocurriendo y que porque tendremos voto voluntario la situación será peor? 



¡Por favor! ¡Cortemos con tanta demagogia y con las concepciones elitistas!



A mí me preocupan otros problemas que afectan la sana participación ciudadana. Por ejemplo, los poderes fácticos, a través de los medios de comunicación, o la coalición de Gobierno, que, cada cual por su parte, manejan la cosa como si fuera blanco o negro, derecha o izquierda.  Pero olvidan la diversidad. Se olvida el centro político existente entre nosotros. 



El problema actual en la sociedad chilena radica también en que las instituciones políticas no son permeables por intelectuales, por la cultura. Nos hemos ido alejando de eso y, más bien, hemos sido tributarios de actuaciones donde, para lograr votos, el mundo de la política o los políticos aparecen cercanos a la farándula, mas no a la cosa seria.


Antes en nuestro país esto era distinto. En él siempre existió una relación fluida, armoniosa, con toda la sociedad civil. Los espacios públicos eran llenados con gente de calidad. Hoy nos pasa precisamente lo que mencioné. Y por eso las personas se alejan o no se sienten atraídas hacia una relación política.


Aquello es lo que habría que corregir; aquello es lo que habría que recobrar. Y si tal fuera el camino, tendríamos mayor participación en las votaciones populares.



Porque tampoco me parece lógico eso de que la democracia anda bien cuando hay una gran participación.


¡Qué mayor participación que la de los plebiscitos que llevó adelante el sistema nacionalsocialista! ¿99 por ciento? ¿99,5 por ciento? ¡O los de Cuba en la actualidad, muy recientes! 


¡Absurdo!



Sí, tiene razón el Senador señor Sabag cuando dice: “En algunos momentos de nuestra historia, aquí hubo una alta votación”. Claro: en el plebiscito de 1988, por ejemplo. Fue muy épico. ¿Pero qué ha pasado después? Lo épico se ha ido perdiendo y las razones ya no son las existentes en ese instante.



Por eso es relativo lo de los porcentajes. Creo que resulta bastante mejor tener una cifra real, vital, que corresponda a una adhesión verdadera, voluntaria. Ello es mucho más seguro para una democracia, más cierto.



Francamente, pienso que oponerse a este proyecto en la forma como se encuentra implica contradecirse con la esencia de aquello a lo que debemos aspirar en lo concerniente a nuestras instituciones. Y ojalá la facilitación también se traduzca en enmiendas mucho más de fondo reclamadas por algunos señores Senadores, las cuales darían mayor representatividad a nuestro sistema político.



Por todo lo expuesto, votaré muy a gusto a favor de las dos modificaciones propuestas a nuestra Constitución.



He dicho.

El señor HORVATH (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como nos encontramos en la discusión particular, quiero plantear mi punto de vista muy personal acerca del proyecto.



En la votación general me pronuncié a favor dado el acuerdo político existente sobre la materia. Sin embargo, deseo exponer en forma bastante clara que soy absolutamente partidario del voto obligatorio. Y por ello me pronunciaré en contra del voto voluntario. Sé que quizá no es lo políticamente correcto, ni menos lo más popular.



Creo que nos estamos acostumbrando a una sociedad solo de derechos y con muy pocas obligaciones.



Resulta evidente que aquí se plantea un dilema sobre la libertad individual. Pero considero que esta se ejerce sufragando por quien se quiera. Y si no gusta nadie, puede anularse el voto o dejarse en blanco.


En todo caso, hay ciertas obligaciones para con el país. Y creo que esta es una. Así lo establecía la Constitución de 1925 y lo mantuvo, por cierto, la del 80.



Tampoco soy de aquellos que tienen una visión pesimista sobre el país actual en materia de participación. Muy por el contrario. Nuestra juventud nunca ha participado más que hoy en muchos eventos que le interesan y cuyas motivaciones son muy profundas.



La estabilidad democrática alcanzada por Chile ha llevado a que la política deje de ser el centro de la preocupación.


Para mí, el que las personas vayan o no a votar refleja también una madurez política del país. Cuando hay inestabilidad, la gente vota más; cuando existe estabilidad, tiende a votar menos. No soy de aquellos que se inquietan cuando les preguntan: “¿Y qué gano yo votando?”. Hay quienes dicen: “Si yo igual tendré que seguir trabajando”. Y así es. Entonces, no sé por qué las elecciones deben significar que la gente deje de laborar o experimente un cambio de vida sustancial. No es así.



Mi experiencia con el mundo de los jóvenes, que no es poca, me señala que hoy estos participan más que nunca: trabajos de verano y de invierno; iniciativa “Un techo para Chile”; incluso, trabajo social en el resto de Latinoamérica.


Hay expresiones de trabajo solidario, comunitario, de compromiso con un país más justo, infinitamente mayores que las existentes al menos en la década mía.


A lo mejor en nuestras décadas había más lucha política; una visión más global, más ideológica. Las federaciones estudiantiles, aun las secundarias, constituían un botín político. La sociedad estaba bastante más politizada, porque vivíamos en un país con mucha mayor inestabilidad. La gente sentía que elección tras elección se jugaba el destino de Chile.



Entonces, señor Presidente, tengo una preocupación. 


Para mí es claro lo que se va a decir cuando existan voto voluntario e inscripción automática y sufrague la mitad de los chilenos (creo que este será el porcentaje aproximado de votantes); habrá todo un cuestionamiento a la democracia, a las instituciones, a las autoridades (lo más probable es que a esa altura ninguno de nosotros lo sea), y se producirá un debilitamiento democrático.



Quiero ser muy claro: no considero más demócrata al partidario del voto voluntario que al partidario del voto obligatorio. No me parece un hecho indiscutible. Son muy legítimas ambas visiones.



Empero, Chile no posee un arraigo democrático real como para que uno pueda decir que somos capaces de sostener elecciones en que vote la mitad de los ciudadanos, tal cual sucede en democracias más estables, como la americana, las europeas, donde se llega a porcentajes de ese orden.



La sociedad civil se organiza hoy en forma distinta. En el pasado lo hacía en torno a los partidos políticos. En la actualidad, no.



Obviamente, nos debe preocupar que las colectividades partidarias, fundamento esencial para la democracia, sean lo más sólidas, lo más transparentes, lo más prestigiadas posible.



Por lo anterior, soy absolutamente partidario de que haya financiamiento estatal para los partidos políticos, así como lo fui de que también existiera para las campañas electorales. No veo por qué en Chile aquellos deben financiarse como lo hacen ahora. Es de la esencia de la democracia tener partidos políticos sólidos. Y creo que, a este efecto, el financiamiento cumple un papel muy importante; en mi concepto, fundamental.


Por eso, anticipo mi pronunciamiento favorable a una iniciativa en tal sentido.



Señor Presidente, no me parece correcto ir construyendo una sociedad donde las autoridades -aquellos que debemos guiar al país- entregamos señales que plantean: “Haga lo que desee. Si quiere, vote; si quiere, participe”.



Sé que no es popular respaldar el voto obligatorio. Empero, hay deberes, responsabilidades. Y me siento muy incómodo aprobando el voto voluntario cuando a mis hijos y a los jóvenes que he conocido en muchas universidades les he manifestado que, en mi opinión, la inscripción y el sufragio constituyen un deber.



Entonces, la libertad individual se ejerce votando por quien uno quiera. Pero el sufragio ha de ser obligatorio. Pienso que hay ciertos deberes para con el país. Y votar es uno de ellos, mínimo. Porque, en verdad, estamos pidiendo un sacrificio bastante menor, necesario y más que justificado para contar con un sistema democrático sólido y estable.



Cada uno puede plantear por qué la gente va, no vota, en fin. Creo que muchas razones inciden en ello -las encuestas, obviamente, pueden reflejar las más mayoritarias-, pero una cosa es cierta: cuando el voto es obligatorio, el porcentaje de sufragios nulos y abstenciones no aumenta, en general. O sea, finalmente la gente ejerce su derecho y se manifiesta, con libertad para votar en blanco o anular.



No existe una estadística clara que demuestre que en los países en donde el voto es voluntario se registran más o menos sufragios en blanco o nulos que en aquellos donde es obligatorio. Alguien podría sostener que esto último forzaría a mucha gente a votar, la cual rechazaría tal imposición votando en blanco o anulando. No es así.



Pero estimo que la democracia se debilita. No abrigo ninguna duda de que en algunos años más vamos a presenciar tal efecto, por desgracia para el destino del país, en las autoridades, el Parlamento y, por cierto, el Ejecutivo, así como en distintos cargos de elección popular, porque los porcentajes de votación no serán relevantes. Entonces, se van a aprovechar las abstenciones para interpretar los resultados, porque existe una gran capacidad para escudriñar en la conciencia de la gente y el motivo por el cual no hace las cosas. Y, cuando no se pronuncie la mitad de los chilenos, ello se entenderá de muchas formas.



Debo consignar, en forma muy clara, que el hecho también puede configurar, al menos para mí, una señal de estabilidad. Algunas democracias resisten el que las autoridades sean elegidas por 45, 50 ó 55 por ciento del electorado. Pero ello no se extiende a la chilena, lamentablemente, motivo por el cual opino que ese será un factor de debilitamiento y no de fortalecimiento.



En consecuencia, en materia de voto, soy de las personas que consideran que este constituye un deber. Y muchas cosas que uno debe hacer quisiera no realizarlas -pienso que la gran mayoría de la gente que paga impuestos no desea hacerlo-, pero no cuando se trata de un deber. Y tenemos que cumplir muchos deberes porque somos parte de una sociedad, de un país. Creo que uno de ellos, mínimo, esencial para la democracia y la estabilidad democrática, es que el voto revista carácter obligatorio.



En cuanto al sistema, estimo que durante el año en curso también se presenciará un debate sobre las leyes que van a establecer la inscripción automática en el cual a aquellos que piden más garantías se les va a decir que no desean que se vote tal mecanismo para los comicios de fin de año. Puedo anticipar que esa va a ser la discusión a la cual nos abocaremos. Porque la verdad es que basta con presentar un proyecto que no dé garantías para generar tal polémica. En mi opinión, la actual iniciativa es la que las otorga en mayor medida.



Me parece que el señor Presidente, quien intervino antes que el Senador que habla, fue una de las personas -o así lo recogió la prensa- que motivaron a inscribirse para el plebiscito y ganar. Creo que ello solo se dio por existir registros electorales. Quisiera preguntarle -aunque no sé en qué coalición se halla ahora- si hubiese llamado a inscribirse en un sistema electoral abierto, en manos de un Registro Civil en el cual aparecen muertos que votan. A mi juicio, no lo habría hecho. Si algo ha dado garantías -como lo expresó hace un momento, en forma bastante clara, detallada y muy bien fundada, el Honorable señor Coloma, por lo que no voy a extenderme sobre la materia- son los registros electorales del país.



Por consiguiente, soy partidario de lo que disponía la Constitución de 1925: voto obligatorio, registros electorales y, en la práctica, inscripción casi obligatoria, en forma indirecta. 



Para sacar carné de manejar se requiere ser ciudadano. Ello se extiende a trámites importantes. Con eso es suficiente. Basta con poner incentivos para que la gente se inscriba en registros electorales que den garantías a todos.



Por lo tanto, no introduciría ninguna modificación que operara automáticamente. Mantendría los registros, pero implementaría una serie de normas que, en la práctica, hicieran casi obligatoria la inscripción, lo que sería lo mismo que la de carácter automático, que no va a darnos garantías.



Entonces, para evitar una discusión que será prolongada y en la cual se gritará que el otro sector no quiere que todos los jóvenes voten en diciembre, porque se va a pedir una y otra cosa más para que existan garantías, creo que lo más claro es mantener los actuales registros electorales y establecer una serie de requisitos para que la gente se inscriba en ellos.



Quiero expresar también, señor Presidente, que es parte del debate el prestigio o no de la política. Ya se ha dicho aquí que gran parte de las razones por las cuales la gente no vota -algunas personas poseen la capacidad de captarlo, pero el Senador que habla no la tiene tan desarrollada- reside en el desprestigio de la actividad. Por mi parte, estimo que este último es natural a ella. Es algo de lo cual me convencí. Resulta imposible que ocurra lo contrario.



En ningún medio de comunicación -¡en ninguno!- veo algo positivo sobre nosotros. Lo único que observo son los escándalos, los errores. Nunca se exhibe parte de nuestro trabajo, honesto, de servicio público, por el cual todos o la inmensa mayoría de los presentes estamos aquí. El país no cuenta con medios de comunicación que se dediquen a prestigiar la política.



Y hace pocos días me sorprendí al leer un artículo que anticipaba el debilitamiento democrático de las instituciones por el desprestigio de los políticos, publicado en un medio de comunicación que lo único que hace es desprestigiarlos. Eso es lo que nos va a pasar, al igual que en todos los países latinoamericanos, donde la clase política es la más desacreditada de todas.



Siempre he creído que Chile tiene una gran clase política, señor Presidente. No me refiero solo a mi sector, sino también a la Izquierda, al Centro, a todos. Y los medios de comunicación la están destruyendo, porque no exhiben el trabajo real del Ejecutivo, de los legisladores, de los alcaldes, es decir, de las autoridades políticas. Por lo tanto, es imposible que la actividad se prestigie si en el ámbito mencionado se dedican todos los días a mostrar los aspectos negativos de una labor tan noble. No creo que vaya a cambiar…



Necesito un minuto para concluir, señor Presidente.

El señor ROMERO.- Ya es suficiente…

El señor LONGUEIRA.- Pienso lo mismo. Es para redondear la idea.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede terminar, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- No podemos pretender que el estímulo para sufragar debe depender del prestigio o no de la actividad política, señor Presidente. En mi concepto, emitir el voto es un deber ciudadano, por lo cual ello debe ser obligatorio.



Estimo que se deben mantener los actuales registros electorales y establecer mecanismos que, en la práctica, lleven a que todos los chilenos estén inscritos, de modo de contar con la garantía de que vamos a seguir teniendo procesos eleccionarios limpios y transparentes, que es lo que ha prestigiado a nuestra democracia.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde pronunciarse sobre la primera enmienda propuesta por la Comisión de Constitución.



También podría votarse la que viene en seguida, puesto que ambas fueron aprobadas por unanimidad.

El señor LARRAÍN.- Tratémoslas una por una.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La primera modificación sustituye el inciso primero del artículo 15 de la Carta por el siguiente:



“Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.”.



La segunda enmienda carece de mayor trascendencia, pues solo apunta a eliminar una coma mal puesta.

El señor LARRAÍN.- Votemos en forma separada cada proposición, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así se hará.
El señor GAZMURI.- Quiero fundamentar el voto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ahora corresponde pronunciarse.

El señor GAZMURI.- Deseo ejercer mi derecho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le doy la palabra a usted, Su Señoría, deberé concedérsela a todos los señores Senadores que la soliciten.



Quedamos de acuerdo en la forma de proceder, a la cual pido atenerse. De lo contrario, será imposible avanzar.

El señor GAZMURI.- Pido algo que me reconoce el Reglamento, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pero prima el acuerdo que tomamos.

El señor LARRAÍN.- Si se cambia de criterio, el Senador que habla también fundará el voto.

El señor GAZMURI.- Deseo hacer una rectificación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En su momento, la proposición de la Mesa no contó con el apoyo necesario y prevaleció el acuerdo de la Sala.

El señor GAZMURI.- El fundamento de voto es un derecho contemplado en el Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se ha dispuesto de 15 minutos para intervenir y no solo de los cinco que se otorgan para explicar cada pronunciamiento. ¡Por favor, señor Senador!

El señor GAZMURI.- Exijo ejercer mi derecho, señor Presidente. Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Lo siento, Honorable señor Gazmuri, pero en la votación particular corresponden cinco minutos para fundar el voto por cada proposición. Entendí que la Mesa concedió 15 minutos a cada señor Senador por ser tres las votaciones.

El señor GAZMURI.- Eran 20 minutos. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Son tres temas y 15 minutos.

El señor GAZMURI.- ¡Usted resuelve, señor Presidente, no la Secretaría!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Secretario no resuelve nada, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No me recuerde lo que debo hacer, señor Senador. No le quepa la menor duda de que lo llevaré a cabo. Como una deferencia hacia usted y todos los señores Senadores, he dado la posibilidad de razonar, pero, claramente, la decisión ya está tomada.

El señor GAZMURI.- Dejo formulado mi reclamo para que quede en la Versión Oficial, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación la primera modificación sugerida por el órgano técnico, la cual ya se leyó.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 29 votos contra 7, se aprueba la proposición de la Comisión, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Gazmuri, Longueira, Muñoz Barra, Ominami, Orpis, Ruiz-Esquide y Sabag.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, con relación al número 2 del artículo único, la Comisión recomienda, en primer lugar, suprimir la coma (,) que, en el artículo 18 de la Carta, sigue a la conjunción copulativa “y”, antes de la palabra “garantizará”. 



El texto vigente dice que “en todo lo no previsto por esta Constitución y, garantizará siempre la plena igualdad”, etcétera.

El señor ROMERO.- “Si le parece”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Es preciso pronunciarse.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión (34 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Respecto del mismo número 2, la Comisión propone, en seguida, incorporar como inciso segundo, nuevo, del artículo 18 de la Carta, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, el siguiente:



“La ley orgánica constitucional señalada en el inciso precedente contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos establecidos en los artículos 13 y siguientes.”.



Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto, y la abstención del Honorable señor Chadwick.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión (29 votos contra 6 y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Coloma, Longueira, Orpis y Pérez Varela.



Se abstuvieron los señores Chadwick y Larraín.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión sugiere incorporar la siguiente disposición transitoria, nueva:



“Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del sufragio e incorporación al registro electoral, regirán al momento de entrar en vigencia las modificaciones que, para la debida aplicación de dichas reformas, resulte necesario introducir a las leyes respectivas.”.



Lo anterior fue aprobado con los votos a favor de los Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto y los votos en contra de los Honorables señores Chadwick y Espina.

El señor GÓMEZ.- ¿Puedo explicar, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La votación lo hará, señor Senador.

El señor CHADWICK.- En caso de rechazo, el voto voluntario regirá de inmediato.

El señor LARRAÍN.- La inscripción automática siempre requiere una ley; el voto voluntario, no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión (23 votos contra 12 y una abstención), dejándose constancia de que se cumpe con el quórum constitucional exigido, y queda despachado en particular el proyecto.



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Romero y Ruiz-Esquide.



Se abstuvo el señor Longueira.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor COLOMA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo información sobre NOTIFICACIÓN DE EXPROPIACIONES A VECINOS DE SECTOR QUESERÍA, COMUNA DE PELARCO (Séptima Región).


Del señor HORVATH:



A Su Excelencia la Presidenta de la República y al señor Director del Instituto Nacional de Deportes, solicitándoles ESTADIO PARA REGIÓN DE AISÉN, y a los señores Ministro de Hacienda y Ministro de Obras Públicas, para pedir CANCELACIÓN DE ESTADOS DE PAGO EN REGIÓN DE AISÉN.


Del señor ROMERO:



Al señor General Director de Carabineros de Chile, solicitándole COMODATO DE INMUEBLE EN COMUNA DE LA LIGUA PARA HOGAR DE ANCIANOS.

)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:12.









Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESION 78ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 10 DE DICIEMBRE DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Claudia Serrano Madrid.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones septuagésima segunda y septuagésima tercera, ambas especiales, de 20 y 25 de noviembre del año en curso; septuagésima cuarta, ordinaria, de 2 de diciembre de 2008 y septuagésima quinta, especial, de 3 de diciembre del presente que no han sido observadas.
_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales (Boletín N° 6.252-09).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (Boletín N° 5.684-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del inciso primero del artículo 450 del Código Penal.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a los residuos plásticos que dejan los camiones que transportan bebidas gaseosas.



Con el segundo, responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, respecto de la construcción de una central termoeléctrica en la comuna de Constitución.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la situación expuesta por los padres del menor Eduardo Trinas Rosas.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la entrega de ampolletas económicas a los hogares de menores ingresos.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea sobre la participación de la República de Chile en la operación militar de gestión de crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Boletín N° 5.853-10) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Romero y ex Senador señor Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales (Boletín N° 3.544-07) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Horvath y Bianchi, con la que inician un proyecto de ley que establece un método para resolver empates en las elecciones de alcaldes (Boletín N° 6.253-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional sobre acceso y uso del agua (Boletín N° 6.254-09).



-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Ominami y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que modifica las normas sobre responsabilidad por la administración de los Fondos de Pensiones (Boletín N° 6.259-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta llega a la Mesa un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el patrimonio del decreto ley N° 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (Boletín N° 6.231-05). (Boletín N° 6.231-05).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

_____________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, en materia de gobierno y administración regional, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional, correspondiente al Boletín N° 3.436-07, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió esta iniciativa en general y en particular, por ser de aquellas de artículo único y aprobó la idea de legislar por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Bianchi, Letelier y Sabag, y un voto en contra, del Honorable Senador señor Orpis, quien dejó testimonio de que no se oponía a la idea de que los consejeros regionales se elijan por sufragio universal, pero que estimaba inoportuno legislar sobre este asunto antes de ocuparse de las efectivas competencias que deberían tener los gobiernos regionales.



El señor Secretario General añade que, en cuanto a la discusión particular, la Comisión informante, por unanimidad, acordó efectuar diversas modificaciones al texto que despachó la Honorable Cámara de Diputados. En relación con ellas, la Comisión dejó constancia que, aunque ajustadas a las ideas matrices del proyecto, dichas enmiendas incluyen contenidos que reorientan su análisis reviviendo otros fundamentos del Mensaje primitivo, aumentando los numerales del texto de la Honorable Cámara, pero sin exceder las materias consignadas en él, razón por la que reitera su proposición de que la iniciativa sea considerada en general y en particular a la vez.



Las enmiendas aprobadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización son las siguientes:


Intercalar los siguientes números 2), 3) y 4), nuevos:

“N° 2)


2.- Reemplázase en el número 2) del artículo 57 la frase “los miembros de los consejos regionales” por “los consejeros regionales”.

N° 3)


3.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 93:


“a) Reemplázase el numeral 15 por el siguiente:


“15° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario o un consejero regional, en los términos del inciso final del artículo 60 o del inciso tercero del artículo 113, respectivamente, y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y”.


b) Intercálase en el inciso vigésimo, a continuación de la palabra “parlamentario”, la expresión “o de consejero regional”.”.

N° 4)


4.- Sustitúyese en el artículo 112 la frase inicial “El Intendente presidirá el consejo regional y” por “Al Intendente”.
- - -

N° 2)


Pasa a ser N° 5)


Reemplazarlo por el siguiente:


“5.- Sustitúyese el artículo 113 por el siguiente:


“Artículo 113.- El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.


El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional y determinará el número de consejeros que lo integrarán.


Cesará en su cargo el consejero regional que durante su ejercicio perdiere alguno de los requisitos de elegibilidad o incurriere en alguna de las inhabilidades, incompatibilidades, incapacidades u otras causales de cesación que la ley orgánica constitucional establezca.


Los consejeros regionales podrán renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucional.


El consejo regional, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, elegirá un presidente de entre sus miembros. El presidente del consejo durará cuatro años en su cargo y cesará en él en caso de incurrir en alguna de las causales señaladas en el inciso tercero o por remoción o renuncia  aprobadas por, a lo menos, los dos tercios de los consejeros regionales en ejercicio.


La ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones del presidente del consejo regional.


Corresponderá desde luego al consejo regional aprobar los planes de desarrollo de la región y el proyecto de presupuesto del gobierno regional. Asimismo, resolverá la inversión de los recursos consultados para la región en el fondo nacional de desarrollo regional, sobre la base de la propuesta que formule el intendente.”.”.

N° 3)


Pasa a ser N° 6).


Sustituirlo por el siguiente:


“6.- Reemplázase el artículo 114 por el siguiente:


“Artículo 114.- Serán de competencia de los gobiernos regionales las siguientes funciones públicas:


a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;


b) Medioambiente y desarrollo energético;


c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;


d) Transporte;


e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;


f) Fomento de las actividades productivas;


g) Promoción y ordenación del turismo;


h) Desarrollo social y cultural;


i) Educación y salud;


j) Deporte; 


k) Ciencia y tecnología, y


l) Conservación del patrimonio.


Los gobiernos regionales podrán, además, asumir otras funciones públicas relacionadas con actividades que tengan una clara identificación con la región.


Las funciones a que se refieren los incisos precedentes, se transferirán a los gobiernos regionales por iniciativa del Presidente de la República o a petición de los dos tercios de los consejeros en ejercicio del respectivo consejo regional.


Cuando el Presidente de la República, por intermediación del Ministerio respectivo, deniegue la solicitud de transferencia de funciones y competencias o no se pronuncie sobre ella dentro del plazo de que establezca la ley orgánica  constitucional, decidirá el Senado.


La ley orgánica constitucional respectiva regulará la transferencia de funciones y competencias de que trata este artículo.”.”.

- - -


Agregar los siguientes números 7), 8) y 9), nuevos:


“7.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 115 por el siguiente:


“A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio. La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios.”.”.


“8.- Derógase el inciso tercero del artículo 116.”.


“9.- Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 123:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará la administración de las áreas metropolitanas, que será ejercida por los gobiernos regionales. Las atribuciones que a este efecto se otorguen a los gobiernos regionales prevalecerán respecto de las que se asignen a las municipalidades con competencia en el mismo territorio.”.”.

- - -

N° 4)


Pasa a ser N° 10.


Reemplazarlo por el siguiente:


“10.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 124:


a) Reemplázase en el inciso primero las expresiones “miembro del consejo regional” por las siguientes: “consejero regional, alcalde”;


b) Reemplázase en el inciso segundo las expresiones “miembro del consejo regional” por las siguientes: “consejero regional, alcalde”, y


c) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:


“Ningún intendente, gobernador o presidente del consejo regional, desde el día de su designación o elección, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.


En caso de ser arrestado algún intendente, gobernador o presidente del consejo regional por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior. 


Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el intendente, gobernador o presidente del consejo regional imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente.”.”.

N° 5)


Pasa a ser N° 11), sin enmiendas.

- - -


Incorporar el siguiente número 12, nuevo:


“12.- Agregáse la siguiente disposición transitoria:


“Vigésimo tercera.- La primera elección de consejeros regionales por votación directa, se realizará conjuntamente con las primeras de alcaldes y concejales que se celebren una vez publicada la presente reforma constitucional.”.”.



El señor Secretario General, finalmente, hace presente que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación del voto conforme de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio, respecto de las modificaciones recaídas en los Capítulos V, Congreso Nacional, y XIV, Gobierno y Administración Interior del Estado, y de los dos tercios de los Honorables señores Senadores en ejercicio, en lo que se refiere a las enmiendas efectuadas al Capítulo VIII, Tribunal Constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella de la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien plantea que durante la tramitación de esta iniciativa se ha producido una situación especial que la Sala tiene que resolver, ya que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización se ha pronunciado en particular sobre el proyecto sin la debida autorización de la Sala, con lo cual se le han introducido una serie de materias o ideas nuevas en el, en circunstancias que la Corporación no ha aprobado la idea de legislar.



En virtud de lo anterior, solicita al señor Presidente que someta a la consideración de la Sala la forma de solucionar esta situación.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Romero, Núñez, Bianchi, Novoa, Cantero, Horvath, Ávila, Sabag, Letelier, Gómez, Espina y García; señora Matthei y señores Navarro y Vásquez.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Cantero, de conformidad a lo dispuesto en el número 7) del artículo 131 del Reglamento del Senado, solicita que el proyecto vuelva a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo primer informe.



A su vez, el Honorable Senador señor Novoa hace presente que el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Senado, dispone que “no se considerarán de artículo único aquellos proyecto que, no obstante comprender un solo artículo, contengan disposiciones relativas a distintos temas”, que, en su concepto, es, precisamente, lo que ocurre en la especie.



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien precisa que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó en general el proyecto de reforma constitucional y luego procedió a efectuar la discusión en particular. Sin perjuicio de ello, añade que la Sala puede pronunciarse respecto de la idea de legislar, para luego abrir un plazo para formular indicaciones.



En relación con esta materia, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Seguidamente, el señor Presidente somete a la votación de la Sala la tramitación a seguir con este proyecto e indica que votar “si”, es por aprobar en general el proyecto en los mismos términos que propuso la Cámara de Diputados y votar “no”, es para que el proyecto vuelva a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para un nuevo primer informe.



Sometidas a votación la anteriores proposiciones, se produce el siguiente resultado: 23 votos por el “no”, 5 por el “si” y un pareo.



Votan por que el proyecto vuelva a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo primer informe, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Espina, Frei, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan por aprobar en general el proyecto en los mismos términos que propuso la Cámara de Diputados, los Honorables Senadores señores García, Letelier, Naranjo, Núñez y Ominami



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Luego, el señor Presidente señala que, en consecuencia, el proyecto vuelve a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para un nuevo primer informe, por el lapso de 20 días.



Queda terminada la discusión de este asunto.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, con segundo y con nuevo segundo informe de la 

Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, correspondiente al Boletín N° 5.315-05, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Sala, en sesión 56ª, ordinaria, de 1 de octubre del año en curso, dispuso que este proyecto volviera a la Comisión de Hacienda para un nuevo segundo informe.


El señor Secretario General añade que la Comisión de Hacienda, en este nuevo segundo informe, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, y en complemento del cuadro reglamentario contenido en su segundo informe - el cual consta en el acta de la sesión 55ª, ordinaria, del 30 de septiembre del año en curso - deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: los numerales 1), 2), 3), 4), 6), 7), 8), 9), 10), 11) y 12) del artículo 1º, el artículo 2º y los artículos 1º y 2º transitorio.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 43. 


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 42 y 48.


4.- Indicaciones rechazadas: números 44, 46 y 47.  


5.- Indicaciones retiradas: ninguna.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 45.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente declara aprobadas las disposiciones consignadas en el punto 1.- del cuadro resumen precedentemente transcrito.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión de Hacienda propone aprobar las siguientes modificaciones al proyecto de ley despachado por la misma Comisión en su segundo informe:

ARTÍCULO 1º

Número 5)

Número 1.-

Inciso primero


Eliminar la letra “n” de la voz “participen”, la primera vez que aparece en el texto, y suprimir las frases “, su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el segundo grado”, y “, además de los cónyuges o parientes consanguíneos hasta el segundo grado de todos los anteriores”. 

Inciso segundo


- Eliminar la palabra “jurídicas” que sigue a la palabra “personas”, la primera vez que aparece en el texto.


- Suprimir la frase “, habiéndose incorporado al registro del artículo 5°,”.


- Sustituir la expresión “cinco años” por “dos años”.”.

Número 10.-

Reemplazarlo por el siguiente:


“10.- No obstante lo señalado en los números anteriores, los contribuyentes de primera categoría que hayan efectuado donaciones de acuerdo a lo establecido en el número 7.- de este artículo, a instituciones que presten únicamente servicios como los señalados en los números 1 y 2 del artículo 2º de esta ley, podrán, además, realizar donaciones de hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, a proyectos y programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º, completando, en total, hasta 2.000 Unidades Tributarias Mensuales. En este caso, estas donaciones también tendrán un crédito equivalente al 50% de la donación. Este beneficio sólo se aplicará cuando estas donaciones sean destinadas en un mismo año a lo menos a dos instituciones distintas, no pudiendo ser las mismas que hayan recibido donaciones de acuerdo al número 7.- de este artículo, y sin que una única donación supere el monto equivalente de 700 Unidades Tributarias Mensuales.


Los contribuyentes de primera categoría que efectúen donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales a proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el segundo inciso del artículo 5º, en que al menos del 25% del total de la donación haya sido efectuada al Fondo, tendrán un derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Si no se aportare al Fondo o el aporte fuera inferior al 25%, el crédito equivaldrá al 40% del monto de la donación. En caso de efectuar donaciones al Fondo, el donante podrá proponer el área de proyecto y programas a que se destinará su donación, en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6º.”. 

- - -



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que el N° 5 del numeral 5° del artículo 1° tiene el carácter de norma de quórum calificado, de acuerdo a lo previsto por el artículo 8° de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso tercero del artículo 66  Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Secretario General señala que todas estas modificaciones fueron aprobadas por unanimidad , por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. 



En votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 25 votos contra uno y una abstención, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66  Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores  Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Ávila.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense en la ley Nº 19.885, las siguientes modificaciones:


1) Sustitúyese su epígrafe por el que se indica a continuación: “INCENTIVA Y NORMA EL BUEN USO DE DONACIONES QUE DAN ORIGEN A BENEFICIOS TRIBUTARIOS Y LOS EXTIENDE A OTROS FINES SOCIALES Y PUBLICOS”.


“2) Reemplázase el epígrafe de su Título I, por el que sigue: “De los beneficios tributarios para personas y entidades que donan a instituciones que prestan servicios directos a personas de escasos recursos o con discapacidad y del Fondo Mixto de Apoyo Social”.”.


“3) Sustitúyense, todas las veces que aparecen en el texto, los vocablos “discapacitadas” y “discapacitados” por la expresión “con discapacidad”.”.


“4) Sustitúyese, todas las veces que aparece en el texto, la palabra “fondo”, cuando es relativa al Fondo Mixto de Apoyo Social establecido en el artículo 3º de esta ley, por la voz “Fondo”.”.


5) Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, que declaren su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa y que no sean empresas del Estado o en la que éste o sus instituciones participen, que efectúen donaciones en dinero directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al fondo establecido en el artículo 3º, en adelante “el Fondo”, podrán deducir de los impuestos indicados los créditos que más adelante se señalan; todo ello de acuerdo a los procedimientos, requisitos y condiciones que a continuación se establecen:


1.- Las donaciones no podrán efectuarse a instituciones en cuyo directorio participe el donante. En caso que el donante sea una persona jurídica, no podrá efectuar donaciones a instituciones en cuyo directorio participen sus socios o directores o los accionistas que posean el 10% o más del capital social. 


El Consejo establecido en el artículo 4° podrá eximir de esta prohibición a aquellas personas que donen a instituciones que acrediten haber realizado actividades de las señaladas en esta ley por un tiempo no inferior a dos años, y demuestren que su labor a favor de personas de escasos recursos o discapacitadas no está condicionada ni dirigida a beneficiar a candidatos a cargos de elección popular.

2.- No tendrán derecho al crédito tributario a que se refiere este artículo, las donaciones realizadas por candidatos a cargos de elección popular a instituciones que efectúen su labor en los territorios donde hubiesen presentado sus candidaturas desde seis meses antes de la fecha de inscripción de su postulación ante el Servicio Electoral y hasta seis meses después de realizada la elección de que se trate. Tampoco tendrán derecho al crédito tributario establecido en esta ley aquellas donaciones que efectuadas dentro del período de tiempo indicado, fueran realizadas a instituciones en cuyo directorio participen dichos candidatos ni las efectuadas por personas jurídicas donantes en cuyos directorios participen los señalados candidatos.


3.- El monto total de las donaciones que den derecho a este beneficio será el señalado en el artículo 10 de esta ley.


4.- Estas donaciones se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del Impuesto a las Herencias y Donaciones establecido en la ley Nº 16.271.


5.- Los donantes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, el monto de las donaciones, el domicilio, el RUT y la identidad del donatario en la forma y plazos que dicho Servicio determine. La información que se proporcione en cumplimiento de lo prescrito en este número, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario. Las instituciones y el Fondo, como donatarios, deberán dar cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos.


6.- El donatario que otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley o que destine dinero de las donaciones a fines no comprendidos en el proyecto respectivo o a un proyecto distinto de aquél al que se efectuó la donación, deberá pagar al Fisco el impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. Los administradores o representantes del donatario serán solidariamente responsables del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestren haberse opuesto a los actos que dan motivo a esta sanción o que no tuvieron conocimiento de ellos.


7.- Las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales efectuadas directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% de tales donaciones contra los impuestos indicados en el inciso primero. Tratándose de contribuyentes del impuesto de Primera Categoría, este beneficio sólo se aplicará cuando las donaciones que se realicen en un mismo año sean efectuadas a lo menos a dos instituciones distintas, no pudiendo superar ninguna de ellas el monto equivalente a 700 Unidades Tributarias Mensuales.

8.- Las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, en que al menos el 33% del total haya sido efectuado al Fondo, pudiendo el donante proponer el área de proyectos o programas a que se destinará ese porcentaje en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6°, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, en que un porcentaje inferior al 33% del total haya sido efectuado al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 35% del monto de la donación.


9.- Para efecto de lo señalado en los números anteriores, todas las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales realizadas por un donante en forma íntegra a cualquier institución de aquellas señaladas en el artículo 2º, en el mismo año calendario, serán consideradas una única donación por el monto total donado en dicho período para efecto de calcular el crédito tributario.


10.- No obstante lo señalado en los números anteriores, los contribuyentes de primera categoría que hayan efectuado donaciones de acuerdo a lo establecido en el número 7.- de este artículo, a instituciones que presten únicamente servicios como los señalados en los números 1 y 2 del artículo 2º de esta ley, podrán, además, realizar donaciones de hasta 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, a proyectos y programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º, completando, en total, hasta 2.000 Unidades Tributarias Mensuales. En este caso, estas donaciones también tendrán un crédito equivalente al 50% de la donación. Este beneficio sólo se aplicará cuando estas donaciones sean destinadas en un mismo año a lo menos a dos instituciones distintas, no pudiendo ser las mismas que hayan recibido donaciones de acuerdo al número 7.- de este artículo, y sin que una única donación supere el monto equivalente de 700 Unidades Tributarias Mensuales.


Los contribuyentes de primera categoría que efectúen donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales a proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el segundo inciso del artículo 5º, en que al menos del 25% del total de la donación haya sido efectuada al Fondo, tendrán un derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Si no se aportare al Fondo o el aporte fuera inferior al 25%, el crédito equivaldrá al 40% del monto de la donación. En caso de efectuar donaciones al Fondo, el donante podrá proponer el área de proyecto y programas a que se destinará su donación, en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6º.


11.- El crédito de que trata este artículo sólo podrá ser deducido si la donación se encuentra incluida en la base de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año en que se efectúo materialmente la donación.


12.- En ningún caso, el crédito por el total de las donaciones de un mismo contribuyente podrá exceder del monto equivalente a 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año.

13.- Las donaciones de que trata este artículo, en aquella parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.


14.- Aquella parte de las donaciones que no pueda ser utilizada como crédito, se considerará un gasto necesario para producir la renta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.


6) Agrégase el siguiente artículo 1° Bis:


“Artículo 1° Bis.- En la medida que se cumplan los procedimientos, condiciones y requisitos establecidos en la presente ley, tendrán derecho a los mismos beneficios contemplados en el artículo anterior, por las donaciones que efectúen en los términos allí establecidos, los contribuyentes del impuesto Global Complementario que determinen sus rentas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sobre la base de su gasto efectivo, mientras que aquellos contribuyentes del referido impuesto que declaren sobre la base de gasto presunto, y los afectos al impuesto contemplado en el número 1º del artículo 43 del mismo texto legal, tendrán derecho sólo al crédito contra el impuesto respectivo.


Para los efectos de ejercer los beneficios antes referidos, los contribuyentes gravados de conformidad con lo establecido en el número 1º del artículo 43 deberán presentar una declaración anual en la forma y plazo que determine el Servicio de Impuestos Internos, actualizando el referido impuesto mensual que le hubiese sido retenido, considerando la variación del Índice de Precios al Consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior a aquel en que se efectuó dicha retención y el último día del mes anterior al del término del año correspondiente. A la cantidad que resulte se le imputará como crédito el 50% de la donación con el máximo establecido en esta ley, y si resultare un exceso, éste se devolverá de conformidad a lo establecido en el artículo 97 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Los contribuyentes a que se refiere este artículo, se encontrarán liberados del deber de información que establece el número 5 del artículo 1º, sin perjuicio de lo cual deberán mantener en su poder el certificado que le entregue el donatario dando cuenta de la donación efectuada de conformidad con lo establecido en la referida disposición, y presentarlo al Servicio de Impuestos Internos cuando éste así lo requiera para efectos de acreditar la respectiva donación. Por su parte, los donatarios que de conformidad con esta ley reciban donaciones de estos 0contribuyentes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que este organismo establezca mediante resolución, el monto de las donaciones, el domicilio, el RUT y la identidad del donante.”.

7) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero, del siguiente modo:


i) Intercálase, entre la voz “reglamento” y el punto seguido que le sucede, las expresiones “y haber sido calificado como de  interés social por el consejo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4°. Además, podrán recibir estas donaciones los establecimientos educacionales que tengan proyectos destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, para sus alumnos y, o apoderados”, reemplazando la conjunción “y” que sigue a la palabra “discapacitadas”, por una coma.


ii) Reemplázase en el número 3), la frase “la rehabilitación de drogadictos” por la siguiente: “la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Para los efectos de acreditar el buen uso de las donaciones a que se refiere el artículo 1°, la institución donataria deberá llevar un Libro de Donaciones, de acuerdo a lo que señale el reglamento a que se refiere el artículo 6°. En todo caso, el Libro referido deberá señalar, por cada donación, a lo menos, el nombre del donante, número de certificado emitido, monto total de la donación y destino de la misma. Asimismo, deberá elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá ser remitido a ese Servicio dentro de los tres primeros meses de cada año. El incumplimiento de lo dispuesto en este inciso será sancionado en la forma prescrita en el número 2) del artículo 97 del Código Tributario, siendo solidariamente responsables del pago de la multa respectiva los administradores o representantes legales del donatario.”.


8) Modifícase el artículo 3°, en el siguiente sentido:


a) En su inciso primero, sustitúyese la expresión “fondo mixto de apoyo social” por “Fondo Mixto de Apoyo Social”, y suprímese la frase “en adelante “el fondo”, el”.”.

b) En su inciso segundo, sustitúyese la expresión “el número 2” por “los números 7, 8 y 10”.”.


c) En su inciso tercero, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, lo siguiente: “La determinación del 5% del Fondo, antes indicado, se realizará en la forma que indique el reglamento.”.


9) Modifícase el artículo 4°, de la manera siguiente:


a) Introdúcense en el inciso primero, las siguientes enmiendas: 


i) Intercálase a continuación de la expresión “Confederación de la Producción y del Comercio o su representante”, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “un representante de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales constituidas de conformidad con la ley N° 19.418, designado en la forma que establezca el reglamento”.


ii) Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”, las dos veces que aparece en el texto.


b) Intercálase en el inciso quinto, en el número 3.-, entre la coma que sigue a la expresión “título” y la conjunción “y”, la siguiente oración: “calificar su interés social, considerando las actividades sociales específicas que el beneficiario se propone realizar dentro de un período determinado”.


10) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase, en su inciso primero, la expresión “Consejo”, por “consejo”.


b) En su inciso segundo, reemplázase la expresión “los dos años inmediatamente anteriores” por “el año inmediatamente anterior” y agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tratándose de donaciones que financien proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, dichos proyectos o programas deberán, además, estar certificados por el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, según los criterios técnicos que se establezcan en el reglamento a que se refiere el artículo 6°.”.


c) Reemplázase en su inciso tercero, la oración “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá superar un período de tres años.”, por la siguiente frase: “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá considerar un plazo inferior a seis meses ni superar un período de tres años.”.


d) Reemplázase su inciso cuarto, por los siguientes incisos:


“Los resultados de la evaluación de las instituciones y sus proyectos o programas, la adjudicación de los recursos del Fondo, el registro de instituciones elegibles para recibir aportes de las donaciones, junto con el listado de los proyectos y programas elegibles, así como la identidad del donante, el monto donado y la entidad donataria de cada donación, tendrá un carácter público y deberá ser publicada en el sitio de Internet del organismo encargado de llevar el respectivo registro, en forma clara y ordenada, de modo que pueda ser revisada por todos los usuarios del sistema sin la necesidad de obtener clave ni tener que pagar por la obtención de estos datos.


El Ministerio de Planificación, mediante resolución fundada, podrá eliminar del registro a aquellas instituciones que hayan incurrido en las siguientes conductas:


a) No haber cumplido las obligaciones impuestas por la donación recibida.


b) Haber destinado dinero de la donación a fines no comprendidos en el proyecto o programa respectivo o a uno distinto de aquel al que se efectuó la donación.


c) Haber incurrido en alguna de las conductas tipificadas en los artículos 11 y 13 de esta ley y en el artículo 97, N° 24, del Código Tributario.


d) Haber sido sancionado por tribunal competente, por denegación arbitraria de atención a beneficiarios del proyecto o programa respectivo, o de otros programas o prestaciones sociales que la entidad beneficiaria administre.


Las instituciones cuya eliminación del registro haya sido declarada por primera vez, no podrán incorporarse nuevamente a éste ni presentar nuevos proyectos o programas a financiamiento de donaciones de que trata esta ley ni a financiamiento de los recursos del Fondo, dentro del plazo de tres años contado desde la fecha de la resolución que aplicó dicha sanción. En caso de declararse nuevamente la eliminación del registro de dicha entidad, se le aplicará la misma sanción, pero por un plazo de seis años.

La aplicación de la sanción de eliminación del registro se sujetará al siguiente procedimiento:


a) El Ministerio de Planificación notificará a la entidad inscrita en el registro, a través de carta certificada enviada al domicilio que ésta tenga registrada, de los hechos o cargos que ameritan el procedimiento sancionatorio, indicando la norma infringida y la sanción que la ley asigna a dicho hecho.


b) El notificado tendrá un plazo de cinco días hábiles para efectuar sus descargos.


c) Una vez evacuados los descargos, o transcurrido el plazo para ello, el Ministerio examinará el mérito de los antecedentes y, en caso de ser necesario, ordenará la rendición de las pruebas que procedan. El término probatorio será de cinco días hábiles, y la prueba será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


d) Una vez realizada la última diligencia probatoria pertinente, la autoridad deberá dictar dentro de treinta días corridos una resolución fundada que ponga fin al proceso, resolviendo las cuestiones planteadas, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas de la entidad donataria, y conteniendo la declaración de la medida impuesta, o la absolución. 


e) Transcurrido el plazo de seis meses contado desde la formulación de los cargos, sin que se haya dictado resolución final en el respectivo procedimiento, el presunto infractor podrá requerirle al órgano instructor una decisión sobre el particular, debiendo el Ministerio dictar una resolución que ponga término al procedimiento dentro del plazo de diez días hábiles, bajo apercibimiento de que la entidad sea absuelta de los cargos que se le hubieren formulado.


f) En contra de la resolución que ordene la eliminación del registro, la que deberá ser notificada al representante de la entidad sancionada, procederán los recursos previstos en la ley 19.880.”.


11) Modifícase el artículo 10, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“El conjunto de las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, sea para los fines que señala el artículo 2º de esta ley o para los establecidos en el artículo 69 de la ley Nº 18.681; artículo 8º de la ley Nº 18.985; artículo 3º de la ley Nº 19.247; ley Nº 19.712; artículo 46 del decreto ley Nº 3.063, de 1979; decreto ley Nº 45, de 1973; artículo 46 de la ley Nº 18.899, y en el Nº 7 del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, así como para los que se establezcan en otras normas legales que se dicten para otorgar beneficios tributarios a donaciones, tendrán como límite global absoluto el equivalente al 5% de la renta líquida imponible. Dicho límite se aplicará ya sea que el beneficio tributario consista en un crédito contra el impuesto de Primera Categoría, o bien en la posibilidad de deducir como gasto la donación. Sin embargo, en este límite no se incluirá aquel a que se refiere el artículo 8º. Para la determinación de este límite se deducirán de la renta líquida imponible las donaciones a las entidades señaladas en el artículo 2º.”.


b) Intercálense los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:


“Con todo, los contribuyentes afectos al impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta señalados en el artículo 1°, podrán efectuar donaciones irrevocables de largo plazo a las instituciones señaladas en el artículo 2º o al Fondo establecido en el artículo 3º, hasta por el equivalente a 1,6 por mil de su capital propio tributario, con un máximo de 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año, cualquiera sea la renta imponible del ejercicio respectivo o cuando tengan pérdidas. En tal caso, si en alguno de los ejercicios correspondiente a la duración de la donación, el contribuyente registra una renta líquida imponible tal, que el 5% de ella sea inferior al monto de las cuotas de dicha donación que han vencido y han sido pagadas en el ejercicio, el contribuyente no tendrá derecho al crédito que se indica en el artículo 1° por las cuotas indicadas, pero podrá deducirlas totalmente como gasto aceptado. Las donaciones a que se refiere este inciso son aquéllas en que la donación se efectúa irrevocablemente mediante una escritura pública, no sujeta a modo o condición, estableciendo pagos futuros en cuotas anuales y fijas, expresadas en unidades de fomento y por períodos no inferiores a cuatro ejercicios comerciales.


Tratándose de los contribuyentes del impuesto Global Complementario que determinen sus rentas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y aquellos contribuyentes afectos al impuesto contemplado en el número 1º del artículo 43 del mismo texto legal, el límite global absoluto que establece el inciso primero de este artículo para las donaciones que efectúen de conformidad con las leyes tributarias, será el equivalente al 20% de su renta imponible, o será de 320 Unidades Tributarias Mensuales, si este monto fuera inferior a dicho porcentaje. En todo caso, las donaciones que excedan dicho límite quedarán igualmente liberadas del trámite de la insinuación.”.


12) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Las instituciones que reciban donaciones acogidas a la presente ley o a otras que otorguen un beneficio tributario al donante, no podrán efectuar ninguna prestación en favor de éste, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales o exigiendo menos requisitos que los que exijan en general. Tampoco podrán efectuar dichas prestaciones en favor de los empleados del donante, de sus directores, o del cónyuge o los parientes consanguíneos, hasta el segundo grado, de todos éstos, ya sea  directamente o a través de entidades relacionadas en los términos señalados en el artículo 100 de la ley N° 18.045. Esta prohibición, regirá durante los seis meses anteriores y los veinticuatro meses posteriores a la fecha en que se efectúe la donación. Se encuentran en esta situación, entre otras,  las siguientes prestaciones: otorgar becas de estudio, cursos de capacitación u otros;  traspasar bienes o prestar servicios financiados con la donación; entregar la comercialización o distribución de tales bienes o servicios, en ambos casos cuando dichos bienes o servicios, o la operación encomendada, formen parte de la actividad económica del donante; efectuar publicidad, más allá de un razonable reconocimiento, cuando ésta signifique beneficios propios de una contraprestación bajo contratos remunerados y realizar cualquier mención en dicha publicidad, salvo el nombre y logo del donante, de los productos y, o servicios que éste comercializa o presta, o entregar bienes o prestar servicios financiados con las donaciones, cuando signifique beneficios propios de una contraprestación bajo contratos remunerados.


Con todo, lo dispuesto en este artículo no se aplicará cuando las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, con un máximo de 15 Unidades Tributarias Mensuales en el año, considerando para este efecto los valores corrientes en plaza de los respectivos bienes o servicios.


El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar, con los recargos y sanciones pecuniarias que correspondan de acuerdo al Código Tributario. Para este efecto, se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.


Asimismo, el donante y el donatario que no cumplan con lo dispuesto en este artículo serán sancionados con una multa del cincuenta por ciento al trescientos por ciento del impuesto que hubiere dejado de pagar el donante con ocasión de la donación. La aplicación de esta sanción se sujetará al procedimiento establecido en el número 2° del artículo 165 del Código Tributario.


El Ministerio de Planificación, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, informará una vez al año al Congreso Nacional sobre el funcionamiento de esta  ley.”.


Artículo 2º.- Sustitúyese el número 24 del artículo 97, del Código Tributario, por el siguiente:


“24.- Los contribuyentes de los impuestos establecidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que dolosamente reciban contraprestaciones de las instituciones a las cuales efectúen donaciones, en los términos establecidos en los incisos primero y segundo del artículo 11 de la Ley N° 19.885, sea en beneficio propio o en beneficio personal de sus socios, directores o empleados, o del cónyuge o de los parientes consanguíneos hasta el segundo grado, de cualquiera de los nombrados, o simulen una donación, en ambos casos, de aquellas que otorgan algún tipo de beneficio tributario que implique en definitiva un menor pago de algunos de los impuestos referidos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que existe una contraprestación cuando en el lapso que media entre los seis meses anteriores a la fecha de materializarse la donación y los veinticuatro  meses siguientes a esa data, el donatario entregue o se obligue a entregar una suma de dinero o especies o preste o se obligue a prestar servicios, cualquiera de ellos avaluados en una suma superior al 10% del monto donado o superior a 15 Unidades Tributarias Mensuales en el año a cualquiera de los nombrados en dicho inciso.


El donatario que dolosamente destine o utilice donaciones de aquellas que las leyes permiten rebajar de la base imponible afecta a los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta o que otorgan crédito en contra de dichos impuestos, a fines distintos de los que corresponden a la entidad donataria de acuerdo a sus estatutos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.”.


Artículo 1° transitorio.- Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, el reglamento a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.885 deberá ser modificado, adecuándolo a lo establecido en esta ley.


Artículo 2° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la modificación al reglamento a que se refiere el artículo precedente. Sin embargo, tanto el artículo introducido por el número 5), y las modificaciones introducidas en el número 9), ambos del artículo 1° de esta ley, regirán una vez transcurrido el plazo de seis meses desde que la presente ley entre en vigencia.


Artículo 3° transitorio.- Durante el primer año de vigencia de la presente ley, las instituciones indicadas en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.885, cuyos estatutos no señalen expresamente la finalidad requerida en dicho inciso y, sin embargo, ésta se haya verificado en su actividad real, podrán ser incorporadas al registro que establece el artículo 5° y presentar proyectos para ser calificados por el Consejo establecido en el artículo 4º, si al momento de solicitar su incorporación acreditan haber presentado ante el Ministerio de Justicia la modificación de sus estatutos, con el fin de contemplar expresamente en su objeto la finalidad o finalidades que correspondan de conformidad con el señalado artículo.”.
_________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que incorpora a la ley N° 20.063, el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería, con informe de la 

Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora a la ley N° 20.063, el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería, correspondiente al Boletín N° 6.088-05, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Navarro, Romero, Frei, Novoa, Ávila, Vásquez, Espina y Pizarro.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Romero solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio al señor Ministro de Hacienda, con el objeto de que informe a la Corporación respecto del funcionamiento de los Fondos de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo (FEPCO), así como de los principios que explican el cálculo de los impuestos específicos que gravan los combustibles y las distorsiones de precios que genera el FEPCO.



Así se acuerda.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por  18 votos contra uno, una abstención y 2 pareos.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Navarro, Novoa, Ominami, Sabag y Zaldívar.



Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor  Kuschel.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Vásquez.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Pizarro.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas de día lunes 5 de enero de 2009, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda. 



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 20.063, que crea el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, en el siguiente sentido:


1) Agrégase en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, respecto del combustible gas natural licuado, créase un mecanismo de equilibrio de precios que operará a través del Fondo, con el objeto de mantener el equilibrio de precios relativos entre el gas natural licuado y el gas licuado de petróleo y el petróleo diesel, en conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el cual regirá hasta la fecha señalada en el inciso anterior.”.


2) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 6°, la expresión “del mecanismo de estabilización establecido” por “de los mecanismos de estabilización y de equilibrio establecidos”.


3) Reemplázase, en el actual artículo quinto transitorio, la expresión “quinto” por “primero”.


4) Incorpórase, el siguiente artículo tercero transitorio:


“Artículo tercero.- Establécese un impuesto a beneficio fiscal al gas natural licuado, cuyo monto por metro cúbico será igual al monto del impuesto del mismo período que grave al combustible de menor valor, en unidades de energía, entre el gas licuado de petróleo y el petróleo diesel, multiplicado por el factor que se señala más adelante. Asimismo, establécese un crédito de cargo fiscal al gas natural licuado, cuyo monto por metro cúbico será igual al monto del crédito del mismo período que se aplique al combustible de menor valor, en unidades de energía, entre el gas licuado de petróleo y el petróleo diesel, multiplicado por el factor que se señala más adelante.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, los metros cúbicos de gas natural licuado deberán expresarse en base a un poder calorífico superior de 13.100 kilocalorías por kilogramo. Asimismo, se entenderá por valor en unidades de energía del gas licuado de petróleo y del petróleo diesel, el precio de paridad más el impuesto que lo grave o menos el crédito que se le aplique de acuerdo a la operatoria del Fondo, según corresponda, dividido por 9,1560 en el caso del diesel y por 6,1468 en el caso del gas licuado de petróleo.


En el caso que el gas licuado de petróleo sea el combustible de menor valor, el impuesto o crédito aplicado al gas natural licuado corresponderá, respectivamente, al impuesto o crédito del gas licuado de petróleo multiplicado por el factor 0,95904. En el caso que sea el petróleo diesel, el combustible de menor valor, el impuesto o crédito aplicado al gas natural licuado corresponderá, respectivamente, al impuesto o crédito del petróleo diesel multiplicado por el factor 0,64384. 


Los recursos que el Fisco deberá aportar o retirar del Fondo, dependiendo de si se trata de un impuesto o crédito, respectivamente, al gas natural licuado, serán los que resulten de multiplicar el monto del crédito o del impuesto establecido en el inciso tercero, por la suma de los metros cúbicos de este combustible efectivamente internados por los importadores, expresados en base al poder calorífico señalado en el inciso segundo, con exclusión de las cantidades afectas a los mecanismos específicos que se establecen en el inciso séptimo de este artículo.


Los referidos impuestos o créditos fiscales específicos, según sea el caso, se devengarán al tiempo de la importación del gas natural licuado y gravarán o beneficiarán al importador de ellos.


Para la determinación y aplicación de los impuestos y créditos establecidos en este artículo, serán aplicables únicamente las disposiciones del inciso decimosegundo del artículo 2°, los incisos tercero, cuarto, quinto y séptimo del artículo 6º y los incisos tercero y cuarto del artículo 7º de la presente ley.


Aquellas personas que exporten gas natural licuado, o gas natural proveniente de la regasificación del gas natural licuado, que hubieren pagado el impuesto o percibido el crédito fiscal que se establece en este artículo, por los productos que exporten tendrán derecho al reintegro del impuesto o deberán rembolsar el crédito fiscal, según corresponda, considerando los valores vigentes a la fecha de la exportación.


Lo dispuesto en este artículo regirá a contar de la primera importación de gas natural licuado al país.”.


Artículo 2°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1979, del Ministerio de Minería, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase su artículo segundo, por el siguiente:


“Artículo segundo.- Establécese un Registro en el que deberán inscribirse las personas que produzcan, importen, refinen, distribuyan, transporten, almacenen, abastezcan o comercialicen petróleo, combustibles derivados del petróleo, biocombustibles líquidos, gases licuados combustibles y todo fluido gaseoso combustible, como gas natural, gas de red y biogás.


No se entenderán incluidas en las actividades antes señaladas la explotación de depósitos naturales de petróleo y gas natural. 


El Registro será llevado por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo quinto, la expresión “, a las personas referidas en los artículos precedentes,”.


3) Incorpóranse, en su artículo sexto, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“La Superintendencia de Electricidad y Combustibles será el organismo encargado de fiscalizar el cumplimiento de las normas dictadas en conformidad a la presente ley conforme a sus competencias. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, para la fiscalización del cumplimiento de las normas sobre combustibles, la referida Superintendencia podrá autorizar a laboratorios o entidades de control de seguridad y calidad para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos que estime necesarios, con el objeto de certificar el cumplimiento de las normas técnicas y de calidad aplicables a dichos combustibles. 


El procedimiento para la autorización y control de laboratorios o entidades será establecido por la Superintendencia mencionada mediante resolución fundada de carácter general. Los laboratorios o entidades así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de esa Superintendencia.”.


4) Elimínase el inciso segundo del artículo séptimo.


5) Modifícase el artículo noveno, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas” por “Superintendencia de Electricidad y Combustibles”.


b) Elimínase el inciso tercero.


6) Elimínase el artículo décimo.


7) Modifícase el artículo decimoprimero, de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de 60 a 300 unidades tributarias,”.


b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “de 20 a 150 unidades tributarias”.


c) Elimínase el inciso tercero.


8) Elimínanse los artículos decimosegundo, decimotercero y decimocuarto.”.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_______________

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Defensa Nacional, Unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del oficio de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), correspondiente al Boletín N° S 1.128-05, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Agrega que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, consignan en su informe un documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional referido a la operación desplegada en Bosnia y Herzegovina.



El señor Secretario General añade que las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Flores, Gazmuri (en su calidad de integrante de ambas Comisiones), Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero (también como integrante de ambas Comisiones)-, recomiendan a la Sala otorgar el acuerdo solicitado.

- - -



En discusión el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri y Ávila.



Cerrado el debate y puesto en votación el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobado por 17 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Muñoz Barra.


Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.



Seguidamente, el señor Presidente indica que corresponde pasar al Tiempo de Votaciones, pero que en la Sala no hay el número de Senadores requerido por el artículo 54 del Reglamento para adoptar acuerdos, por lo que, de conformidad a lo establecido en el artículo 60 de dicho cuerpo normativo, dispone que se toquen los timbres por 5 minutos. Transcurrido ese lapso, no se reúne el referido quórum, por lo que el señor Presidente levanta la sesión.



Para los efectos de dicha disposición reglamentaria, se deja constancia que en la Sala se encontraban presentes en ese momento, los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Escalona, Espina, Gazmuri, Larraín, Navarro, Vásquez y Zaldívar.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Ministro de Salud, solicitando disponer el aumento de ambulancias para las comunas de Malleco; mayor número de camas y de profesionales de la salud para los hospitales de Temuco, Angol y Victoria, y la instalación, en esta última comuna, de un Centro de Despacho de Ambulancias. 


- Del Honorable Senador señor Frei a la señora Ministra de Educación, requiriendo emitir su opinión respecto del estado financiero del Departamento Administrativo de Educación Municipal (DAEM) de la comuna de San Pablo, X Región.



- Del Honorable Senador señor Girardi al señor Contralor General de la República, pidiendo que emita su opinión respecto de la legalidad del oficio de CONAF que indica, enviado al Intendente de la X Región. 


- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Agricultura y, por su intermedio, a los señores Directores Nacionales del SAG y de INDA, y Vicepresidente Ejecutivo de CORFO, solicitando la implementación del programa de reducción de población de visones en la XI Región.



2) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo antecedentes sobre actividades de prospección minera realizadas en el Valle de Putaendo y en Valle Hermoso, en las proximidades del límite con Argentina.



- Del Honorable Senador señor Romero al señor Ministro de Justicia, a fin de requerir antecedentes sobre la construcción de una cárcel en la provincia de Los Andes o San Felipe.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
________________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESION 79ª, ORDINARIA, EN MARTES 16 DE DICIEMBRE DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministros del Interior subrogante, don Patricio Rosende Lynch y  Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones septuagésima sexta y septuagésima séptima, ambas ordinarias, de 3 y 9 de diciembre de 2008, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.937, impidiendo que los establecimientos de salud no calificados como de autogestión en red al 1 de enero de 2009 pasen a tener dicha calidad por el solo ministerio de la ley (Boletín N° 6.230-11).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el patrimonio del decreto ley N° 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (Boletín N° 6.231-05).



Con los cuatro siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea sobre la participación de la República de Chile en la operación militar de gestión de crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Boletín N° 5.853-10).


2.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



Con los diez restantes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (Boletín N° 4.087-10).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



6.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (Boletín Nº 4.356-13).


9.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).



10.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín 5.310-13).


-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica su ausencia del territorio nacional los días 15 a 17 de diciembre del presente año, para participar en la Reunión Extraordinaria de Jefes de Estado y Gobierno de la Unión de Naciones Sur Americana (UNASUR) y en la Cumbre de América Latina y Caribe sobre Integración y Desarrollo, en la ciudad de Salvador de Bahía, República Federativa de Brasil.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados, con los que informa que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo en materia de servicios aéreos entre los Gobiernos de la República de Chile y de Jamaica (Boletín N° 6.076-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que modifica el artículo 282, del Código Orgánico de Tribunales, en materia de publicidad de las votaciones para el nombramiento de magistrados y jueces (Boletín N° 4.259-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.937, impidiendo que los establecimientos de salud no calificados como de autogestión en red al 1 de enero de 2009 pasen a tener dicha calidad por el solo ministerio de la ley (Boletín N° 6.230-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



4.- Proyecto de ley que modifica el artículo 59 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre la caducidad de declaratoria de utilidad pública contenida en los planes reguladores (Boletín N° 6.032-14) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del artículo 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos al aumento de la dotación de funcionarios de Carabineros en la localidad de Mañihuales y a información actualizada sobre el cumplimiento de medidas, programas especiales, subsidios, créditos, bonos y demás acciones comprometidas por las autoridades en sus visitas a la Región de Aysén con posterioridad al sismo ocurrido en abril del año 2007.



Con los dos siguientes, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, relativo a las amenazas de que ha sido objeto la Ministra de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, señora Eliana Quezada.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que responde un oficio remitido en nombre de la Sala de la Corporación, solicitando se hiciera presente la calificación de urgencia para el despacho del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Romero y ex Senador señor Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales (Boletín N° 3.544-07).



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de un paso bajo nivel en el sector de San Isidro, comuna de Quillota.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, respecto de la protección fluvial del río Putagán, en la comuna de Linares.



Con el tercero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido a las medidas necesarias para la recuperación del aeródromo de Chaitén.



Del señor Ministro de Salud, mediante el cual da respuesta a dos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativos a la instrucción de una investigación destinada a determinar las responsabilidades administrativas de los funcionarios del SAMU de Temuco en diversos casos.



Del señor Ministro de Minería, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, sobre el problema que significa el precio de venta del ácido sulfúrico, fijado por CODELCO, para la pequeña y mediana minería.



De la señora Intendenta de la Región del Bío Bío, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la petición realizada por el Fondo de Administración Pesquera, en relación con un proyecto del Sindicato de Trabajadores Independientes de Pesca Artesanal de Caleta Cerro Verde Bajo.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín 5.310-13) (con urgencia calificada de “suma”).



-- Queda para Tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos (Boletín N° 6.265-14).



Del Honorable Senador señor Cantero, con la que inicia un proyecto de ley que establece la obligación de instalar sombreaderos en las edificaciones que indica (Boletín N° 6.267-14)



-- Pasan a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en lo relativo a las sanciones no privativas de libertad, a las reglas de procedimiento y al principio de oportunidad (Boletín N° 6.266-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo relativo al otorgamiento de tarjetas de crédito pre aprobadas y a menores de edad (Boletín N° 6.272-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley sobre tenencia responsable de animales domésticos (Boletín N° 6.273-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Gómez, con la que inicia un proyecto de ley que amplía el plazo para la instalación física de las empresas a que se refiere la ley N° 19.709, que establece un régimen preferencial aduanero y tributario para la comuna de Tocopilla.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, relativo al examen médico denominado “Pesquisa Neonatal Ampliada” (Boletín N° S 1.133-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

- - -




Durante la lectura de la Cuenta llega a la Mesa un informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Presidente de la República para realizar un aporte extraordinario de capital al Banco del Estado de Chile y amplía el patrimonio del decreto ley N° 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (Boletín N° 6.231-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).




-- Queda para Tabla.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Vivienda y Urbanismo a sesionar mientras ella lo hace, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ávila, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara el Honorable Senador señor Gómez, para ampliar el plazo para la instalación física de las empresas a que se refiere la ley N° 19.709, que establece un régimen preferencial aduanero y tributario para la comuna de Tocopilla, que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.



Así se acuerda, y se envía el oficio en nombre del Honorable Senador señor Gómez, con acuerdo de la Corporación.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento a discutir en general y en particular, en el trámite de primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al Código Penal, en la regulación de ciertos delitos contra la administración pública, correspondiente al Boletín N° 5.725-07.


Así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones, respecto del proyecto de ley que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional (Boletín Nº 5.967-08), hasta las 18 horas del día hoy. Dichas indicaciones deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien consulta acerca de la sesiones que tendrá la Sala la próxima semana.



Sobre el particular, el señor Presidente informa que la Sala está citada para celebrar su sesión ordinaria el día martes 23 del presente.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la solicitud efectuada por la bancada del Partido Socialista y de otros señores Senadores para celebrar una sesión especial a fin tratar el tema relativo a la licitación del canal de televisión del Senado y señala que debe fijarse una fecha para tal motivo.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Novoa.



Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Novoa señala que este tema se analizó en la reunión de los Comités e instó a los señores Senadores a informarse con sus representantes sobre lo tratado en dicha instancia.



Luego, el señor Presidente señala que en el día de mañana, y a solicitud de los Honorables Senadores señores Cantero y Letelier, la Comisión de Régimen Interior volverá a analizar esta materia.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Salud a sesionar mientras ella lo hace, a partir de las 17 horas del día de hoy, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea sobre la participación de la República de Chile en la operación militar de gestión de crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, con informes de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la 

de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea sobre la participación de la República de Chile en la operación militar de gestión de crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, correspondiente al Boletín N° 5.853-10, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió esta iniciativa en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por ser de aquéllas de artículo único y la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz Barra y Romero, en los mismos términos en que lo despachó en su oportunidad la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General señala que, posteriormente, este proyecto pasó a la Comisión de Hacienda, la que adoptó la misma resolución que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei y García, en los mismos términos en que lo hiciera aquella Comisión.



Finalmente, hace presente que el proyecto tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el N° 1 del artículo 54 y el inciso tercero del artículo 66, ambos de la Carta Fundamental.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri y Prokurica.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor  Prokurica expresa su disconformidad con el hecho de que se autorice a las Comisiones a sesionar mientras lo hace la Sala cuando a ella le corresponde pronunciarse respecto de iniciativas que tienen el carácter de normas de quórum calificado, como es la de la especie.



Seguidamente, el señor Presidente declara abierta la votación.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el N° 1 del artículo 54 y el inciso tercero del artículo 66, ambos de la Carta Fundamental.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea sobre la Participación de la República de Chile en la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, suscrito en Bruselas, el 25 de julio de 2005.”.”.
______________

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Romero y el ex Senador señor Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, con el objeto de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y de su inscripción automática en los Registros Electorales, correspondiente al Boletín N° 3.544-07, y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hubo.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 7.


4.- Indicaciones rechazadas: números 3, 4 y 6.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 2, 5 y 8.



Añade que la Comisión informante propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único

Número 1


Reemplazarlo por el siguiente:


“1.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15. En las votaciones populares, el sufragio será personal, igualitario, secreto y voluntario.”.”. 

Número 2


Sustituirlo por el siguiente:


“2.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 18:


1) Elimínase, en el inciso primero, la coma (,) ubicada entre la conjunción copulativa “y” y la forma verbal “garantizará”, y


2) Incorpórase, como inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, el siguiente:


“La ley orgánica constitucional señalada en el inciso precedente contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, los ciudadanos que cumplan los requisitos establecidos en los artículos 13 y siguientes.”. 
Disposición transitoria, nueva


Incorporar como tal, la siguiente:


“………. Las reformas introducidas a los artículos 15 y 18 sobre voluntariedad del sufragio e incorporación al registro electoral, regirán al momento de entrar en vigencia las modificaciones que, para la debida aplicación de dichas reformas, resulte necesario introducir a las leyes respectivas.”. 



El señor Secretario General agrega que de estas modificaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de la Comisión, las recaídas en el inciso primero del artículo 15 y la modificación formal al inciso primero del artículo 18 de la Constitución Política de la República, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada. Añade que las demás enmiendas fueron aprobadas por mayoría, por lo que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



Hace presente, finalmente, que este proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación, de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señor Vásquez; señora Alvear y señores Cantero, Gómez, Chadwick, Horvath, Romero, Escalona, Espina, Gazmuri, Navarro, Muñoz Barra y Muñoz Aburto.



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión, por lo que queda pendiente la discusión de este proyecto para la próxima sesión ordinaria.



El señor Secretario General señala que se encuentran inscritos para intervenir, en el orden siguiente, los Honorables Senadores señores Núñez, Bianchi, Ávila, Coloma, Larraín, Novoa, Allamand, Arancibia, Letelier, Ruiz-Esquide, Sabag y Naranjo.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand y Bianchi, sobre apoyo a la Declaración Universal 

para el Bienestar Animal.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores Horvath, Allamand y Bianchi, correspondiente al Boletín Nº S 1.129-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y los señores Espina, Flores, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Pizarro y Prokurica.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, como señala la Organización Mundial para la Sanidad Ambiental, el uso de animales acarrea la responsabilidad ética de asegurar su bienestar;
2. Que es un deber social educar y formar tempranamente a las personas para mantener una relación positiva no sólo con sus congéneres, sino también con todos los seres vivos, de manera de eliminar la crueldad e inculcar un principio básico de respeto por la vida;
3. Que la adopción de la Declaración Universal para el Bienestar Animal se plantea como un objetivo de importancia internacional, en la medida que permite al Estado fijar tanto una política, cuanto una legislación en la materia, y alcanzar los siguientes beneficios: vincular el bienestar animal con el desarrollo de políticas humanitarias y medioambientales, incentivar a las industrias para relacionarse favorablemente con los animales y su entorno y promover un cambio positivo en la actitud pública frente al ecosistema;

4. Que el comercio internacional exige, de manera creciente, garantizar que en la producción de bienes y servicios no se han realizado actos atentatorios contra el bienestar animal;

5. Que se efectúa una campaña mundial para que la Organización de las Naciones Unidas adopte una Declaración Universal para el Bienestar Animal, y

6. Que se han aprobado o se encuentran en actual tramitación en el Congreso Nacional diversas iniciativas legales que propenden a la protección del bienestar de los animales, entre ellas, la ley N° 19.473 que modificó la ley N° 4.601, de Caza, con el fin de proteger la fauna (Boletín N° 225-01).

El Senado acuerda:


a) Respaldar la Declaración Universal para el Bienestar Animal.


b) Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva disponer que nuestro país apoye ante las Naciones Unidas la adopción de la citada Declaración Universal.”.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente señala que en la Sala no hay el número de Senadores requerido por el artículo 54 del Reglamento del Senado para adoptar acuerdos, por lo que sugiere a la Sala dejar pendiente para la próxima sesión ordinaria la votación de los demás proyectos de acuerdo que figuraban en el Tiempo de Votaciones de esta sesión.



Así se acuerda.

______________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Contralor General de la República; a la señora Ministra de Educación y a los señores Rector, Decano de la Facultad de Ciencias Médicas y Director de la Escuela de Medicina de la Universidad de Santiago de Chile, con el objeto de remitir la documentación que adjunta y requerir su pronunciamiento en relación con al situación que afecta a la alumna de la Escuela de Medicina ya indicada.


2) Al señor Ministro de Justicia, requiriendo información en relación con el envío a tramitación legislativa del proyecto de ley sobre creación de la subdirección operativa en Gendarmería de Chile y respecto de la “Jornadas de Reflexión” del personal de esa Institución, en los recintos penales de Iquique y Temuco.



3) A los señores Ministro de Justicia; Fiscal Nacional del Ministerio Público; General Director de Carabineros de Chile y Director General de la Policía de Investigaciones, con el objeto de remitir antecedentes y recabar su opinión en relación con la muerte de persona que indica.



4) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitando disponer la investigación acerca de la contaminación por aguas servidas en la calle Nahuelco, comuna de Purén.



5) Al señor General Director de Carabineros de Chile, planteando la necesidad de aumentar la dotación policial en la comuna de Victoria.



6) A los señores Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor y Presidente del Banco de Chile, con el objeto de remitir antecedentes y requerir su opinión sobre situación que afecta a la persona que señala.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando su consideración de la presentación efectuada por el Consejo Comunal de la Discapacidad de la ciudad de Osorno, que adjunta.



2) Al señor Presidente de BancoEstado, solicitando analizar el planteamiento formulado por el Sindicato de Trabajadores Maderas de Exportación Limitada, de la comuna de Osorno, en cuanto a la necesidad de repactar las deudas de largo plazo de dicha empresa.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Presidente de la Comisión Nacional de Energía, requiriendo información respecto del procedimiento existente para la presentación de proyectos destinados al uso e incentivo de energías renovables no convencionales.



2) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitando antecedentes respecto de la instalación de centrales hidroeléctricas urbanas en la ciudad de Caldera, III Región.



- Del Honorable Senador señor Romero a la señora Directora del Servicio de Salud de Viña del Mar-Quillota, requiriendo habilitar de manera permanente el Servicio de Atención Primaria de Urgencia (SAPU) y el aumento del número de ambulancias en la comuna de Puchuncaví.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien efectúa diversos comentarios en relación con el reciente viaje de Su Excelencia la Presidenta de la República a Cuba.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Letelier, quien se refiere a los problemas de contaminación existentes en el Lago Rapel a causa de la existencia de una microalga y solicita dirigir oficio, en su nombre, a las señoras Ministras de Agricultura y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo diversos antecedentes en relación con los efectos que produciría en el desarrollo de esa microalga, la existencia de planteles de engorda de cerdos en las cercanías de ese lugar, como asimismo, otros aspectos relacionadas con dicha industria agroalimentaria.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor  Letelier, de conformidad al Reglamento del Senado.



En el tiempo del Comité Mixto Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien expresa su preocupación por el estado de salud del periodista iraquí que estuvo involucrado en un incidente con el señor Presidente de los Estados Unidos de Norteamérica, George W. Bush y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores de Chile; a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; a Human Right Watch; a Amnistía Internacional; al señor Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas; y a los señores embajador de Estados Unidos y representante de Iraq en nuestro país, sobre el particular, adjuntando copia de su intervención.



Seguidamente, el señor Senador se refiere a los siguientes temas, solicitando dirigir oficio a la autoridad que se señala y con el objeto que se indica en cada caso:



1) A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en relación con la instalación de una Central Termoeléctrica en la comuna de Penco, VIII Región, para que informe sobre el particular y adjunte una copia del estudio medio ambiental en relación con ese proyecto.



2) Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, acerca de los cortes de agua que ha tenido la península de Tumbes, en la comuna de Talcahuano, para que informe de las razones que justifican dicha medida.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con la decisión gubernamental respecto de la Ruta de Madera y respecto del levantamiento del peaje de Chaimávida, en la comuna de Florida.



4) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que informe cómo se está asesorando a las familias que van a recibir, a título de compensación de terrenos propios, una vivienda de la Termoeléctrica que se instala en la localidad de Bocamina, comuna de Coronel.



5) A la señora Ministra de Educación, al Consejo de Rectores y al Consorcio de Universidades Estatales, respecto del alza de aranceles en las universidades del país.



6) A los señores Directores Nacionales del Servicio de Registro Civil e Identificación; del Servicio Médico Legal y de la Policía de Investigaciones de Chile, requiriendo información respecto de los distintos procesos de toma de muestras de ADN y su posterior utilización.



7) A los señores Embajadores de Israel y Palestina, con el objeto de adjuntar copia de su intervención referida a la reciente celebración del Día Nacional de Palestina.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA  Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXIME A LA CONSTRUCCIÓN DE ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS DEL PERMISO DE LA DIRECCIÓN DE OBRAS MUNICIPALES

(6075-14)

HONORABLE SENADO:

 



Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su informe, respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.





Por tratarse de un proyecto de artículo único, de conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
A la sesión en que se consideró este asunto asistieron: del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Jefe de la División de Desarrollo Urbano, señor Luis Eduardo Bresciani y la abogada asesora, señora Jeannette Tapia. Del Ministerio de Justicia, la asesora de la División Jurídica, señora Paula Recabarren y el abogado, señor Rodrigo García.

- - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


 


Modificar el artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de eximir a la construcción de establecimientos penitenciarios del permiso de la Dirección de Obras Municipales, para proteger la seguridad de estos recintos. De esta forma, se homologa su situación con el estatuto otorgado a las obras de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, que revisten carácter militar y policial, que están exentas de dicho trámite.
- -  -

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

Decreto con fuerza de ley Nº 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
 
Artículo 116.

Dispone lo siguiente:

 
“La construcción, reconstrucción, reparación, alteración, ampliación de edificios y obras de urbanización de cualquier naturaleza, sean urbanas o rurales, requerirán permiso de la Dirección de Obras Municipales, a petición del propietario, con las excepciones que señale la Ordenanza General.

      
Deberán cumplir con esta obligación las urbanizaciones y construcciones fiscales, semifiscales, de corporaciones o empresas autónomas del Estado y de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

     
 No requerirán permiso las obras de infraestructura que ejecute el Estado, ni las obras urbanas o rurales de carácter ligero o provisorio, en la forma que determine la Ordenanza General.

      
Sin perjuicio de lo establecido en el inciso tercero, las obras de carácter militar de las Fuerzas Armadas y las de carácter policial de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, destinadas a sus fines propios, sean urbanas o rurales, no requerirán de los permisos a que se refiere el inciso primero de este artículo ni estarán sometidas a inspecciones o recepciones de ningún tipo por las Direcciones de Obras Municipales mientras tengan este carácter. En igual forma no les serán aplicables las limitaciones ni autorizaciones establecidas en el artículo 55. Estas excepciones se extenderán igualmente, a las demás obras ubicadas dentro del mismo predio en que se emplacen las construcciones militares o policiales a que se refiere este inciso, aun cuando estén destinadas a su equipamiento o al uso habitacional. Todas estas obras deberán ajustarse a las Normas Técnicas, a la Ordenanza General y al Plan Regulador respectivo, en su caso.
    
El Director de Obras Municipales concederá el permiso o la autorización requerida si, de acuerdo con los antecedentes acompañados, los proyectos cumplen con las normas urbanísticas, previo pago de los derechos que procedan, sin perjuicio de las facilidades de pago contempladas en el artículo 128.

     
Se entenderá por normas urbanísticas aquellas contenidas en esta ley, en su Ordenanza General y en los instrumentos de planificación territorial que afecten a edificaciones, subdivisiones, fusiones, loteos o urbanizaciones, en lo relativo a los usos de suelo, cesiones, sistemas de agrupamiento, coeficientes de constructibilidad, coeficientes de ocupación de suelo o de los pisos superiores, superficie predial mínima, alturas máximas de edificación, adosamientos, distanciamientos, antejardines, ochavos y rasantes, densidades máximas, estacionamientos, franjas afectas a declaratoria de utilidad pública y áreas de riesgo o de protección.

     
La Dirección de Obras Municipales, a petición del  interesado, emitirá un certificado de informaciones previas que contenga las condiciones aplicables al predio de que se trate, de acuerdo con las normas urbanísticas derivadas del instrumento de planificación territorial respectivo. El certificado mantendrá su validez mientas no se modifiquen las normas urbanísticas, legales o reglamentarias pertinentes.

     
Sin perjuicio de lo anterior, podrán someterse a la aprobación del Director de Obras Municipales, anteproyectos de loteo, de edificación o de urbanización. El anteproyecto aprobado mantendrá su vigencia respecto de todas las condiciones urbanísticas del instrumento de planificación territorial respectiva y de las normas de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones consideradas en aquél y con las que se hubiere aprobado, para los efectos de la obtención del permiso correspondiente, durante el plazo que determine la misma Ordenanza.

      
La Dirección de Obras Municipales deberá exhibir, en el acceso principal a sus oficinas, durante el plazo de sesenta días contado desde la fecha de su aprobación u otorgamiento, una nómina con los anteproyectos, subdivisiones y permisos a que se refiere este artículo. Asimismo, deberá informar al concejo y a las juntas de vecinos de la unidad vecinal correspondiente y mantener, a disposición de cualquier persona que lo requiera, los antecedentes completos relacionados con dichas aprobaciones o permisos.”.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la construcción, reparación, alteración, ampliación, demolición de edificios y obras de urbanización de cualquier naturaleza, sean urbanas o rurales, requieren permiso de la Dirección de Obras Municipales.


 


La mencionada norma prescribe que deben cumplir con tal obligación las urbanizaciones y construcciones fiscales y semifiscales, de corporaciones o empresas autónomas del Estado y de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.





Señala que el inciso cuarto del artículo ya referido, excluye de esta obligación a las obras de carácter militar de las Fuerzas Armadas y a las de carácter policial de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que estén destinadas a sus fines propios, sean urbanas o rurales. Tal excepción no alcanza a la construcción de establecimientos penitenciarios, que mantienen la obligación de requerir el permiso de la Dirección de Obras Municipales, que impone la Ley General de Urbanismo y Construcciones a toda edificación.





Indica que el objetivo de esta iniciativa de ley es eximir de la obligación de contar con el permiso de la Dirección de Obras Municipales respectiva, tratándose de la construcción, reparación, alteración, ampliación y demolición de establecimientos carcelarios para, de esta forma, homologar su situación con el estatuto de obras de las Fuerzas Armadas, y las de Orden y Seguridad, que revisten carácter militar y policial, que están exentas de dicho trámite.


 


Precisa que, adicionalmente a lo anterior, considerando que los permisos de edificación son actos públicos y, por ende, sin impedimento para que cualquier interesado acceda a la documentación aprobada, con el presente proyecto de ley se restringirá la circulación de la documentación relevante para la seguridad de los establecimientos carcelarios, tales como planos y especificaciones técnicas, entre otros.

 


Manifiesta que la iniciativa modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, incluyendo dentro de las instituciones eximidas de los permisos e inspecciones previstas en el inciso cuarto de su artículo 116, a las obras que tengan carácter penitenciario y pertenezcan a Gendarmería de Chile, sean las mismas urbanas o rurales, y siempre que estén destinadas a sus fines propios. Ello, en atención a la naturaleza jerarquizada, uniformada, disciplinada y obediente que reviste dicha Institución, que la obliga legalmente a velar por la seguridad interior de los establecimientos penitenciarios.


 


Concluye señalando que de esta forma, se introducen las enmiendas pertinentes que permiten homologar la situación de aquellos establecimientos pertenecientes a Gendarmería de Chile, que por su carácter y fines, ameritan tener un estatus de tratamiento asimilable a aquellos que pertenecen a las Fuerzas Armadas y a las de Orden y Seguridad Pública.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR 




El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo realizó una breve explicación de los aspectos fundamentales del proyecto de ley.





Destacó que la iniciativa persigue eximir a los establecimientos penitenciarios de la obtención del permiso otorgado por las Direcciones de Obras Municipales, homologándolos a las obras de carácter militar de las Fuerzas Armadas y a las de índole policial de las de Orden y Seguridad Pública.





No obstante, recalcó, dichos recintos deberán dar cumplimiento a las normas de construcctibilidad, seguridad, habitabilidad y ajustarse al plan regulador respectivo, según lo establecido en el inciso cuarto del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 





Informó que la Cámara de Diputados agregó al proyecto de ley una oración final, nueva, al mencionado inciso cuarto del artículo 116, con el objeto de garantizar el cumplimiento de las normas recientemente señaladas, en lo relativo al destino de las edificaciones y a las responsabilidades de los profesionales que intervinieron en el proceso de construcción, en virtud de los artículos 17 y 18 de la referida Ley General. Todo ello, mediante una declaración efectuada ante la Dirección de Obras Municipales.





Añadió que este nuevo requerimiento también se hará aplicable a las obras de carácter militar de las Instituciones ya señaladas, desde la entrada en vigencia de la ley a que de origen este proyecto.





La asesora de la División Jurídica del Ministerio de Justicia reiteró los objetivos de la iniciativa en estudio, destacando los motivos de seguridad carcelaria como uno de los principales objetivos de la misma. Recordó el caso de intento de fuga en base a los planos de edificación del Penal de Colina.





El Honorable Senador señor Orpis puso de relieve el carácter excepcional del proyecto de ley, y consultó por qué en lugar de exceptuar este tipo de obras del permiso municipal correspondiente, no se dispone el carácter reservado de la documentación que debe quedar en poder de la Dirección de Obras Municipales.





Indicó ser partidario de la segunda alternativa reseñada.





El Honorable Senador señor Pérez Varela planteó los problemas que podrían suscitarse en la interpretación del concepto de información secreta o reservada, contenida en el artículo 21 de la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública.





Asimismo, expresó sus dudas respecto a la pertinencia de la oración introducida por la Cámara de Diputados, referida a la declaración que deberá presentar el propietario ante la Dirección de Obras Municipales.





El Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo sostuvo que las normas de constructibilidad de los establecimientos carcelarios están debidamente resguardadas en los procesos de licitación a que están sujetos.





Respecto del cumplimiento de los planos reguladores, afirmó que la declaración que se exige al propietario, ante la Dirección de Obras Municipales, en cuanto al destino de las edificaciones e individualización de las personas a quien pudiere corresponder algún grado de responsabilidad, cautela también el destino del suelo en el cual se erige la edificación carcelaria.





El Honorable Senador señor Orpis subrayó que el propósito del proyecto es resguardar la seguridad de la ciudadanía y evitar la evasión de las personas sometidas a juicio desde los establecimientos carcelarios; pero no dice relación con el cumplimiento de las normas urbanísticas.





Formuló la siguiente consulta en el supuesto de aprobarse la iniciativa legal en estudio: qué ocurriría si se construye una cárcel en un lugar cuyo uso de suelo no lo permite. Sobre el particular, mencionó el caso ocurrido en la ciudad de Arica, donde en el centro de un barrio residencial se arrendó a Gendarmería un inmueble destinado a oficinas, con la consiguiente molestia y peligro para los vecinos del sector.





El asesor del Ministerio de Justicia explicó que el proyecto de ley homologa los recintos carcelarios de Gendarmería al  tratamiento otorgado a las construcciones militares pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las de Orden y Seguridad.





Indicó que la excepcionalidad en esta materia ya estaba establecida por el legislador en el artículo 116 de la Ley General, y que el proyecto de ley sólo la hace extensiva a los establecimientos carcelarios.





Destacó que el incumplimiento de las normas urbanísticas puede ser objeto de un reclamo de acción pública, de conformidad con lo prescrito en el artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en virtud del cual se podrían aplicar sanciones como multas y demoliciones, entre otras.





Añadió que este tipo de infracciones también puede ser objeto de un recurso de protección, según la Constitución Política de la República.





El Honorable Senador señor Orpis planteó si todas las clases y tipos de obras de Gendarmería estarían incluidas dentro de este proyecto de ley.  





El asesor del Ministerio de Justicia respondió que el artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, alude a las obras de carácter penitenciario, destinadas a sus fines propios, lo que limita el tipo de construcción sujeto a esta excepción.

- - - 





- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado, en general y en particular, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Naranjo y Pérez Varela, y una abstención, del Honorable Senador señor Orpis.

- - -
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


De conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo os propone aprobar el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en el artículo 116  del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones:


 


1. Sustitúyese en su inciso segundo, la frase “y de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”, por la siguiente: “y de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile”.


 


2. Modifícase el inciso cuarto de la siguiente manera:


 


i. Reemplázase el ordinal “tercero”, por “segundo”.


 


ii. Sustitúyese la expresión “y las de carácter policial de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública” por la siguiente: “, las de carácter policial de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y las de carácter penitenciario”.

 


iii. Suprímense las expresiones “militares o policiales”.


 


iv. Agrégase al final del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


 


“Concluidas las obras, el propietario deberá presentar una declaración ante la Dirección de Obras Municipales, indicando el destino de las edificaciones e individualizando a las personas a quienes pudiere corresponder algún grado de responsabilidad de conformidad a los artículos 17 y 18 de esta ley.”.".

- - -
Acordado en sesión celebrada el día 16 de diciembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Jaime Orpis Bouchon, Víctor Pérez Varela y Hosaín Sabag Castillo. 

Sala de la Comisión, a 18 de diciembre de 2008.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA IMPEDIR DESCUENTOS INDEBIDOS EN REMUNERACIONES DE LOS TRABAJADORES

(4663-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Gonzalo Arenas Hödar, Julio Dittborn Cordúa, Andrés Egaña Respaldiza, Enrique Estay Peñaloza, Marcelo Forni Lobos, Javier Hernández Hernández, Patricio Melero Abaroa, Carlos Recondo Lavanderos, Felipe Salaberry Soto y Felipe Ward Edwards.


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en los artículos 36 y 127 del Reglamento de la Corporación, aun cuando consta de un artículo único, atendido el tenor del debate de que da cuenta este informe. Asimismo, la Comisión resolvió, unánimemente, proponer a la Sala aprobarlo sólo en general y abrir un plazo de indicaciones para su revisión en segundo informe.


A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor legislativo, señor Francisco Del Río y el asesor jurídico, señor Cristián Pumarino. 


Asimismo, concurrió especialmente invitada para exponer su punto de vista en torno al proyecto de ley en informe, la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, representada por su asesora legal, señora Francisca Gostling, por el Gerente de Relaciones Humanas de Falabella, señor Andrés León, y por el Jefe del Departamento Relaciones Laborales de dicha empresa, señor Juan Luis Trejo.


Por su parte, la Asociación Gremial de Supermercados hizo llegar a la Comisión, su opinión por escrito respecto de la presente iniciativa legal. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Prohibir al empleador realizar descuentos en las remuneraciones de sus trabajadores por el no pago de instrumentos mercantiles previamente aceptados como medio de pago.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen a este proyecto de ley señala, entre sus fundamentos, los siguientes:


En primer término, explica que el Código del Trabajo establece taxativamente los ítems que pueden ser descontados de la remuneración del trabajador. Entre ellos menciona los siguientes:

- Los impuestos que graven tales remuneraciones; 


- Las cotizaciones de seguridad social; 


- Las cuotas sindicales, de acuerdo a la ley; 


- Las obligaciones con instituciones de previsión o con organismos públicos;


- Las cuotas correspondientes a dividendos hipotecarios por adquisición de viviendas, y


- Las cantidades indicadas por el trabajador para ser depositadas en una cuenta de ahorro para la vivienda abierta a su nombre en una institución financiera o en una cooperativa de vivienda, las que, en todo caso, no podrán exceder del 30% de la remuneración total del trabajador.


Puntualiza que las deducciones obligatorias referidas a las cuotas por dividendos hipotecarios y a las sumas depositadas en una cuenta de ahorro para la vivienda, sólo operarán en tanto exista una petición escrita del trabajador en tal sentido.


Por otra parte, agrega la Moción, la norma laboral dispone, en la misma forma perentoria, que “el empleador no podrá deducir, retener o compensar suma alguna que rebaje el monto de las remuneraciones por arriendo de habitación, luz, entrega de agua, uso de herramientas, entrega de medicinas, atención médica u otras prestaciones en especie, o por concepto de multas que no estén autorizadas en el reglamento interno de la empresa.".


Del precepto legal antes citado se infiere, según los autores de la iniciativa, que el legislador ha contemplado taxativamente los descuentos que el empleador está obligado a practicar en las remuneraciones de sus trabajadores y, por tanto, ha establecido cuales son los descuentos lícitos de efectuar. Sin embargo, advierten, existe un vacío legal que, en la práctica, posibilita que algunos empleadores efectúen descuentos distintos a los autorizados por la ley, como sucede, por ejemplo, en algunas estaciones de expendio de combustible, donde los concesionarios descuentan de la remuneración de sus trabajadores los cheques fraudulentos o no pagados por falta de fondos entregados como medio de pago por la compra de combustibles u otros asociados al servicio, a pesar de que ha sido el propio concesionario el que ha aceptado dicho medio de pago y, en consecuencia, el que ha asumido el riesgo de tal aceptación, por lo cual, sin duda, no es lícito que ese riesgo lo traslade posteriormente a su trabajador.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa legal, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó los principales aspectos de la misma. Al respecto destacó que, cuando se presentó a tramitación este proyecto de ley, originado en una moción parlamentaria, el Ejecutivo le prestó su apoyo atendido que aborda una problemática no menor y que se ha vuelto recurrente. Se trata, acotó, de aquellos casos en que el empleador hace participar al trabajador en los riesgos propios de su negocio, reflejando ciertas pérdidas en el monto de las remuneraciones, mediante descuentos que practica en estas últimas. Ello, advirtió, contraviene el denominado principio de ajenidad que se aplica en el ámbito del derecho laboral y conforme al cual el trabajador, en razón de la relación jurídica que lo vincula con su empleador, debe prestar un servicio, recibiendo a cambio una remuneración determinada. En ese esquema, es ajeno al trabajador el destino o resultado final del negocio correspondiente, lo cual se explica por cuanto el empleado no tiene injerencia alguna en los elementos decisorios o de control que conducen al éxito o fracaso de la empresa. Cuando tiene posibilidades de influir en dicho resultado, existen ciertos mecanismos legales para retribuir económicamente esa gestión, por ejemplo, la gratificación o la participación. En ese entendido, el principio de ajenidad separa al trabajador del riesgo del negocio, que es propio del empleador, permitiendo distinguir el contrato de trabajo de otras formas contractuales donde el riesgo se comparte entre las partes, como sucede, por ejemplo, con el contrato de sociedad.


Sin embargo, advirtió, en la realidad ha sido posible constatar la ocurrencia de ciertos hechos que contrarían dicho principio, en los cuales el trabajador se ve obligado a asumir la responsabilidad pecuniaria ante determinadas contingencias de pérdida. Subrayó que hay tres ejemplos claros que así lo demuestran. 


El primero de ellos -y tal vez el más conocido-, corresponde al caso de quienes prestan servicios en las estaciones de expendio de combustibles. Suele suceder, acotó, que estos trabajadores responden económicamente por las ventas efectuadas y cuyo precio no es finalmente pagado, por cuanto el instrumento recibido al efecto presenta algún problema a su cobro. Así acontece, por ejemplo, con un cheque que resulta protestado por no pago por falta de fondos. Tras ello, se descuentan al trabajador de sus propias remuneraciones las sumas no pagadas.


Una segunda situación de esta naturaleza, se presenta respecto de los trabajadores de los supermercados, quienes responden con sus remuneraciones por el precio de las mercaderías que los clientes seleccionan pero que finalmente no compran. En efecto, explicó, es de ordinaria ocurrencia que los clientes de estos establecimientos no compren productos que previamente han hecho pesar y marcar con su precio. Ese proceso, apuntó, significa la codificación del producto, tras lo cual la compraventa se entiende cursada, aun cuando en los hechos ésta no se haya perfeccionado porque el usuario desistió de la compra y, por ende, no pagó el precio de la misma. Ese valor, es posteriormente descontado de la remuneración del empleado que atendió la respectiva operación de pesaje y codificación.


Un tercer caso, es el de los empleados de los hoteles, quienes también se ven obligados a responder con sus remuneraciones, cuando los instrumentos recibidos en pago por los servicios de hotelería prestados, adolecen de una dificultad que impide concretar dicho pago. 


Agregó que, sobre la base de tales antecedentes, que revelan la gravedad de los hechos de que se trata, el Ejecutivo compartió el objetivo trazado por la iniciativa legal en análisis, la cual propone resolver la problemática descrita, aplicando el principio de ajenidad y reforzando la regulación sobre protección de las remuneraciones.


A continuación, los miembros de la Comisión debatieron en torno al tema en estudio.


El Honorable Senador señor Sabag señaló que, sin duda, las situaciones descritas ameritan un acabado análisis, el cual debe incluir los diversos ángulos desde los cuales es posible revisar estos problemas ya que, si bien es inconcebible que se traspase a los trabajadores el riesgo del negocio, existen ciertos aspectos que no pueden dejar de tenerse en consideración. Así por ejemplo, acotó, en el caso de los establecimientos de expendio de combustibles, si el empleador ha impartido expresas instrucciones prohibiendo la recepción de cheques como medio de pago, y el trabajador, no obstante ello, acepta tales documentos, entonces será él quien responda ante la eventualidad de que, por alguna circunstancia, el pago no se concrete. En tal caso, apuntó, la responsabilidad deriva de no haber acatado una orden específica del empleador y, por tanto, no puede ser éste último quien asuma las consecuencias económicas de ello, toda vez que él adoptó las providencias pertinentes para evitar el perjuicio y, sin embargo, no fue obedecido.


Tratándose de los trabajadores de los supermercados, indicó que es necesario resolver el problema de los descuentos en las remuneraciones con motivo de los productos que los clientes seleccionan, solicitan que se marquen con su peso y precio, pero que, finalmente, no compran. Para solucionar este desajuste, agregó, incluso debería existir un mecanismo para reingresar el producto al stock del supermercado, de modo que el trabajador no sea obligado a responder por el hecho de un tercero cuya conducta le es ajena.


El Honorable Senador señor Pérez Varela advirtió que la norma exige que el documento mercantil entregado, sea aceptado por el empleador como medio de pago. En razón de ello, añadió, no estaría en la hipótesis del proyecto el caso de un trabajador que, haciendo caso omiso de las instrucciones impartidas por su empleador, igualmente recibe cheques en pago. En tal evento, el trabajador que ha contrariado las órdenes del empleador, actúa por su cuenta y riesgo, en tanto que el empleador, habiendo manifestado la prohibición pertinente, no ha aceptado documento alguno, razón por la cual no se configuraría el supuesto legal que se intenta remediar.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente sus observaciones en los siguientes aspectos. En primer término, señaló que la expresión “aceptado” podría generar una dificultad que sería preciso aclarar. En efecto, explicó, de acuerdo a la terminología técnica, propia del derecho comercial, la aceptación de un instrumento mercantil, como es por ejemplo una letra de cambio o un cheque, es un acto jurídico propio del banco o “librado” y, por tanto, el uso de dicha nomenclatura para referirse a la recepción de tal documento de pago por parte del empleador, podría inducir a confusión. En ese entendido, sugirió, podría ser más adecuada para tales efectos la palabra “autorizados” o bien la expresión “cuya recepción haya sido autorizada por el empleador”.


En un segundo orden de ideas, Su Señoría expresó que es importante distinguir las diferentes situaciones que a este respecto pueden verificarse. Por una parte, acotó, está el caso del empleador que ha impartido órdenes expresas para no recibir cheques en su establecimiento. Si, a pesar de ello, el trabajador recibe tales documentos, el empleador no estaría obligado a asumir una eventual pérdida económica, toda vez que ella derivaría del incumplimiento en el que habría incurrido el trabajador, siendo este último, por tanto, el responsable por los perjuicios que de dicho desacato se deriven. Por otra parte, está el caso del empleador que, si bien permite la recepción de cheques, ha instruido a sus trabajadores en torno a un conjunto de resguardos que deben cumplirse en forma previa a recibir el documento, como por ejemplo, verificar la identidad del girador, solicitar su número de Rol Único Tributario, entre otras medidas de ese tipo. En esta última situación, cumplidas las exigencias impuestas, el riesgo sería del empleador, quien, bajo esos requisitos, ha autorizado que el pago se efectúe mediante un cheque. Sin duda, subrayó, se trata de situaciones de diversa índole que ameritan, por tanto, ser revisadas individualmente para esclarecer si quedan cubiertas por la presente iniciativa legal o si es necesario hacer algunos ajustes en el texto de la norma propuesta.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto se manifestó partidario de mejorar la redacción del precepto en estudio, sólo en lo relativo a sustituir la expresión “aceptado” por “autorizado”, no así en lo referente a incluir una mención a los resguardos o procedimientos que podrían exigirse al trabajador antes de recibir los documentos de pago en cuestión. Lo anterior, explicó, por cuanto para los empleados de una bomba de combustibles será muy difícil cumplir con tales exigencias, pues el suyo es un trabajo que debe realizarse con cierta rapidez a fin de no entorpecer el regular ingreso y salida de vehículos y, dentro de ese contexto, sería muy complicado cumplir, además, con ciertas instrucciones para el resguardo del pago. Agregó que, si el empleador decide recibir cheques u otros documentos en pago, está asumiendo el riesgo derivado de los mismos. En caso contrario, debería prohibir expresamente la recepción de tales instrumentos. Enfatizó que los trabajadores de estas estaciones de servicios y expendio de combustibles constituyen un sector cuyas condiciones laborales no son las mejores, tampoco son bien remunerados y les es muy difícil organizarse sindicalmente, con lo cual no pueden plantear en forma orgánica un mejoramiento remuneracional. Esta situación de los descuentos que se les aplica en sus sueldos por los problemas registrados en el pago de los productos vendidos, es una carga más que deben soportar, la que, en su opinión, se haría más pesada aún, si se les impusiera esta exigencia adicional de resguardo.


En consecuencia, reiteró su conformidad con que la norma haga referencia a los documentos mercantiles cuya recepción haya sido autorizada -y no aceptada- por el empleador, pero no así en torno a la señalada obligación de cotejar antecedentes en pro de resguardar el pago en cuestión. Para tales efectos, la norma tendría que establecer una clara diferenciación entre estos trabajadores y, por ejemplo, los empleados de hoteles, quienes, en razón de sus funciones y su capacitación, podrían estar en mejores condiciones para efectuar la revisión previa de la referida documentación.


El Honorable Senador señor Allamand apuntó que el caso de los trabajadores que se desempeñan en los hoteles, bien podría ser asimilado a quienes prestan servicios en los restaurantes, con lo cual sería necesario tener especial cuidado con las distinciones que eventualmente pudiera hacer la norma.


El Honorable Senador señor Sabag acotó que este problema parece ser más frecuente entre los trabajadores que laboran en las estaciones de servicio, que en otra clase de establecimientos -como por ejemplo, los hoteles-, porque en estos últimos siempre se aplican ciertas de medidas de resguardo que están previamente establecidas y que son parte de la forma de operación regular de la empresa o negocio.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo presente que, en verdad, nada impide que el empleador incluya en los contratos de trabajo o en el reglamento interno de la empresa, ciertas instrucciones que, con mayor o menor grado de detalle y especificación, permitan la gestión del negocio. Entre ellas, acotó, bien podrían incluirse disposiciones relativas a la recepción de instrumentos mercantiles como medio de pago, ya sea para prohibir que se reciban dichos documentos, o bien, para permitir su recepción bajo el cumplimiento previo de determinadas pautas o procedimientos de verificación de los antecedentes de quien emite los documentos. Si así acontece, aclaró, el trabajador deberá acatar las instrucciones impartidas por el empleador en este aspecto y, por tanto, tras el incumplimiento de las mismas, incurrirá en las responsabilidades a que haya lugar. Por el contrario, si el empleador autoriza, en forma pura y simple, el pago mediante la recepción de cheques, está asumiendo la eventual pérdida por el no pago de los mismos. Es decir, ambas situaciones son distintas y devienen en diferentes responsables.


De este modo, reiteró, si el empleador ha emitido un conjunto de órdenes relativas al procedimiento para la recepción de tales instrumentos de pago, ya sea mediante la incorporación de dichas disposiciones en el contrato de trabajo o en el reglamento interno, el trabajador quedará sujeto a las mismas y, si las contraviene, entonces el riesgo por el no pago del documento deberá ser asumido por él, haciendo efectiva la responsabilidad que le cabe al respecto. Si se eximiera de responsabilidad al trabajador aun cuando contravenga las normas reglamentarias de la empresa, podría dar lugar incluso al fraude, situación que no es posible permitir.


Por consiguiente, apuntó, podría incorporarse en la norma propuesta una mención a estas instrucciones que puede emitir el empleador para los señalados efectos. Asimismo, sugirió establecer que tales órdenes deberán impartirse por escrito, para precaver los casos en que ellas no sean incluidas en los contratos de trabajo ni en el reglamento interno, o bien, se trate de empresas que no estén obligadas por ley a tener dicho reglamento.


En consecuencia, el Ejecutivo comprometió una nueva redacción para la norma en análisis, en la cual se contemplen las enmiendas pertinentes, tanto para reemplazar la palabra “aceptado” por “autorizado”, como para hacer referencia a las instrucciones escritas que al efecto imparta el empleador, al tenor de lo señalado precedentemente.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que se encuentra radicado para su estudio en esta Comisión, un proyecto de ley, iniciado en una Moción de su autoría, que se relaciona con la materia objeto de este debate.


En efecto, acotó, se trata del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el fin de sancionar pecuniariamente al empleador que efectúa descuentos ilegales a sus trabajadores (Boletín Nº 5.250-13).


El objetivo de dicha iniciativa legal, subrayó, es establecer la prohibición de efectuar cualquier descuento en las remuneraciones de los trabajadores, con motivo de situaciones propias del riesgo comercial o del giro de la empresa. Asimismo, dispone que la contravención a dicha prohibición, constituirá un incumplimiento grave de las obligaciones que impone el contrato de trabajo, contemplando al efecto sanciones de carácter pecuniario.

En razón de lo anterior, Su Señoría propuso que el referido proyecto de ley sea tenido a la vista durante el debate de la presente iniciativa legal, toda vez que abordan una misma problemática, inciden en idéntico artículo del Código del Trabajo y contemplan modificaciones que se orientan en un mismo sentido.


La Comisión coincidió con la referida propuesta, toda vez que sería pertinente tener presente la señalada iniciativa de ley, en la medida que ella concierne a la materia actualmente en análisis.


En la sesión siguiente, el Ejecutivo propuso dos enmiendas al artículo único del proyecto. La primera de ellas, para reemplazar en el inciso cuarto que se agrega al artículo 58 del Código del Trabajo, la palabra “aceptados” por “autorizados”. La segunda, para incorporar al citado precepto, un inciso quinto del siguiente tenor:


“La autorización del empleador, señalada en el inciso anterior, deberá constar por escrito, así como también los procedimientos que el trabajador debe cumplir para recibir como forma de pago los respectivos documentos mercantiles.”.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó la referida propuesta en los siguientes términos. Respecto de la primera, señaló que ella responde a la sugerencia formulada durante este debate para sustituir la palabra “aceptados” por “autorizados”, a fin de evitar dudas interpretativas dada la significación técnica que aquella expresión tiene en el ámbito del derecho comercial.


En relación a la segunda, añadió, se explicita en la norma la facultad del empleador para establecer ciertos procedimientos para la aceptación en pago de instrumentos mercantiles. Dichos procedimientos deberán constar por escrito, dejándose abierta la posibilidad de que tal escrituración se efectúe en los contratos de trabajo, en el reglamento interno de la empresa o en otros medios escritos que den cuenta de las instrucciones impartidas, como por ejemplo, circulares. De esta manera, el trabajador quedará obligado a lo que expresamente se haya establecido al efecto.


El Honorable Senador señor Letelier consultó por la pertinencia de la palabra “autorizado”, particularmente en razón de los mecanismos de consulta de cheques que se utilizan regularmente, tras los cuales, la empresa verificadora también da un visto bueno al documento consultado. En tales casos, apuntó, podría no ser tan claro quién es el que presta la respectiva autorización.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social indicó que se trata de situaciones distintas. La consulta de cheques es un servicio que el empleador tiene contratado con una empresa especializada en la materia, en cambio la norma en análisis regula la relación entre el empleador y el trabajador en cuanto a los procedimientos a que estará sujeta la recepción de documentos mercantiles como medio de pago. El resguardo que se adopta, añadió, es que tales procedimientos consten por escrito.


Enseguida, la Comisión escuchó a los representantes de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, quienes expusieron sus observaciones en torno a la materia en estudio.


En primer lugar, intervino la señora asesora legal de dicha entidad, quien se refirió a las modificaciones propuestas para el artículo 58 del Código del Trabajo, tanto por la presente iniciativa legal (Boletín Nº 4.663-13), como a la contemplada en el proyecto de ley iniciado en moción del Honorable Senador señor Letelier (Boletín Nº 5.250-13). 


Acompañó su intervención con dos documentos, el primero de los cuales, consigna los comentarios formulados respecto de ambos proyectos de ley, en tanto que, el segundo, contiene el texto propuesto por la referida entidad para la modificación en análisis.


Ambos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En la referida exposición, la señora asesora legal de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile abordó los siguientes temas:


- Opinión de los asociados a dicha entidad, ligados al rubro en cuestión. A este respecto señaló que, tras ser consultados tanto los representantes de la Asociación de Distribuidores de Combustibles como los personeros del comercio retail, manifestaron desconocer que las prácticas descritas acontecieran en el sector, ya sea en forma esporádica o de manera habitual. Coincidieron, asimismo, en su preocupación sobre el tema, el cual ameritaría que se analice la real magnitud del problema denunciado antes de legislar sobre el mismo. De igual modo, advirtieron sobre la necesidad de revisar las consecuencias que tal regulación podría generar, particularmente en orden a amparar finalmente hechos ilícitos en que pueda incurrir el trabajador -como, por ejemplo, el hurto hormiga interno-, tras impedir al empleador la posibilidad de efectuar descuentos en las remuneraciones.


- Efecto práctico de la normativa propuesta. Sobre el particular, la señora asesora legal señaló que en la actualidad, si el empleador hace un descuento indebido, el trabajador puede reclamar por vía administrativa o judicial, mientras el empleador que no descuenta, sólo puede hacer efectiva la responsabilidad por la vía judicial. Por otra parte, si la autoridad del trabajo considera que el descuento está traspasando el riesgo del negocio al trabajador, cursará una multa, de cuyo pago el empleador podrá eximirse sólo si devuelve la cantidad descontada; sin embargo, si paga la multa, sólo podrá ser obligado a restituir el descuento por la vía judicial. De aprobarse esta legislación, añadió, aun cuando se obligue a rembolsar, el empleador podría esperar a ser demandado para luego reconvenir cuando exista responsabilidad del trabajador, logrando con ello no sólo evitar la devolución, sino que también obteniendo la declaración judicial del derecho a retener lo descontado. Por consiguiente, en opinión de la Cámara de Comercio en referencia, esta normativa, más que un aporte, podría significar, a la postre, una mayor judicialización de los temas laborales. Una alternativa en lugar de legislar, agregó, podría ser aplicar las sanciones actualmente contempladas a quienes practiquen este tipo de descuentos. 

- Textos normativos propuestos por los proyectos de ley correspondientes a los Boletines números 4.663-13 y 5.250-13. Al respecto, expresó que parece más acertada la redacción de la iniciativa legal contenida en el Boletín Nº 4.663-13, ya que denota un carácter más amplio, tal como es propio de una norma jurídica general, impidiendo los descuentos en que el empleador traspasa su riesgo al trabajador. Sin perjuicio de lo anterior, anotó, sería necesario contemplar un mecanismo que permita hacer efectiva la responsabilidad del trabajador cuando ha procedido a la recepción de un documento mercantil sin sujeción a las normas establecidas por la empresa para la mitigación del riesgo. 

En cuanto a la moción del Senador Letelier (Boletín Nº 5.250-13), señaló que ella contiene una calificación anticipada de un hecho, toda vez que lo considera un incumplimiento grave de las obligaciones del contrato de trabajo, lo cual sería de la mayor gravedad puesto que configuraría una causal de “autodespido” automático, con las serias consecuencias económicas que ello conlleva, estableciendo para este caso una sanción aún mayor que las existentes para el no pago de remuneraciones, lo que podría resultar desproporcionado.

Posteriormente, expuso el señor Gerente de Relaciones Humanas de la empresa Falabella, quien acotó que sus comentarios dicen relación con los antecedentes y la experiencia verificada en dicha empresa y en su relacionada Sodimac. En ambos casos, enfatizó, estos descuentos en las remuneraciones motivados en el no pago de documentos mercantiles, robos, hurtos o destrozos en los locales comerciales, no han sido jamás una práctica, ni habitual ni aislada, por parte de las referidas empresas, las cuales se limitan a efectuar sólo las deducciones expresamente autorizadas por la ley. Asimismo, agregó, resulta extraño que se trate de una práctica regular en el comercio en general, el cual se ha preocupado de adoptar diversas medidas de resguardo para evitar pérdidas, ya sea en sus productos o en sus instalaciones, como por ejemplo, manteniendo guardias de seguridad. En consecuencia, no parece ser una problemática universal que afecte al sector. Lo mismo acontece, añadió, con el caso del hurto hormiga, respecto del cual las estadísticas internacionales señalan que aproximadamente en un 75% sería de carácter interno, sin embargo, nuestra realidad empresarial revela porcentajes mucho menores al respecto. 


En ese contexto, agregó, los contratos de trabajo y el reglamento interno de la empresa, contienen normas que están destinadas a amparar a los buenos trabajadores y, respecto de quienes incurren en alguna conducta ilícita, se siguen los conductos regulares para la aplicación de las correspondientes sanciones legales.


Para ejemplificar lo anterior, señaló que, en el caso puntual de Falabella, para mitigar los efectos de las pérdidas en caja, se contempla una asignación especial que se paga a los cajeros, con cargo a la cual se descuentan los descuadres que se registren en las cajas pagadoras. Si, por el contrario, no se produce desajuste alguno, la asignación la recibe íntegramente el trabajador. Aclaró que en este caso no se genera un descuento en el sueldo del trabajador, toda vez que se trata de una asignación especial -denominada de pérdida de caja-, que no es constitutiva de remuneración. Señaló que ello, además, está conforme con la política de recursos humanos de la empresa que representa, la cual tiene especial preocupación por sus trabajadores y su situación económica, prueba de lo cual es la permanente asistencia y capacitación que se les ofrece en materia de administración del presupuesto familiar.


A continuación, los miembros de la Comisión efectuaron sus consultas y observaciones respecto a la materia en debate.


El Honorable Senador señor Allamand indicó que estamos frente a dos proyectos de ley que, si bien se inspiran en un mismo espíritu, apuntan hacia hipótesis distintas. Uno de ellos, acotó, se refiere al problema producido, por ejemplo, en las bombas de bencina, por el descuento aplicado a las remuneraciones de los trabajadores para recuperar el valor de los cheques recibidos por éstos pero que, finalmente, no han sido pagados, con lo cual el riesgo del negocio es traspasado a estos últimos. El otro proyecto, en tanto, dice relación con los hurtos o destrozos que se producen al interior de los locales comerciales, tras lo cual el empleador descuenta de las remuneraciones de los trabajadores a cargo de la sección respectiva, el monto de los bienes hurtados o destrozados. Por consiguiente, a pesar de responder a una misma razón, se trataría, en verdad, de situaciones diferentes. Ahora bien, consultó, si las empresas efectúan este tipo de prácticas con habitualidad, o si, por el contrario, son sólo casos aislados.


El Honorable Senador señor Letelier explicó que el principio que se pretende resguardar con iniciativas legales como las que se estudian, es el de respeto y protección de las remuneraciones, de modo tal que, bajo ninguna circunstancia el empleador pueda, en forma unilateral, descontar suma alguna de las mismas. Para tales efectos, la propuesta deriva, en el fondo, en una alteración de la carga de la prueba, toda vez que, en la actualidad, si se efectúa un descuento improcedente, el trabajador debe recurrir a la instancia pertinente y probar que dicho descuento es indebido. En cambio, si se establece expresamente que la remuneración es invulnerable, el empleador que quiera practicar un descuento que no está autorizado por la ley, tendrá que ser él quien recurra a la autoridad correspondiente y acredite que el trabajador ha incurrido en una conducta ilícita que amerita la autorización de un descuento en sus remuneraciones para resarcir el daño causado. Por tanto, la regla debería ser que quien quiere efectuar un descuento remuneracional, debe acreditar la pertinencia del mismo, y no que quien lo sufre deba, además, probar que es indebido.


La situación descrita, agregó, va mucho más allá de aquellos casos en que el trabajador no ha respetado los procedimientos establecidos por la empresa para la recepción de documentos mercantiles. En ese evento, si hay un incumplimiento de dichos procedimientos, estaríamos frente a un incumplimiento de las normas del contrato de trabajo y del reglamento interno de la empresa, lo cual no es posible amparar. Subrayó que ese no es el espíritu de los proyectos, los cuales se orientan a aquellos casos en que la pérdida deviene del hecho de un tercero, que es ajeno al trabajador y que, no obstante ello, se hace responsable a este último, obligándolo a asumir la reparación a costa de su propia remuneración. 


En cuanto a las multas contempladas como sanción en la moción de su autoría, explicó que ellas responden a la necesidad de ilustrar la gravedad de estos hechos, precisamente porque lo que se persigue es que, bajo ninguna circunstancia, las remuneraciones sean afectadas por descuentos indebidos. Sin perjuicio de lo anterior, añadió, es un tema que habrá que revisar para establecer lo que sea más atinente al caso.


En otro orden de ideas, Su Señoría hizo presente que, si se trata de un buen empleador que cumple con la normativa vigente y que, incluso, tiene considerado y asumido un rango de pérdidas en ventas -como el caso recién descrito de la empresa Falabella, que contempla una asignación especial de pérdida de caja-, una norma como la que se propone no le afectaría ni incidiría en la regular gestión de su negocio. Más aún, apuntó, sus propias políticas de recursos humanos revelarían que comparten el principio de respeto a las remuneraciones.


El señor Gerente de Relaciones Humanas de Falabella indicó que, en su opinión, si bien se comparte el principio general, la diferencia puede estar en la forma de resguardar dicho principio. En efecto, precisó, en la actualidad ya existen normas legales que contemplan los mecanismos pertinentes para dar solución a la problemática planteada, los cuales más bien dicen relación con la fiscalización que con la necesidad de establecer una legislación especial sobre la materia, la cual podría conducir a un exceso de normativa, donde la regulación de lo particular prive a las disposiciones legales del carácter general que debe serles propio.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó cuál es la visión que sobre esta materia tienen las restantes empresas que operan en el ámbito del retail.


La señora asesora legal de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile expresó que, en forma previa a esta sesión, tomó contacto con representantes de la Cámara de Comercio de Santiago, que es la entidad que se relaciona más directamente con el sector del retail. Consultados sobre el tema, añadió, la respuesta fue que no compartían estas prácticas de descuentos no autorizados en las remuneraciones de los trabajadores, así como tampoco tenían conocimiento de empresas que incurrieran en ese tipo de conductas, ni en forma aislada ni menos de manera regular o habitual, razón por la cual manifestaron su sorpresa en torno al tema. Agregó que, de igual modo, se comunicó con personeros de Falabella y Sodimac, así como también conversó con la Asociación de Distribuidores de Combustibles y, en todos los casos, la reacción fue de total rechazo a la situación. Más aún, en el caso de esta última, que sostiene reuniones periódicas con los respectivos trabajadores, informó que ni siquiera registran reclamos por parte de éstos con motivo de deducciones indebidas en sus remuneraciones.


Por su parte, el señor Gerente de Relaciones Humanas de Falabella reiteró que, en lo que se refiere a las empresas que operan en el ámbito del retail, no tiene conocimiento de que estas prácticas se lleven a efecto, ni de forma aislada ni, mucho menos, de manera generalizada.


El Honorable Senador señor Pérez Varela formuló dos consultas a los representes del Ejecutivo. Por una parte, preguntó cuáles son las estadísticas que se registran sobre esta materia en la Dirección del Trabajo -ya sea por sectores o por regiones-, tanto en lo relativo a las denuncias efectuadas como en lo referido a las fiscalizaciones que haya realizado la autoridad y en las cuales haya detectado irregularidades por descuentos arbitrarios en las remuneraciones de los trabajadores. Por otra parte, consultó la opinión del Ministerio del ramo en torno a los mecanismos que actualmente se contemplan en la ley para hacer frente a este tipo de situaciones, particularmente si ellos son suficientes al efecto, si han operado en la dirección correcta o si, por el contrario, requieren de un perfeccionamiento que permita que el sistema de control sea exitoso. 


El asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, en relación a la primera pregunta, indicó que sería necesario solicitar a la Dirección del Trabajo la información relativa a la infraccionalidad por descuentos indebidos en las remuneraciones, requiriendo, en lo posible, antecedentes desagregados por sector o por región. Advirtió que, en todo caso, es probable que este problema no resulte detectado en las fiscalizaciones programadas, porque es posible que un descuento indebido no aparezca en la liquidación de remuneración mensual, la cual registrará una cifra total determinada, mientras que, en los hechos, se paga al trabajador una cantidad menor, tras la aplicación del respectivo descuento. De este modo, es más factible que los datos que existan, deriven de las denuncias efectuadas al respecto.


En cuanto a la segunda consulta, señaló que el sistema actual opera sobre la base de la denuncia de los trabajadores ante el órgano fiscalizador. Sin embargo, añadió, es innegable que, tras un descuento indebido, la posibilidad de denunciar enfrenta al trabajador a una situación compleja que, incluso, podría colocar en riesgo la relación laboral misma. Desde esa perspectiva, explicitar en la ley el ilícito laboral motivado en estos descuentos, podría ser un buen medio para evitar tales consecuencias. 


El Honorable Senador señor Letelier agregó que para un trabajador que percibe como remuneración el ingreso mínimo mensual, el reclamo le significa un costo que no se encuentra en condiciones de asumir, ya sea por el desembolso económico que involucra o por las dificultades para hacerlo o derivadas de hacerlo. El problema, agregó, afecta mayormente a los trabajadores más vulnerables, aquéllos que perciben menores ingresos y que tampoco están organizados en sindicatos, lo cual, quizás no corresponde al caso de las grandes empresas, que operan de manera distinta, aplican diversos mecanismos de resguardo y sus trabajadores están organizados. En el caso de los establecimientos de expendio de combustibles, en cambio, sus trabajadores han logrado conformar sindicatos a nivel regional o nacional, porque no hay empleados en número suficiente para formar un sindicato en cada estación de servicios, de modo tal que son más susceptibles de ser vulnerados en sus derechos, sin tener posibilidad real de defensa. En consecuencia, los proyectos de ley en estudio ofrecen un mecanismo de defensa al respecto, porque alteran el peso de la prueba, evitando el descuento no autorizado en las remuneraciones. Ello refleja el principio de inviolabilidad de las mismas.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que, de acuerdo a su experiencia profesional, el trabajador de un establecimiento de expendio de combustibles que sufre un descuento en su remuneración por un cheque que recibió y que posteriormente no fue pagado, no denuncia este hecho, toda vez que con ello no sólo no resuelve el problema, sino que, más aún, pone en riesgo su fuente laboral, ya que en los casos más extremos, el empleador despide al trabajador por incumplimiento grave de las obligaciones que impone en contrato, por haber recibido tal documento de pago. A mayor abundamiento, en el caso de las regiones, el mercado laboral en este campo es muy reducido, por lo cual si el trabajador pierde su empleo por esta causa, le resulta muy difícil ser contratado nuevamente. Ante tal circunstancia, el empleado opta por pactar alguna forma de pago gradual que le permita evitar el descuento total e inmediato de las sumas impagas.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social añadió que, tras todo este problema, también hay un elemento cultural que es difícil de contrarrestar, por cuanto hoy día, el trabajador que ingresa a prestar servicios en un establecimiento de expendio de combustibles, asume desde ya que “cheque malo es cheque pagado”. Así lo sabe y lo ha sabido históricamente, de modo que ello representa un aspecto no menor que resolver en este ámbito.


Enseguida, sugirió escuchar a los autores del proyecto de ley que cumple su segundo trámite constitucional, a fin de conocer cuál fue la voz de referencia que tuvieron ellos para plasmar este tema en una iniciativa parlamentaria. Lo anterior, porque precisamente el índice de denuncias puede ser muy bajo como para ser un factor revelador de lo que acontece en los hechos, sin considerar además que cualquier información sobre la materia necesita ser cruzada con diferentes antecedentes para que arroje resultados que reflejen una determinada realidad.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto recordó que en la Cámara de Diputados a lo menos dos comisiones investigadoras se abocaron al estudio de este tema, y propuso, por tanto, tener a la vista los informes que hayan sido emitidos o los antecedentes que fueron considerados en dichas instancias, a fin de ilustrar a la Comisión en torno a esta materia.


El Honorable Senador señor Letelier enfatizó que los proyectos de ley en estudio se sustentan en hechos reales, cuyo acontecimiento quedó demostrado en las referidas Comisiones Investigadoras Especiales constituidas en la Cámara de Diputados. De allí surgió, precisamente, la necesidad de resguardar un principio fundamental como es el de la protección de las remuneraciones, a fin de que bajo ningún concepto el empleador, por sí y ante sí, pueda descontar suma alguna del estipendio que paga al trabajador. Sin embargo, insistió, la realidad es otra, y la cantidad de casos en que ello ocurre, hace urgente una modificación legal en el sentido que se viene proponiendo. De ahí la importancia de aprobar las iniciativas de ley en estudio, sin perjuicio de los perfeccionamientos que se puedan incorporar en la norma, como por ejemplo, en el ámbito de las multas destinadas a castigar estas conductas. A este respecto, anunció la presentación de una indicación referida precisamente a dichas multas, a fin de hacer un ajuste en el aspecto sancionatorio.


Concluyó enfatizando que ambos proyectos de ley apuntan en una misma dirección, hacia un mismo principio, y la diferencia que puede advertirse, es que uno -el de su autoría-, es más amplio que el otro, toda vez que contempla otras causales además del no pago de cheques recibidos.


Finalmente, la Comisión, compartiendo el principio básico de protección de las remuneraciones, y coincidiendo con el objetivo trazado por el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo impidiendo descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores (Boletín Nº 4.663-13), estimó pertinente aprobar en general dicha iniciativa, y proponer a la Sala considerarla del mismo modo, a fin de abrir un plazo para presentar indicaciones que permitan mejorar la normativa propuesta.


En dicho plazo, por consiguiente, podrían formularse las indicaciones pertinentes para incorporar la redacción sugerida en esta sesión por el Ejecutivo, así como también para introducir, en lo que corresponda, las modificaciones contempladas en la iniciativa del Honorable Senador señor Letelier, atendida la imposibilidad reglamentaria de refundir ambos proyectos de ley.


- En consecuencia, puesto en votación en general el proyecto de ley cuyo Boletín es el Nº 4.663-13, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear y Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Pérez Varela.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 58 del Código del Trabajo:


“Asimismo, no podrá deducir, retener o compensar suma alguna por el no pago de documentos mercantiles aceptados por el empleador como medio de pago.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 17 de diciembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Andrés Allamand Zavala (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Hosaín Sabag Castillo) y señores Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 23 de diciembre de 2008.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE LA ACTIVIDAD DE LOBBY
(6189-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.

A las sesiones en que esta Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo; el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; los asesores, señora Karina Henríquez y señor Marco Opazo; de la Comisión de Probidad y Transparencia: el Secretario Ejecutivo, señor Felipe del Solar; de la Corporación Chile Transparente, el Vicepresidente, señor Edgardo Boeninger, y el Jefe de Estudios, señor Marcelo Cerna; de la Organización Independientes en Red, la Directora Ejecutiva, señora Cristina Bitar; de la Agencia Imaginaccion Consultores, el Ingeniero Civil, señor Carlos Correa, y de la Agencia Hill & Knowlton Captiva, el Director de Asuntos Públicos, señor Max Cano.

I. OBJETIVO


Fortalecer la transparencia en la gestión de los asuntos públicos; y reconocer y regular el lobby como una actividad de promoción, defensa o representación de intereses respecto de las decisiones que, en el ejercicio de sus respectivas funciones, adopten la Administración del Estado o el Congreso Nacional.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

1. Prevenimos que los artículos 7°; 16; 17; 18; 19 y 22, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues inciden en materias vinculadas con las atribuciones del Banco Central, de la Contraloría General de la República y de los Tribunales de Justicia.


2. De conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política, durante la discusión en general de la iniciativa, esta Comisión ofició a la Excma. Corte Suprema con el fin de que se pronunciara respecto de los artículos 7°, 19 y 22, que facultan a las Cortes de Apelaciones para conocer de los recursos de reclamación que dichos preceptos regulan.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Constitución Política.


2. Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


3. Ley Orgánica Constitucional del Banco Central.


4. Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República.


5. Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


6. Ley que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

3.2. De Hecho


El mensaje con que se inició la tramitación de esta iniciativa en el Senado recuerda el anterior proyecto enviado a la Honorable Cámara de Diputados en el año 2003, despachado por el Congreso en abril del presente año. Agrega que durante su tramitación dicho proyecto fue objeto de un extenso debate en el que participaron académicos y expertos cuyo aporte conjuntamente con los de Parlamentarios de las distintas corrientes políticas, de gran relevancia, permitió constatar que la normativa propuesta admitía nuevas mejoras, lo que motivó al Ejecutivo a comprometerse en un nuevo texto y a los Parlamentarios a darle prioridad, que recogiera los planteamientos surgidos del debate.


Lo anterior, continúa, significó descartar la aprobación final de dicho texto y ocuparse del que se acompaña a este mensaje, que recoge los consensos alcanzados en aquél, el posterior veto del Ejecutivo y otros elementos adicionales.


En el segundo parágrafo, “Fundamentos del Proyecto”, el mensaje destaca que éstos coinciden con los de la anterior iniciativa, esto es, la transparencia de las decisiones públicas y la experiencia comparada en lo relativo a las gestiones de lobby.


En relación con la transparencia, el mensaje pone el énfasis en la “captura” de la autoridad por los intereses privados en detrimento del bien común, afectando la igualdad de derechos y distorsionando la forma en que se deciden los asuntos públicos. Otro efecto negativo de la “captura” es el que recae en la libre competencia, pues las decisiones se adoptan favoreciendo al que ejerce mayor influencia.


Recuerda enseguida el mensaje, en lo que respecta a la experiencia comparada, la legislación de los Estados Unidos de Norteamérica, que desde 1946 regula las actividades de lobby. Esa normativa, actualizada en 1995 por la “Lobby Disclosure Act”, define qué se entiende por lobby, quiénes ejercen esta actividad; los casos que quedan excluidos de ella; el registro de los agentes de lobby y su obligación de informar sus gestiones.


Explica, también, que la Unión Europea dictó una “Comunicación” en 1992, mediante la cual propuso regulaciones para los grupos de presión y las instituciones de la Unión; y que en el Reino Unido, desde 1998, existen instrucciones para los ministros de Estado en sus vinculaciones con los lobbystas.


Por lo que hace a Latinoamérica, el mensaje menciona la legislación argentina: el “Reglamento General de Audiencias Públicas del Poder Ejecutivo Nacional” y el “Reglamento General para la Publicidad de la Gestión de Intereses en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional”.


El tercer acápite del mensaje, “Principios del Proyecto de Ley”, consagra el principio de la transparencia de la información respecto de las personas, las formas y los motivos por los cuales se efectúan los contactos entre las gestores de intereses y los agentes públicos. Agrega que tales contextos son imposibles de eludir y, aún más, aparecen como necesarios para que la decisión que adopte la autoridad sea previamente informada de las circunstancias y consecuencias que generará. El proyecto, en este orden, garantiza a los interesados seguridad jurídica para juzgar sobre la imparcialidad, propiedad y conveniencia de las decisiones y actuaciones de los funcionarios de la Administración y de los Parlamentarios.


Para este efecto, continúa, el proyecto define las actividades de gestión de intereses y crea registros en los que quedarán inscritas las personas que las ejerzan. Agrega, además, que los contactos entre gestores y autoridades deben ser informados respecto de la autoridad contactada y el tipo de intereses representados, de modo que se logre un conocimiento amplio que permita vigilar la probidad y corrección del proceso de toma de decisiones públicas.

- - -

IV. DESCRIPCIÓN DEL ARTICULADO


Consignamos a continuación una descripción de las normas que conforman este proyecto, estructurado en 24 artículos permanentes y 2 transitorios.

El Título I, que comprende los artículos 1° al 4°, contiene las disposiciones generales que se refieren al lobby.


El artículo 1° fija el ámbito de aplicación de la ley, explicitando que ésta regula la actividad de lobby con el objeto de fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado (Administración y Congreso Nacional). (El texto anterior señalaba en su artículo 1° que esta ley regula la promoción, defensa o representación de intereses de personas naturales o jurídicas, entidades u organizaciones públicas o privadas, ante la Administración del Estado o el Congreso Nacional).

El artículo 2° establece las definiciones de lobby, habitualidad, lobbysta, registro de lobbystas, miembros o servidores, sujeto pasivo del lobby e interés individual.

En su literal a) entiende por lobby aquella actividad remunerada o habitual que persigue la promoción, defensa, o representación de intereses individuales ante autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, con el objeto de influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, éstos deban adoptar. Agrega, en un inciso segundo, que no constituirán lobby las actividades descritas en el artículo 4° de este proyecto. (El antiguo concepto de lobby entendía por tal las diligencias que tengan como finalidad la defensa o representación de un interés determinado ante un organismo de la Administración del Estado o ante el Congreso Nacional, para de influir en las decisiones públicas que estas instituciones adopten.).

La letra b) define la habitualidad como la realización de más de cuatro gestiones de lobby en el período de un mes, o más de siete en un trimestre, con la condición de que sea sobre una misma materia o ante una misma autoridad, miembro, funcionario o servidor de los organismos señalados en el párrafo precedente. (El inciso segundo de la letra b) del texto antiguo -relativo a la habitualidad-, conceptualizaba a ésta como la realización de más de ocho gestiones en un mes, o más de quince en un trimestre, siempre y cuando traten la misma materia ante una o más autoridades de la Administración o del Congreso Nacional).

Por su parte, la letra c) dispone que lobbysta es aquella persona, natural o jurídica, chilena o extranjera que, estando inscrita en el registro de lobbystas, realiza la actividad definida en la letra a) de este artículo. (Ratificando, salvo aspectos formales de adecuación, el texto anteriormente aprobado).


La letra d) del artículo 2°, define el registro de lobbystas -al igual que el texto antiguo- como un catastro de carácter público en que deben inscribirse quienes realicen gestiones de lobby.

La letra e) agrega una nueva categoría a la regulación del lobby -los miembros o servidores-, entendiendo por tales a las personas que, sin tener la categoría de funcionarios públicos, prestan servicios en alguno de los órganos de la Administración del Estado o ante el Congreso Nacional. En su inciso segundo, señala este literal que igualmente se considerará dentro de esta figura, en el Congreso Nacional, a quienes prestan servicios a uno o más parlamentarios sin que tengan la categoría de funcionarios públicos.

Enseguida, el literal f) agrupa bajo el concepto de sujeto pasivo de lobby a las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.


Finalmente, la letra g) incorpora un nuevo concepto: interés individual, que es el favor, utilidad, provecho, ganancia o beneficio -económico o no- que obtenga una persona o entidad determinada.

El artículo 3° señala que la actividad de lobby estará dirigida, principalmente, a la elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de las siguientes categorías de decisiones: a) los actos administrativos y los documentos que les sirvan de fundamentos, las resoluciones, los decretos, los proyectos de ley, las leyes, políticas públicas, programas o políticas de Gobierno; b) proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, incluidas las comisiones permanentes, especiales y mixtas, y c) celebración, modificación o término de los actos y contratos de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional. A diferencia del texto anterior, la nueva propuesta amplía las categorías de decisiones a los documentos que sirvan de fundamento a los actos administrativos y a las decisiones del Congreso Nacional que no recaigan sobre proyectos de ley. Además, precisa que los actos y contratos deberán ser realizados por la Administración o el Congreso Nacional; antes sólo se hacía mención a “los órganos a que se refiere el artículo 15” (obligación de registro).


El artículo 4°, en sus catorce literales, clasifica las actividades que no constituyen lobby. Entre ellas están las expresiones contenidas en discursos u otras formas de comunicación al público en general, difundidas por cualquier medio; las manifestaciones públicas; las declaraciones hechas por autoridades, miembros, funcionarios o servidores de la Administración o del Congreso Nacional en el ejercicio de sus funciones; los testimonios o declaraciones hechas por el afectado en el curso de un procedimiento administrativo. Tampoco constituirán lobby las invitaciones que se extiendan a funcionarios del Estado; las informaciones entregadas a las Comisiones del Congreso Nacional que, sin embargo, deberán ser registradas; las actividades de las asociaciones gremiales u otras similares, siempre que no gestionen intereses individuales, y, por último, el ejercicio de acciones por parte de agrupaciones, tales como las juntas de vecinos y demás organizaciones de la ley N° 19.418; los sindicatos; las cooperativas reguladas por la ley general de cooperativas; las iglesias y demás instituciones religiosas de la ley N° 19.638; las asociaciones gremiales de pequeños y microempresarios, así como de las agrupaciones de artesanos.


El nuevo texto propone enmiendas específicas -respecto del texto antiguo- en materias que no constituirán lobby, como por ejemplo, las gestiones practicadas por autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración o del Congreso Nacional en el ejercicio de sus funciones o en el marco de actuaciones oficiales, o las actividades de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, siempre que defiendan intereses propios de su condición que no revistan el carácter de individuales.


El Título II, “De los Registros Públicos y de las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas”, está conformado, a su vez, por tres párrafos: “Disposiciones generales” (artículo 5°), “De los Registros Públicos” (artículos 6° y 7°) y “De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas” (artículos 8° al 14). 


El artículo 5° previene que toda persona, para ejercer legítimamente la actividad de lobby, deberá estar inscrita previamente en los registros de esta ley. (El proyecto anterior no hacía referencia a la inscripción previa). 


El artículo 6° crea los registros públicos de lobbystas en los cuales deberán inscribirse, en forma previa y obligatoria, los que realicen gestiones de lobby. En su inciso segundo, prescribe que el incumplimiento de esa obligación impide el ejercicio del lobby, además de las sanciones del artículo 22 de esta ley (multas a beneficio fiscal). Finalmente, su inciso tercero establece el carácter público de la información contenida en los registros. (Al igual que el artículo anterior, el nuevo texto incorpora la exigencia de la inscripción previa y, además, agrega la expresión “gestiones de lobby”).


El artículo 7° contiene los registros públicos de lobbystas.


Su letra a) señala que existirá un registro público, a cargo del Consejo para la Transparencia, en el que se inscribirán las personas que realicen actividades de lobby ante los órganos de la Administración del Estado. 


En los incisos siguientes (segundo a quinto) establece un procedimiento para calificar la habitualidad del ejercicio del lobby y su inscripción. Los afectados por dicha calificación podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva (domicilio del lobbysta), reclamo del que se dará traslado para que el Consejo evacúe el informe pertinente.


También podrá el Consejo ordenar la eliminación del registro de las personas que así lo soliciten, siempre que, por medio de una declaración jurada, reconozcan que no han ejercido actividades de lobby durante los seis meses anteriores.


El literal b) prescribe que existirán dos registros en el Congreso Nacional: uno a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro de responsabilidad de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, en los que deberán inscribirse -previamente- quienes realicen actividades de lobby ante el Parlamento.


A propósito de la calificación de la habitualidad y su procedimiento de reclamo, así como de la eliminación de los registros, se establecen las mismas normas acerca del procedimiento.

Enseguida, la letras c) y d) crean dos registros a cargo de la Contraloría General de la República y del Banco Central, respectivamente, replicando las normas descritas a propósito de los catastros del Consejo para la Transparencia y del Congreso Nacional.


En su inciso sexto, el artículo 7° señala que todos los registros quedarán comunicados entre sí, con el objeto de que la información esté en línea.


Sus incisos séptimo y octavo se refieren a los requisitos y procedimientos de inscripción y actualización de datos, los cuales deberán estar descritos en él o los reglamentos respectivos. Para el caso del Consejo para la Transparencia, el reglamento deberá ser aprobado por un decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia; para los reglamentos que dependan de las Comisiones del Congreso Nacional, los requisitos de aprobación serán los que apruebe cada una de las Salas; los relativos a la Contraloría General de la República y al Banco Central de ambas Corporaciones se aprobarán por un decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

(El texto antiguo, en lo pertinente, prescribía tres registros públicos de lobbystas, uno a cargo del Consejo para la Transparencia, y dos de responsabilidad de las Comisiones de Ética del Senado y de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, respectivamente, sin considerar procedimientos de calificación de la habitualidad ni de reclamo ante las Cortes de Apelaciones).

El artículo 8°, el primero del párrafo 3°, “De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas”, expresa que las personas que se desempeñen como lobbystas deberán informar cada tres meses a las autoridades responsables de los registros, por escrito y bajo juramento, de las modificaciones relevantes (propiedad, socios, número de empleados y aumentos de capital) de los datos con los cuales se hayan registrado.


En su inciso segundo declara que en los mismos tres meses quienes desarrollen actividades de lobby informarán, además, de las gestiones realizadas ante las autoridades, miembros funcionarios o servidores de los organismos ante los cuales se hayan ejecutado acciones de lobby. (La norma descrita coincide con el antiguo inciso segundo del artículo 8°, salvo en el incorporación de los servidores de los organismos, que antes no estaban considerados).


A su turno, el artículo 9° faculta a la autoridad pertinente para requerir -por resolución fundada- a los que ejerciten la actividad de lobby toda información relevante relacionada con las gestiones que realicen. Sin perjuicio de lo enunciado, su inciso segundo señala que los lobbystas no estarán obligados a suministrar información confidencial. (No hay variaciones con el texto antiguo).


A propósito de las gestiones que pueden o no realizar los lobbystas profesionales, el artículo 10 prohíbe a quienes realicen la actividad remuneradamente colaborar con el financiamiento de partidos políticos o de campañas electorales. (Similar redacción a la del texto primitivo).


El artículo 11 declara quiénes no podrán ejercer la actividad de lobby, entre los que están las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de la Administración, y quienes ejerzan un cargo unipersonal en la dirigencia de los partidos políticos mientras duren sus funciones. Además, no podrán ser lobbystas quienes hayan sufrido como sanción la cancelación de su inscripción en alguno de sus registros. (Incorpora, respecto del texto anterior, a los miembros, funcionarios o servidores de la Administración).


Tampoco podrán ejercer como lobbystas, sino hasta transcurridos dos años después de haber cesado en el ejercicio de sus cargos, las siguientes autoridades:


1) En la Administración del Estado: Los Ministros, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y los demás funcionarios que la ley define como de exclusiva confianza del Presidente de la República.


2) En el Poder Legislativo: Los Diputados y Senadores, los Secretarios Generales, Prosecretarios y  Abogados Secretarios de Comisiones de ambas Cámaras.


3) En el Poder Judicial: Los Ministros, Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.


4) En el Ministerio Público: El Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.


5) En el Tribunal Constitucional: Los ministros y el Secretario del Tribunal.


6) En la justicia electoral: Los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los miembros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Regionales Electorales.


7) En la Contraloría General de la República: El Contralor; el Subcontralor; los Jefes de División, y los Contralores Regionales.


8) En el Banco Central: Los Consejeros, inclusos el Presidente y el Vicepresidente del Banco; el Gerente General; el Fiscal, y el Revisor General.


9) En el Gobierno y Administración Interior del Estado: Los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


10) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.


(La norma descrita no sufrió modificaciones respecto del texto primitivo).


El artículo 12 impone la obligación, para quienes ejerzan gestiones de lobby, de informar a los sujetos pasivos acerca de la naturaleza de sus actividades, precisando que estos pueden ser no sólo las autoridades, sino, también, los miembros, funcionarios o servidores de la Administración o del Congreso Nacional. Asimismo, en un inciso segundo, prohíbe el uso de símbolos u otras denominaciones que puedan conducir a error sobre su identidad o intereses. (La norma del texto anterior (artículo 12) contenía la misma propuesta normativa, pero en un solo inciso).


El artículo 13 describe los requisitos de la petición de audiencia ante un sujeto pasivo de lobby:


a) Individualización del solicitante o del representante legal, en caso de que sea persona jurídica.

b) Individualización del representado.


c) Materias a tratar.

(La norma descrita sólo introduce enmiendas en cuanto a la determinación de los sujetos pasivos de lobby, pues ahora se considera no sólo a las autoridades, miembros o funcionarios, sino que también a los servidores de los órganos de la Administración o del Congreso Nacional).


El artículo 14 se refiere a la autenticidad de los documentos que se entreguen a los sujetos pasivos del lobby en apoyo de la actividad. En el caso de datos falsos, los lobbystas serán sancionados con la pena dispuesta en la letra d) del artículo 18 (eliminación del registro). (Sin variaciones respeto del texto anterior).


El Título III, denominado “Del registro de audiencias y reuniones”, está conformado sólo por el artículo 15; y dispone que las siguientes autoridades, miembros, funcionarios y servidores deberán registrar las reuniones sostenidas con lobbystas, con especial énfasis en la determinación del lugar, fecha, hora, individualización de las partes y la materia tratada.


a) En la Administración Central: los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado. En el inciso segundo de este literal, la norma dispone que podrán exceptuarse de la obligación de registro el Ministro del Interior, el de Defensa y el de Relaciones Exteriores, así como los subsecretarios de dichos ministerios, en caso de comprometer el Interés General de la Nación o la seguridad nacional.

b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y los contralores regionales.


d) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente, los consejeros, el Gerente General, el Fiscal y el Revisor General.


e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los oficiales generales y superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, quienes podrán exceptuarse, fundadamente, de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la Nación o la seguridad nacional.


f) En las empresas públicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del directorio y el Gerente General.


g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, los asesores permanentes de los parlamentarios y los abogados secretarios de Comisión.


h) En el Poder Judicial: los ministros, los fiscales judiciales y secretarios de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones.


i) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.


j) En el Tribunal Constitucional: los ministros y el Secretario.


k) En la Justicia Electoral: los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los ministros titulares y suplentes y los secretarios relatores de los tribunales electorales regionales.


l) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.


m) En las embajadas y consulados chilenos, los jefes de la misión diplomática y consular, o quienes los subroguen.


En su inciso tercero, este precepto agrega que la información a que se hace mención en el inciso anterior, tendrá el carácter de pública, debiendo actualizarse según lo prescriba el reglamento. Además, se publicará en los respectivos sitios web del Consejo para la Transparencia, de la Cámara de Diputados y del Senado.

También conforme al reglamento y considerando las excepciones de los literales a) y e) (interés general de la nación y seguridad nacional), las autoridades deberán registrar las reuniones solicitadas por las asociaciones indicadas en la letra m) del artículo 4º (asociaciones gremiales; organizaciones no gubernamentales; corporaciones; fundaciones y colegios profesionales); sindicatos; representantes legales; directores; gerentes; y abogados de personas jurídicas con fines de lucro, y por las personas naturales que manifiestamente realicen gestiones de lobby. La información que se registre indicará el lugar y fecha donde se realizó la gestión, así como la individualización de los asistentes y las materias tratadas.


Su inciso final se refiere a la igualdad de trato que los sujetos pasivos de lobby deben guardar con los que soliciten gestiones de lobby sobre una misma materia.


La norma descrita innova respecto del texto anterior en los siguientes aspectos:


I.- Precisa que los obligados a registrar son “las siguientes autoridades, miembros, funcionarios y servidores, hasta el nivel que determine el reglamento cuando ello corresponda”.


II.- En la Administración Central, incorpora a los Subsecretarios de los Ministerios del Interior, de Defensa y de Relaciones Exteriores en la excepción de registrar las reuniones en las cuales se traten temas que pudieren afectar el interés general de la Nación o la seguridad nacional.


III.- En las Fuerzas Armadas, se considera la mismas causal para exceptuarse de la obligación de registro.


IV.- La actualización de la información se hará conforme al reglamento respectivo.


V.- Agrega dos incisos finales en los que se indica la obligación de registrar las reuniones que se sostengan con las asociaciones gremiales, sindicatos y con los representantes legales, gerentes o abogados de las personas jurídicas con fines de lucro y con las personas naturales que manifiestamente realicen gestiones de lobby; y, además, se reconoce el principio de la igualdad de trato que deben observar los sujetos pasivos de lobby con quienes soliciten audiencias sobre una misma materia.


El Título IV, “De las sanciones”, en los tres párrafos que lo conforman, establece las sanciones en que incurrirán los lobbystas en el ejercicio de la actividad; los funcionarios que actúan como sujetos pasivos de lobby, y los que ejerzan ilegalmente ese oficio.


El primer párrafo, sanción a los lobbystas, reproduce, en los artículos 16 al 18 las mismas normas que las contenidas en iguales artículos del texto anterior, salvo que precisa que las multa que se cobren a título de sanción serán a beneficio fiscal.


Se mantienen, en consecuencia las sanciones de amonestación; multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales; suspensión hasta por tres años del registro público y eliminación de él.


Estos preceptos encargan al Consejo para la Transparencia; las Comisiones de Ética, del Senado, y de Conducta, de la Cámara de Diputados, y a la Contraloría General de la República, la función de investigar y sancionar las infracciones a esta ley, (artículo 16), sanciones que deben fundarse en un procedimiento justo, iniciado de oficio o a petición de parte, mediante el procedimiento que estatuye el artículo 17, aplicándose supletoriamente la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos.


También consigna un recurso de reclamación ante la Corte de Apelaciones de la resolución que rechaza la impugnación administrativa de la sanción impuesta (artículo 19).


El segundo párrafo de este Título, “De las sanciones aplicables a los funcionarios”, dispone en su artículo 20 que las infracciones cometidas por los sujetos pasivos de lobby, con excepción de Diputados y Senadores, se regirán por los estatutos de aquéllos. (Autoridades, miembros o funcionarios de los órganos de la Administración o del Congreso).


Agrega que en el caso de los Parlamentarios, las sanciones y los procedimientos para aplicarlas las fijará la respectiva Cámara. (El artículo 20 del texto anterior se limitaba a señalar que las “autoridades o funcionarios de los órganos a que se refiere la letra a) del artículo 2° se regirán por sus respectivos estatutos y que en el caso de los Parlamentarios, cada Cámara determinará el procedimiento y las sanciones. El literal a) del artículo 2° mencionado, por remisión al artículo 15 de ese texto, señalaba cuáles eran las autoridades que debían registrar las audiencias y reuniones celebradas con los lobbystas).


Enseguida, este párrafo segundo dispone en su artículo 21 que si durante una investigación sumaria o sumario administrativo se advierten hechos constitutivos de delito, el investigador o sumariante formulará la respectiva denuncia al Ministerio Público. Igual norma contenía el artículo 21 del texto anterior, pero sólo mencionaba la investigación sumaria.


El párrafo tercero de este título relativo a las sanciones, conformado por el artículo 22, castiga con multa de 150 a 300 unidades tributarias mensuales el ejercicio de lobby sin estar inscrito en los registros. La reincidencia aumenta la pena de 250 a 400 unidades tributarias mensuales.


Agrega que las multas que se apliquen serán a beneficio fiscal y que de ellas podrá reclamarse conforme al procedimiento de los artículos 17 y 19 de esta ley.


Iguales disposiciones contenía el artículo 22 del texto anterior, pero no precisaba el destino de las multas (beneficio fiscal).


El Título V, “Disposiciones Varias”, artículos 23 y 24, dispone que los reglamentos de esta ley se dictarán por intermediación del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, salvo los relativos a ambas Cámaras del Congreso Nacional, que serán expedidos por ellas a proposición de sus respectivas Comisiones de Etica, en el Senado, y de Conducta, en la Cámara de Diputados.


El artículo final prevé que las resoluciones que en el ejercicio de sus funciones dicte el Consejo para la Transparencia o cualquiera de ambas Comisiones de las Cámaras Parlamentarias, serán públicas.


Finalmente, este proyecto contiene dos disposiciones transitorias. La primera imputa el mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley, durante el año 2008, al presupuesto de la respectiva institución, pudiendo practicarse al efecto transferencias y reasignaciones.


La segunda declara que esta ley entrará en vigor ocho meses después de su publicación en el Diario Oficial.

V. DEBATE EN GENERAL


En sesión de 11 de noviembre de 2008, expuso el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera Gallo, quien señaló que el proyecto que motiva la iniciativa en debate es el que se contiene en el Boletín número 3.407-07, que generó diversas observaciones, tanto de Parlamentarios como de actores de la sociedad civil que han participado en la discusión sobre la regulación del lobby.


El señor Ministro expresó que el Ejecutivo consideró los reparos que se hicieron a la propuesta anterior, por lo que presentó este nuevo proyecto que, según dijo, recoge los consensos alcanzados en el Congreso Nacional, integrando el texto despachado en su momento por el Parlamento, el veto al mismo enviado por el Ejecutivo y otros elementos adicionales que, a su juicio, perfeccionan el proyecto primitivo.


Explicó que el nuevo proyecto fija el ámbito y propósitos de la ley con normas destinadas a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado. Además, define el lobby como una gestión o actividad que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés individual, respecto de las decisiones que en el ejercicio de sus funciones deban adoptar las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento. Esta defensa o representación puede recaer en actos normativos (decretos, resoluciones y proyectos) cualquiera sea su etapa de tramitación (elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación), y decisiones, acuerdos, comunicados, actos y contratos.


Respecto del concepto de habitualidad como elemento determinante del lobby, explicó que el nuevo proyecto faculta al Consejo para la Transparencia, al Congreso Nacional, a la Contraloría General de la República y al Banco Central para calificarla, según sea el órgano ante el cual se ejercen actividades de lobby.


Enseguida, destacó que el lobby puede ser remunerado o habitual y ejercido por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras.


Por lo que hace a las actividades excluidas del lobby, el proyecto contiene una norma que enumera las actividades excluidas de la regulación, las que son definidas directamente por la propia ley de manera de evitar interpretaciones discrecionales. A modo de ejemplo, describió las siguientes gestiones que no constituyen lobby:


- Toda declaración, actuación o comunicación hecha por autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.


- Las actividades desarrolladas por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, salvo que gestionen intereses individuales.


- Todo tipo de asesorías a los funcionarios públicos y Parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudio y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.


- Las gestiones realizadas por las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias; sindicatos; cooperativas; organizaciones religiosas; organizaciones indígenas; asociaciones gremiales de artesanales y de pequeños empresarios y microempresarios; organizaciones juveniles; clubes deportivos que no sean sociedades anónimas, y las asociaciones culturales que no persigan fines de lucro.


A continuación, se refirió a las obligaciones y prohibiciones de los lobbystas, destacando la prohibición que afecta a los lobbystas de contribuir a los gastos de los partidos políticos o campañas electorales, como también la que impide ejercer el lobby a las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos estatales y a las autoridades unipersonales de los partidos políticos. Además, se mantienen otras prohibiciones ya contenidas en el proyecto primitivo.


En relación con los registros públicos de lobbystas, declaró que la inscripción en los mismos es un requisito habilitante para el ejercicio de la actividad, con los tres catastros consignados en el proyecto anterior e incorporando dos nuevos: uno a cargo de la Contraloría General de la República y otro de responsabilidad del Banco Central. También considera el proyecto que serán los reglamentos respectivos los que determinarán los requisitos, exigencias, procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para inscribirse en los registros.


Se reitera la obligación de las autoridades, miembros, funcionarios y servidores públicos de los órganos estatales, hasta el nivel que determine el reglamento, de registrar las audiencias y reuniones solicitadas por los lobbystas y por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, cuando dichas audiencias o reuniones se efectúen en sus oficinas o despachos de trabajo. También habrá obligación de registro cuando los solicitantes sean los sindicatos; los representantes de personas jurídicas que persigan fines de lucro, cuando las audiencias se realicen en sus oficinas o despachos de trabajo, y, por último, las personas naturales que manifiestamente ejerzan gestiones de lobby, cuando las reuniones, al igual que en otros casos, se desarrollen en sus oficinas o despachos de trabajo.


En materia de sanciones, el señor Ministro señaló que se fijan normas para garantizar un procedimiento justo y racional que asegure el respeto al principio constitucional del debido proceso.


Finalmente, expresó que las normas transitorias se refieren a temas de financiamiento y de vigencia de la ley, la que comenzará a regir ocho meses después de su publicación en el Diario Oficial.

- - -


En sesión de día 9 de diciembre de 2008, la Comisión escuchó a la Directora Ejecutiva de la Organización Independientes en Red, señora Cristina Bitar, quien expresó que bajo la denominación de lobby se engloba, frecuentemente, a determinadas actividades que no guardan mayor relación entre sí, lo que ha impedido clarificar su verdadero sentido y, con ello, su valoración en relación con los fines que persigue. 


Señaló que en los países de vanguardia en estas materias se ha generado el lobby como una actividad profesional lícita, constituyéndose en un aporte importante para los procesos de decisiones públicas y agregando valor a quienes reciben sus servicios. En el mismo sentido, manifestó que el ejercicio del lobby es ajeno a prácticas que, como el tráfico de influencias, apuntan a una relación perversa entre el Estado y los privados, enfatizando el rol que el lobby puede jugar en el conocimiento de los temas, capacidad de negociación y acceso y manejo de la información pública sensible. 


Las habilidades de los lobbystas -continuó-, puestas al servicio de intereses individuales, contribuyen a la calidad de las decisiones públicas; perfeccionan el derecho de petición de toda persona; legitiman el funcionamiento de las instituciones democráticas, y dan cauce profesional a las relaciones de los particulares con el Estado. Este escenario, dijo, requiere de una regulación adecuada que garantice, tanto al sector público como al privado, un procedimiento transparente y con igualdad de oportunidades. 


En relación con el proyecto de ley en informe, hizo presente que éste representa un importante avance respecto del anterior, pues recoge las observaciones que en su momento se formularon a su respecto, siendo uno de los aspectos más destacados la reducción de las excepciones para quienes ejercen lobby, logrando una mayor cobertura de la norma.


Respecto del articulado, hizo las siguientes sugerencias:


a) Que es menester precisar el concepto de interés individual.

b) Que debieran revisarse las excepciones de la letra m) del artículo 4º (actividades desarrolladas por las directivas de asociaciones gremiales, ONGs, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, salvo que gestionen intereses individuales). Sobre el particular, manifestó que no hay razón para no considerar como lobby las actividades desarrolladas por las directivas de las asociaciones gremiales, especialmente considerando que la referencia a la gestión de intereses individuales no es, a su juicio, lo suficientemente clara. Igual advertencia hizo respecto de la exclusión de las ONGs.


c) Que sería conveniente reducir la multiplicidad de registros públicos, sugiriendo la implementación de un solo catastro.


d) Que también convendría revisar los procedimientos de sanción, acercándolos a un mayor respeto del debido proceso.


e) Que ha de complementarse la iniciativa con nuevos elementos para la determinación de los derechos de los lobbystas.


Finalmente, la señora Bitar expresó que el proyecto de ley es positivo, pues ha considerado las observaciones que se hicieran en su momento al anterior. Sin embargo, apuntó que las transformaciones culturales no pasan sólo por la dictación de leyes, sino que, más bien, por el convencimiento de las personas de actuar correctamente en las relaciones entre el mundo público y el privado, para lo cual es necesario fijar límites claros respecto de lo que será o no una gestión de lobby.

- - -


A continuación, expuso el señor Max Cano en representación de Burson Marsteller, ICC Crisis, Imaginacción Consultores, y Hill & Knowlton Captiva, quien señaló que el proyecto de ley que hoy se debate es una suma excluyente de diversos proyectos, y que se inicia, a su juicio, desde algunas premisas negativas como las distorsiones en las decisiones de asuntos públicos; el concepto de interés individual como único objeto del lobby; la captura de la autoridad; asimetrías competitivas, y la exclusión de las gestiones de lobby de las desarrolladas por asociaciones gremiales, sindicatos, ONGs, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, entidades religiosas, juntas de vecinos y clubes deportivos que no sean sociedades anónimas. Sin perjuicio de lo expresado, valoró el nuevo concepto de habitualidad, el registro de lobbystas y el registro de audiencias.


Acerca del concepto de lobby, expresó que dicha actividad constituye una acción de gestión de intereses ante los organismos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, cuya finalidad es que los criterios de los particulares, individuales o colectivos, sean considerados por aquéllos en la toma de decisiones públicas. Afirmó que esta actividad es una manifestación de la garantía constitucional del derecho de petición.


Manifestó que es necesario legislar sobre la actividad del lobby para aumentar los niveles de transparencia en el intercambio de información entre públicos y privados, sin dejar de lado las autorregulaciones como los códigos de conducta y de ética, que hoy se aplican a las empresas de comunicación estratégica en Chile. 


Respecto de los principios que deben guiar la legislación en estas materias, propuso tener presente lo siguiente:


a) Entrega de información clara y precisa.


b) Deber de informar al sujeto pasivo por qué se le requiere.


c) Prohibición de utilizar maliciosamente información privilegiada.


d) Prohibición (para los lobbystas) de obtener beneficios personales en las gestiones que realicen.


e) Prohibición de contribuir en campañas políticas.

- - -


Finalmente, se escuchó al Vicepresidente de Chile Transparente, señor Edgardo Boeninger, cuya exposición transcribimos a continuación:

“Observaciones de Chile Transparente al nuevo proyecto de ley que regula el lobby (Boletín Nº 6189-06)
I. Antecedentes.

Como es de su conocimiento, y con motivo de la tramitación ante esa H. Corporación del texto de veto formulado por S.E. la Presidenta de la República al proyecto de ley de lobby, en sesión de fecha 10 de Septiembre de 2008 el H. Senado adoptó el acuerdo de suspender el despacho de dicha iniciativa, en atención a que el Poder Ejecutivo se comprometiera a presentar un nuevo proyecto de ley con el objeto de enmendar importantes errores de forma del proyecto y asimismo efectuar otras modificaciones de fondo a su contenido, los cuales no podrían ser corregidos a través del veto dada la especial regulación que rige a este último.

Con el propósito de contribuir al debate técnico-legislativo del “nuevo proyecto de ley que regula el lobby” (Boletín Nº 6189-06), el que se encuentra en tramitación en esta H. Corporación, mediante el presente documento, Chile Transparente, Capitulo Chileno de Transparencia Internacional, da a conocer sus observaciones y propuestas para su perfeccionamiento.
II. Observaciones de Chile Transparente.
1. Definición de lobby.

El artículo 2º, letra a), del nuevo proyecto define el lobby como “aquella gestión o actividad remunerada o habitual, ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés individual, respecto de las decisiones que en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento”.

La nueva regulación, en comparación al texto aprobado por el Congreso Nacional en comisión mixta e incluso en contraste con el texto propuesto por S.E. la Presidenta de la República en el veto presidencial, restringe el concepto de lobby a la exclusiva representación de “intereses individuales”, suprimiendo toda referencia a la representación de intereses “institucionales” o “sectoriales”, y definiendo el interés individual como un “favor, utilidad, provecho, ganancia o beneficio, sea o no económico, de una persona, natural o jurídica, o de una entidad determinada” (artículo 2º, letra g).


Por su parte, el artículo 3º señala que las actividades de lobby estarán dirigidas, preferentemente, a obtener la alteración de un acto de la Administración del Estado o del Congreso Nacional (su creación, modificación o supresión).


Atendida esta definición, el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo entiende el lobby como aquella solicitud que formula una persona o entidad para que el sujeto pasivo de lobby, dentro del ámbito de sus funciones, realice un favor o genere una utilidad, provecho o ganancia o dé lugar a cualquier otro beneficio de carácter económico o no económico para él o para la persona que representa. Esta utilidad, provecho o ganancia se realizaría, preferentemente, a través de la creación, modificación o supresión de un acto administrativo o de una ley.

En ese contexto, en opinión de Chile Transparente, el nuevo proyecto que regula el lobby desnaturaliza el concepto que ha venido siendo utilizado por la legislación comparada y había sido adoptado durante la tramitación legislativa de esta materia, donde el lobby es entendido como una manifestación del derecho de petición (artículo 19 Nº 14 de la Constitución), por la cual una persona natural o jurídica representa sus intereses con el fin de influenciar la toma de decisiones del Estado, cualquiera sea el tipo de interés que se persiga.


Sin embargo, la definición legal de interés individual, propuesta en el proyecto de ley, asimila el concepto de lobby con la solicitud a las autoridades públicas de “favores”, “provechos” o “ganancias” para una persona o asociación determinada. Con lo que asocia esta actividad con acciones que pueden ser fuente de faltas a la probidad o significar la comisión de delitos como el tráfico de influencias.


Lo anterior, se agrava cuando la definición establece como objetivo de la gestión de lobby la solicitud de un beneficio personal a partir de la alteración de un acto estatal, con lo cual debiera interpretarse que se encuentra excluida del lobby toda representación de intereses que no suponga un beneficio. De esta manera, se excluiría de la regulación del lobby toda solicitud fundada en motivaciones valóricas y propósitos institucionales, como es la defensa del medio ambiente, de los consumidores o de los derechos civiles, dado que mediante estas gestiones de representación de intereses no se pretende un favor, utilidad, provecho ni un beneficio individual sino que se persigue un interés general o el bien común.


De acuerdo a esta definición, por ejemplo, no constituirían lobby las reuniones que sostenga una organización sin fines de lucro (ONG) con distintos senadores, a través de las cuales aboga por la promoción de la transparencia o la protección del medioambiente, expresándoles sus observaciones sobre un determinado proyecto de ley y recomendándoles realizar ciertas modificaciones. Estas acciones, que de acuerdo a los parámetros internacionalmente aceptados constituyen un legítimo lobby, no quedarían reguladas por esta ley, dado que la acción de la ONG no tiene como finalidad que esta organización reciba un “beneficio no económico individual”, sino que se fundarían en el bien común o el interés general de la Nación. Cuestiones que, al tenor del proyecto de ley, no constituirían lobby, a pesar de estar dirigida a obtener una alteración de los actos estatales.

En igual sentido, la representación de intereses económicos sólo constituiría lobby en el evento de probarse que tiene por objeto obtener un favor, provecho, ganancia o beneficio, asunto difícil de acreditar ya que en innumerables casos sólo existe una relación indirecta entre los intereses económicos representados y los posibles beneficios que podría obtener quien realiza las acciones de lobby.

Una adecuada regulación del lobby no debe condicionar la calificación de esta conducta a la específica motivación o finalidad que sea perseguida por el lobbysta (buscar un beneficio, utilidad o provecho), toda vez que sujetaría la eficacia de la ley a criterios indeterminados y confusos, de muy difícil probanza
. Por el contrario, una adecuado concepto de lobby debe definir éste como cualquier acción realizada “con el fin de promover un interés particular de cualquier tipo, económico o de otra naturaleza”
, siendo lobby aquella acción de representación de intereses que tiene por objeto la alteración de un acto estatal con independencia de si la causa o finalidad perseguida por el lobbysta es o no la búsqueda de un beneficio -económico o no económico- personal y, más aún, con independencia de si ésta es satisfecha o no.


Sin embargo, en el evento de mantenerse la definición actual de lobby, esto es como “promover, defender o representar cualquier interés individual”, se requiere establecer un concepto amplio de interés individual, que sea congruente con la actividad de lobby y que transparente la toma de decisiones de la autoridad en relación a la legitima influencia que todo ciudadano tiene derecho a realizar. Consecuentemente, Chile Transparente propone la siguiente definición de “interés individual”:

Artículo 2°, g) “Interés individual: Valores, propósitos institucionales o beneficios económicos de una persona, asociación o entidad determinada con relación a políticas, decisiones o actos específicos de la autoridad”.

2. Sujetos pasivos de lobby.

El proyecto señala en su artículo 2º, letra f), que se entiende por sujeto pasivo de lobby “a las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento”.

Tal definición, en comparación al proyecto anterior, amplía el ámbito de aplicación de la ley incorporando una nueva categoría de sujeto pasivo de lobby llamado “miembro o servidor”, señalando que es “aquella persona que sin ser funcionario público, presta servicio en alguno de los organismos de la Administración del Estado, a un parlamentario o ante el Congreso Nacional”, entendiendo que también lo son las “personas que sin ser funcionarios públicos, prestan servicio a uno o más parlamentarios” (Artículo 2°, letra e). Estimamos que esta nueva definición constituye un avance que contribuye a definir adecuadamente los sujetos pasivos de lobby.
3. Criterio de Habitualidad.

Valoramos muy positivamente que el nuevo proyecto de ley reduzca el umbral de gestiones de lobby necesarias para incorporar a los lobbystas en los registros del lobby,
 siguiendo la línea de lo aprobado en su oportunidad por la Cámara de Diputados respecto a esta materia.


Sin embargo, dicho avance tendrá efectos muy limitados si se mantiene la condición de que las gestiones de lobby sólo se contabilizarán cuando recaigan “sobre la misma materia”.

Lo relevante para efectos de esta regulación es determinar si una persona o entidad realiza o no en forma habitual acciones de lobby. Exigir que para efectos de la habitualidad sólo se consideren las acciones de lobby que recaen sobre una misma materia dificultará la eficacia de esta norma y complejizará su aplicación práctica. Ya que es altamente probable que cada autoridad aplique criterios distintos al momento de registrar las reuniones que sostenga, haciendo extremadamente difícil determinar si cada una de estas gestiones corresponden o no a acciones de lobby “sobre la misma materia”. De hecho, en las distintas etapas del procedimiento administrativo las gestiones de interés pueden estar destinadas a la alteración de actos administrativos muy diferentes unos de otros, pero en los que el interés perseguido por el lobbysta es único.

Por lo tanto, Chile Transparente propone eliminar la expresión “sobre la misma materia” del artículo 2° letra b).
4. Actividades que no constituyen lobby.

El nuevo proyecto presentado por el Ejecutivo mantiene como actividades que no constituyen lobby “las actividades desarrolladas por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales” (artículo 4 letra m). Además amplía esta exclusión a las actividades realizadas por las organizaciones regidas por la Ley N° 19.418 (juntas de vecinos, organizaciones juveniles, organizaciones culturales, etc.); sindicados; cooperativas; organizaciones religiosas; comunidades y asociaciones indígenas; las asociaciones gremiales de pequeños empresarios, de microempresarios y las asociaciones gremiales artesanales; y los clubes deportivos que no sean sociedades anónimas, las organizaciones juveniles y las organizaciones culturales, sin fines de lucro (artículo 4º letra n).

Al respecto, consideramos que la exclusión a priori de determinadas organizaciones carece de todo fundamento, ya que el objetivo de una ley de lobby es trasparentar el ejercicio de una actividad que es legítima. Siendo la esencia de esta regulación la acción de lobby y no el sujeto que la realiza. Por lo tanto, si las acciones realizadas por una persona o entidad, no importando sus particulares características o finalidades, constituyen actividades de lobby entonces esas acciones deben estar reguladas bajo esta normativa. De hecho, esta exclusión sería contraria a la realidad política nacional, en la que el lobby es desarrollado principalmente por las organizaciones que precisamente son excluidas por el proyecto.


En este sentido, constituye un significativo avance el hecho que este nuevo proyecto modifica la exclusión, propuesta en el texto del veto presidencia en el artículo 4º letra m), que no consideraba lobby las acciones de representación de intereses realizadas por los representantes legales, directores, gerentes y abogados institucionales de personas con fines de lucro. Este nuevo proyecto no incluye a estos actores dentro de las exclusiones establecidas en el artículo 4° letras m) y n), ratificando, correctamente, que estas personas son potenciales sujetos activos de lobby.

Sin perjuicio de lo anterior, mantener y profundizar la exclusión de las entidades propuesta en el artículo 4° letras m) y n) constituye un retroceso en materia de transparencia que debiese ser corregido durante la discusión legislativa. Lo anterior, máxime si se procura iniciar un cambio cultural que elimine la percepción de obscuridad e ilegitimidad que la ciudadanía mantiene sobre el lobby.

Se debe tener presente que la regulación propuesta por el veto presidencial, al menos, permitía incorporar como lobbystas a las entidades excluidas cuando éstas cumplían con un estándar objetivo, a saber, el criterio de habitualidad.
 Sin embargo, el nuevo proyecto desecha esta alternativa estableciendo dos nuevos requisitos que, en opinión de Chile Transparente, generan importantes limitaciones a su aplicación:

a) Respecto a la exclusión contenida en la letra m) del artículo 4º, se señala que las gestiones desarrolladas por estas organizaciones no constituyen lobby, “salvo que gestionen intereses individuales”. Esta contra excepción establece una inconsistencia seria con la definición del lobby establecida en el artículo 2º, letra a). Pues al definir el lobby como “aquella actividad (…) que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés individual”, no resulta entendible afirmar posteriormente en el artículo 4º, letra m) que estas entidades no desarrollan actividades de lobby, esto es, no promueven, defienden ni representan intereses individuales, a menos, que gestionen intereses individuales.
b) Por su parte, el artículo 4º, letra n), establece que no constituye actividades de lobby la desarrollada por las entidades allí enumeradas, “siempre y cuando éstas se ajusten a las finalidades que hayan sido definidas por la ley que las regula o, que sean propias de su naturaleza, tratándose de aquellas organizaciones no reguladas por una ley”. Esta contra excepción resulta difícil de determinar en la práctica, ya que la forma en que el legislador circunscribe las finalidades de estos órganos es amplísima, al igual que la autodeterminación de finalidades de los grupos intermedios,
 sujetando a criterios muy imprecisos la incorporación de estas entidades a la categoría de lobbystas.


Chile Transparente propone eliminar las exclusiones establecidas en el artículo 4º, letras m) y n), de manera de garantizar la igual aplicación de esta normativa entre todos los actores que realizan acciones de lobby. En el evento de que se decida mantener esta exclusión del artículo 4º, letras m) y n) resulta conveniente suprimir las contra excepciones señaladas, restableciendo el criterio de habitualidad como contra excepción común para ambas letras.

5. Sobre la exclusión como actividad de lobby de las asesorías a parlamentarios y funcionarios públicos:

Respecto de la letra j) del artículo 4°, en virtud de la cual se excluye como actividad de lobby a “las asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado”, surgen las siguientes observaciones:


a) La norma amplía en demasía la citada exclusión al no distinguir entre asesorías técnicas y otros tipos de asesorías. Lo cual debiese modificarse en ese sentido.

b) El literal j), en su frase final excluye como actividad de lobby “las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado”. Es menester advertir, no existe motivo para excluir a priori esta invitaciones ya que el sólo hecho de la invitación y su concurrencia en ningún caso constituye a dicha reunión en una gestión de lobby, sino el que en ella, fuera del contexto propio de una asesoría técnica o una discusión académica, se representen o no intereses particulares -tal como deriva del tenor de este mismo literal y en concordancia con el literal l) del mismo artículo.
 Diferenciación que debiera confiarse al criterio del sujeto pasivo y su compromiso con la transparencia y no excluirse a priori.

Por ejemplo, la invitación y discusión de las implicancias de un proyecto de ley en el contexto de un seminario universitario no es, por sí misma, una gestión de lobby; en ella se exponen públicamente reflexiones académicas, no así intereses particulares, además de que al ser públicos, no necesitan transparentarse. Distinto es el caso tratándose, por ejemplo, de la invitación formulada por el directorio de la institución y cuyo objetivo es manifestar su interés en la aprobación, modificación o rechazo de un determinado proyecto de ley, sin perjuicio de los fundamentos técnicos para ello.


Por lo tanto, se propone la eliminación de la frase final del artículo 4 literal j).
6. Procedimiento de reclamo ante las Cortes de Apelaciones. 

El artículo 7º del nuevo proyecto señala que: Los “afectados” por la calificación de habitualidad efectuada por el Consejo (o por la Comisión de Ética del Senado, de Conducta de la Cámara de Diputados, el Contraloría o el Banco Central), podrán reclamar fundadamente y sin ulterior recurso, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo, se dará traslado a la autoridad que aplicó la sanción por un plazo de diez días para que evacue su informe.


Sobre el particular, la utilización de la voz “afectado” para referirse a la calificación como lobbysta de una persona o institución y su asimilación a la “aplicación de una sanción”, desconoce el carácter legítimo de la actividad de lobby y asimila la calificación de lobbysta a una categoría negativa o perjudicial.

En ese sentido, el artículo 7º confundiría la regulación del procedimiento de apelación o reclamación por la imposición de sanciones administrativas, ya regulado en el artículo 19
 y en cual es necesaria la intervención de un tercero imparcial que asegure la bases de un debido proceso, con la regulación administrativa de un actividad legítima y cuyas consecuencias (la calificación de una persona natural o jurídica como lobbystas) no perjudican ni menoscaban a los sujetos que ejercen esta actividad.

Por tanto, debiera reemplazarse el término “afectado” por el de “calificado” que no implica menoscabo ni perjuicio alguno. De la misma manera, debiera reemplazarse la expresión “aplicó la sanción” por la de “realizó la calificación”.

7. De la obligación de informar las gestiones de lobby realizadas por los lobbystas.

El artículo 8º, inciso segundo, del proyecto en comento, establece la obligación de los lobbystas de informar trimestralmente a la autoridad encargada de llevar el registro, de los organismos ante los cuales hayan desarrollado gestiones de lobby, las materias en las que hayan intervenido, y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas. 


Al respecto, se recomienda que se incluya entre estos datos, la individualización completa de la persona natural o jurídica cuyos intereses se busca gestionar, tal como lo establece el artículo 13 al regular la solicitud de las audiencias de los lobbystas con los sujetos pasivos.


Esta modificación permitiría contrastar los datos publicados por los sujetos pasivos de lobby y los lobbystas, fortaleciendo los mecanismos de fiscalización ciudadana y, por lo demás, es consustancial al sentido de esta regulación, cual es, transparentar la legítima representación de intereses.
8. De la regulación de la solicitud de audiencia con la que deberán cumplir los lobbystas para acceder a los sujetos pasivos de lobby y su ámbito de extensión.

En esta materia, el artículo 13 del nuevo proyecto restringe el número de autoridades respecto de las cuales los lobbystas deberán realizar una solicitud formal de audiencia
, señalando que serán sólo respecto de las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento. Siendo esta disposición un mecanismo para transparentar y cumplir con el registro del que hace alusión el artículo 15 del proyecto, se propone extender este deber a todas las audiencias o reuniones que se soliciten los lobbystas con a las autoridades, miembros, funcionarios o servidores enumerados en el artículo 15, tal como lo señalaba el texto aprobado por la Cámara de Diputados durante la tramitación del veto presidencial.

9. De la obligación del sujeto pasivo de registrar las gestiones de lobby. 

El artículo 15, inciso tercero, del nuevo proyecto conoce de positivos avances en comparación al proyecto anterior al extender la obligación de los sujetos pasivos a no sólo registrar las audiencias y reuniones solicitadas por los lobbystas, sino también a registrar aquellas que soliciten las organizaciones señaladas en la letra m) del artículo 4°; los sindicatos; los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro, y con las personas naturales que manifiestamente ejerzan gestiones de lobby. De esta manera, sin perjuicio de las críticas a la exclusión a priori anteriormente expuestas, se establece un mecanismo para transparentar los intereses que estas personas y entidades representan, comúnmente, ante las autoridades y funcionarios del Estado. 


No obstante lo anterior, para el cumplimiento de este objetivo resulta necesario incorporar las siguientes modificaciones a este artículo: 


a) Ampliar los medios o formas de comunicación o contacto que los sujetos pasivos se encuentran obligados a registrar, agregando a las actuales “solicitudes de audiencias y reuniones” de las que habla el artículo 15, otros medios orales, escritos o electrónicos, con lo que se ajustaría la ley a la realidad comunicacional actual.
 Por ello, Chile Transparente propone se modifique el artículo en revisión, en sus incisos primero y tercero, agregando a continuación de la referencia a la solicitud de audiencia o reuniones, una referencia a “otros contactos o comunicaciones que contengan un gestión de lobby”. 


b) Respecto de la información que deberá contener el registro del artículo 15 (tanto de lobbystas como no lobbystas), Chile Transparente propone se agregue a los datos ya señalados en este artículo (“indicación del lugar y fecha de su realización, así como la individualización de los asistentes y la materia específica tratada”), la individualización de la persona natural o jurídica que es representada por el lobbysta y los intereses que le fueron presentados, pues sólo así se dará lugar al conocimiento público de éstos. 

10. De la extensión de los sujetos obligados al registro de sus contactos. 

Se recomienda incorporar un nuevo literal n) al artículo 15 que replique la norma contenida en la letra m) del artículo 16 del proyecto aprobado por el Congreso Nacional (previo a las observaciones de S.E. la Presidenta de la República -Boletín 3407-07), obligando a los sujetos pasivos de lobby a registrar las gestiones de lobby de las que fueran objeto en las embajadas y consulados y también con ocasión de viajes en comisión de servicio dentro y fuera del país.

11. Sobre el régimen de sanciones de los sujetos pasivos de lobby. 

El artículo 20 del proyecto señala que las sanciones a los sujetos pasivos de lobby por la infracción a las normas de esta ley se regirán por las normas de sus respectivos estatutos.


Sobre el particular, y producto de que los respectivos estatutos no tienen referencia alguna a las actividades de lobby, la norma, a menos que se realicen los respectivos cambios normativos o elaboren complejas interpretaciones, será ineficaz por no existir mecanismo sancionatorio alguno.

Por tanto, a fin de corregir este problema, se propone se establezca como sanción común para todo sujeto pasivo, la censura. La cual, al tenor de lo establecido en el artículo 122 de la Ley 18.834, sobre Estatuto Administrativo, “consiste en la reprensión por escrito que se hace al funcionario, de la cual se dejará constancia en su hoja de vida”. Agregando que el Consejo y las respectivas comisiones mantendrán en sus sitios Web un registro con la nomina de los sujetos sancionados.

En opinión de Chile Transparente la sanción propuesta adquiere una dimensión moral que exigirá el compromiso de las autoridades con la publicidad y transparencia que es necesaria para mantener la credibilidad pública de éstas.
III. Conclusión

De acuerdo a lo expuesto con anterioridad, el nuevo “proyecto de ley que regula el lobby” (Boletín Nº 6.189-06) presenta importantes avances en comparación con las iniciativas legales anteriores.

Sin embargo, tal como se desprende de las observaciones anteriormente planteadas, existen aspectos esenciales del proyecto de ley que requieren ser perfeccionados a fin de contar con una adecuada legislación en esta materia. Dada la complejidad de las materias que requieren perfeccionamiento, consideramos muy difícil que ello sea posible de materializar en el breve plazo que establece el trámite de suma urgencia, con la cual ha ingresado este proyecto de ley. Es por ello, que sería recomendable una discusión en profundidad de las implicancias de este proyecto, en un contexto de tiempo razonable que permita su necesario perfeccionamiento.”.
- - -

VI. ACUERDOS


Concluidas las exposiciones precedentes y puesta en votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, resultó aprobada unánimemente por los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.


No obstante lo anterior, la misma unanimidad acordó hacer constar en este informe su disposición a que, en la discusión particular a que habrá de someterse esta iniciativa, planteará indicaciones, especialmente, para precisar conceptos tales como interés individual; los alcances y obligaciones que establece el proyecto en materias como el registro de audiencias, y determinar quiénes deben ser sujetos activos de lobby.

- - -


En consecuencia y con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación de este proyecto en general, en los mismos términos consignados en el mensaje. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad de lobby y establece normas destinadas a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Lobby: es aquella gestión o actividad remunerada o habitual, ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés individual, respecto de las decisiones que en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.

No constituyen lobby aquellas actividades y/o gestiones a las que se refiere el artículo 4° de la presente ley.

b) Habitualidad: es la realización de más de cuatro gestiones de lobby efectuadas en el período de un mes o más de siete en un trimestre, sobre una misma materia, ante una o más autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.


c) Lobbysta: La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que estando inscrita en el registro a que se refiere la letra d) del presente articulo, realiza lobby en los términos definidos en la letra a) precedente.

d) Registro de lobbystas: es el registro de carácter público, en el cual deben inscribirse todas las personas que realicen actividades de lobby.


e) Miembros o Servidores: aquellas personas que sin ser funcionarios públicos, prestan servicio en alguno de los organismos de la Administración del Estado o ante el Congreso Nacional.

Se entenderá que también son miembros o servidores del Congreso Nacional, las personas que sin ser funcionarios públicos, prestan servicio a uno o más parlamentarios.

f) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.

g) Interés individual: favor, utilidad, provecho, ganancia o beneficio, sea o no económico, de una persona, natural o jurídica, o de una entidad determinada.


Artículo 3º.- Las actividades de lobby estarán dirigidas, preferentemente, a obtener las siguientes decisiones:

a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos y de los documentos o decisiones que les sirven de fundamento, de resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas y la Biblioteca del Congreso Nacional.

c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de los actos y contratos que realicen los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional y que sean necesarios para su funcionamiento.


Artículo 4°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:

a) Toda expresión realizada por discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación.

b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía.

c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público.

d) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.

e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos.

f) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.

g) La información entregada a una autoridad pública, quien la ha solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.


h) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.

i) Las presentaciones hechas por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, con el fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.

j) Las asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.

k) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas, de cualquier tipo, ante una Comisión del Congreso Nacional, sean estas permanentes, especiales o mixtas, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en la letra precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas Comisiones.

l) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en la letra j).

m) Las actividades desarrolladas por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, salvo que gestionen intereses individuales.

n) Las actividades realizadas  por las siguientes organizaciones siempre y cuando éstas se ajusten a las finalidades que hayan sido definidas por la ley que las regula o, que sean propias de su naturaleza, tratándose de aquellas organizaciones no reguladas por una ley:

(1) Las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418;

(2) Los sindicatos;

(3) Las cooperativas reguladas por la Ley General de Cooperativas;

(4) Las organizaciones reguladas por la ley N° 19.638, que establece normas sobre la constitución jurídica de las Iglesias y organizaciones religiosas;

(5) Las comunidades y asociaciones indígenas reguladas por la ley N° 19.253, que establece normas sobre proteccion, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena;

(6) Las asociaciones gremiales de pequeños empresarios, de microempresarios y las asociaciones gremiales artesanales, y

(7) Los clubes deportivos que no sean sociedades anónimas, las organizaciones juveniles y las organizaciones culturales, sin fines de lucro.
TITULO II

De los Registros Públicos y de las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas

Párrafo 1º

De los Registros Públicos

Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, previa y debidamente inscrita en los registros que establece la presente ley, podrá ejercer como lobbysta, quedando sujeta al sistema de derechos y obligaciones contemplado por ésta.

Artículo 6º.- Créanse los registros públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, previamente y de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan gestiones de lobby.

El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 22 de la presente ley.

La información contenida en los registros será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.

Artículo 7°.- Existirán los siguientes registros públicos de lobbystas:

a) Un Registro Público, a cargo del Consejo para la Transparencia, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado, hasta el nivel que determine el reglamento.


El Consejo para la Transparencia, de oficio o a petición de parte, podrá calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrá ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por el Consejo, podrán reclamar fundadamente y sin ulterior recurso, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo, se dará traslado a la autoridad que aplicó la sanción por un plazo de diez días para que evacue su informe. Con el informe, o en su rebeldía, la Corte ordenará traer los autos en relación.

El recurso gozará de preferencia para su vista y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el número 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.

Asimismo, el Consejo podrá ordenar la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que no ha desarrollado acciones de lobby por un periodo ininterrumpido de, a los menos, seis meses.

b) Dos registros públicos, uno de ellos a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro a cargo de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, en los que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios o servidores públicos del Congreso Nacional.

Las Comisiones indicadas, de oficio o a petición de parte, podrán calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrán ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por las Comisiones, podrán interponer el reclamo a que se refiere la letra a) precedente, el que se regirá por las normas allí establecidas.

Asimismo, las Comisiones podrán ordenar la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que  no  ha desarrollado acciones de lobby por un período ininterrumpido de, a los menos, seis meses.

c) El Registro a cargo de la Contraloría General de la República, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores del organismo contralor, hasta el nivel que determine el reglamento.


La Contraloría, de oficio o a petición de parte, podrá calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrá ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por la Contraloría, podrán interponer el reclamo a que se refiere la letra a) precedente, el que se regirá por las normas allí establecidas.


Asimismo, el órgano contralor podrá ordena la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que  no  ha desarrollado acciones de lobby por un período ininterrumpido de, a los menos, seis meses.


d) El Registro a cargo del Banco Central, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores del referido organismo, hasta el nivel que determine el reglamento.

El Banco Central, de oficio o a petición de parte, podrá calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrá ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por el Banco Central, podrán interponer el reclamo a que se refiere la letra a) precedente, el que se regirá por las normas allí establecidas.

Asimismo, el Banco Central podrá ordena la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que no ha desarrollado acciones de lobby por un período ininterrumpido de, a los menos, seis meses.

Todos los registros referidos en los literales de este artículo, quedarán comunicados entre sí, de modo que automáticamente el contenido de esa información quede asentado en todos ellos.


El o los reglamentos establecerán los requisitos, exigencias, procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para poder inscribirse en los Registros Públicos de Lobbystas, así como la forma y la periodicidad de actualización y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento de dichos registros.


El reglamento que regule el Registro a cargo del Consejo para la Transparencia será aprobado mediante decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. El reglamento que regule los registros a que se refiere la letra b), será, para cada Cámara, el que apruebe la Sala de cada una de ellas, a proposición de la Comisión de Ética o de la Comisión de Conducta, según corresponda. Los reglamentos que regulen los Registros a cargo de la Contraloría General de la República y del Banco Central, serán aprobados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda.
Párrafo 2º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas

Artículo 8º.- Todo aquel que se desempeñe como lobbysta estará obligado a informar trimestralmente, por escrito o por medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de llevar el Registro, sobre cualquier cambio o modificación respecto de la información que exija el Registro, tales como, cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados y aumentos de capital social.


Dentro del mismo plazo y forma deberán también informar sobre las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los organismos ante los cuales hayan desarrollado gestiones de lobby, las materias en las que hayan intervenido, y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas.

Artículo 9°.- No obstante las obligaciones establecidas en el artículo anterior, la autoridad competente podrá requerir, en cualquier momento, y por resolución fundada, informaciones o antecedentes adicionales relativos a gestiones determinadas.

Ningún lobbysta estará obligado a suministrar información confidencial o estratégica, propia o de sus representados. Con todo, deberá precisar el objetivo de las gestiones realizadas.

Artículo 10.- Los lobbystas, que ejerzan remuneradamente su actividad, no podrán contribuir al financiamiento de partidos políticos, campañas electorales ni campañas internas de partidos políticos, pactos o coaliciones de partidos.

Artículo 11.- No podrán ejercer la actividad de lobbysta:

a) Las autoridades, miembros,  funcionarios o servidores de los órganos estatales, y las autoridades unipersonales de los partidos políticos, durante el ejercicio de sus funciones.

b) Los sancionados con la cancelación de su inscripción en el registro público de lobbystas, en cualquier tiempo.

Asimismo, las siguientes personas no podrán ejercer la actividad de lobbysta hasta después de dos años de haber cesado en sus cargos:

1) En la Administración del Estado: los Ministros, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y los demás funcionarios que la ley define como de exclusiva confianza del Presidente de la República.

2) En el Poder Legislativo: los Diputados y Senadores, los Secretarios Generales, Prosecretarios y  Abogados Secretarios de Comisiones de ambas Cámaras.

3) En el Poder Judicial:


Los Ministros, Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.

4) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.

5) En el Tribunal Constitucional: los ministros y el Secretario del Tribunal.

6) En la justicia electoral: los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los miembros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Regionales Electorales.

7) En la Contraloría General de la República: el Contralor; el Subcontralor; los Jefes de División, y los Contralores Regionales.

8) En el Banco Central: los Consejeros, inclusos el Presidente y el Vicepresidente del Banco; el Gerente General; el Fiscal, y el Revisor General.

9) En el Gobierno y Administración Interior del Estado: los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.

10) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.

Artículo 12.- Todo lobbysta estará obligado a indicar la naturaleza de sus actividades ante la autoridad, miembro, funcionario o servidor de los órganos de la Administración del estado o del Congreso Nacional, ante la cual ejercen la respectiva gestión de lobby.

Al lobbysta le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a error respecto de su verdadera identidad, representación o intereses, o le otorguen una pertenencia o membresía de la que carece.

Artículo 13.- La solicitud de audiencia realizada por un lobbysta a una autoridad, miembro, funcionario o servidor de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes:

a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, la de su representante legal.

b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyos intereses se busca gestionar.

c) La materia que se tratará en la audiencia.

Artículo 14.- Los datos, informaciones o antecedentes que se entreguen a las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, para respaldar una actividad de lobby, deberán identificar claramente su origen y autoría.

Sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda, el lobbysta que entregare a las personas mencionadas en el inciso precedente datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos, será sancionado en la forma dispuesta en la letra d) del artículo 18 de esta ley.

TITULO III

Del registro de las audiencias y reuniones


Artículo 15.- Las siguientes autoridades, miembros, funcionarios y servidores, hasta el nivel que determine el reglamento, cuando ello corresponda, deberán registrar, de conformidad a éste, las audiencias y reuniones que soliciten los lobbystas, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, así como la individualización de los asistentes y la materia específica tratada.

a) En la Administración Central: los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.

Los Ministros del Interior, de Defensa y de Relaciones Exteriores, y los subsecretarios de dichos ministerios, podrán exceptuarse, fundadamente, de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la Nación o la seguridad nacional.

b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.

c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y los contralores regionales.

d) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente, los consejeros, el Gerente General, el Fiscal y el Revisor General.

e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los oficiales generales y superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, quienes podrán exceptuarse, fundadamente, de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la Nación o la seguridad nacional.

f) En las empresas públicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del directorio y el Gerente General.

g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, los asesores permanentes de los parlamentarios y los abogados secretarios de Comisión.

h) En el Poder Judicial: los ministros, los fiscales judiciales y secretarios de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones.

i) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.

j) En el Tribunal Constitucional: los ministros y el Secretario.

k) En la Justicia Electoral: los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los ministros titulares y suplentes y los secretarios relatores de los tribunales electorales regionales.

l) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.

m) En las embajadas y consulados chilenos, los jefes de la misión diplomática y consular, o quienes los subroguen.

La información contenida en el registro a que se refiere el inciso primero será siempre pública y actualizada en conformidad al reglamento. Dicha información deberá ser publicada en el sitio electrónico que al efecto lleve el Consejo para la Transparencia, o en los sitios que administre la Cámara de Diputados o el Senado, según sea el caso, debiendo asegurarse siempre un fácil y expedito acceso a los mismos.

Igualmente, deberán registrar, de conformidad al respectivo reglamento y a las excepciones mencionadas en las letras a) y e) del inciso primero, las audiencias y reuniones solicitadas por las organizaciones señaladas en la letra m) del artículo 4°; por los sindicatos; por los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro, y por las personas naturales que manifiestamente ejerzan gestiones de lobby. En el registro deberá mencionarse, al menos, la indicación del lugar y fecha de su realización, así como a la individualización de los asistentes y la materia específica tratada.

Las autoridades, miembros, funcionarios y servidores a que se refiere este artículo y hasta el nivel que determine el reglamento, deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades, que soliciten audiencias sobre una misma materia.

TITULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas a lobbystas

y procedimiento para su aplicación


Artículo 16.- Las autoridades encargadas del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, serán, según corresponda, el Consejo para la Transparencia, las comisiones a que se refiere la letra b) del artículo 7° de esta ley, la Contraloría General de la República, o el Banco Central.


A cada una de las autoridades previamente individualizadas les corresponderá, ya sea de oficio o a petición de parte, investigar y sancionar a quienes desempeñen actividades de lobby, dentro de su ámbito de competencia, con infracción a la presente ley.


El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso primero, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.

Artículo 17.- La aplicación de cualquiera de las sanciones señaladas en el artículo 18, deberá fundarse en un procedimiento justo y racional, el que se iniciará, de oficio o a petición de parte, con la formulación precisa de los cargos respectivos, los cuales deberán contener una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de la infracción así como la norma eventualmente infringida. Los cargos deberán ser notificados al afectado por carta certificada al domicilio que tenga registrado en alguno de los Registros Públicos de Lobbystas. El plazo para presentar descargos se extenderá por diez días hábiles desde la notificación.


Con la respuesta del afectado, la autoridad fiscalizadora podrá resolver de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término probatorio de hasta cinco días.


La resolución definitiva deberá ser fundada y se dictará dentro de los quince días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


En todo lo no regulado precedentemente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en le ley número 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Artículo 18.- La autoridad competente podrá aplicar algunas de las siguientes sanciones, atendida la gravedad de la falta:

a) Amonestación escrita.

b) Multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


c) Suspensión del Registro Público, hasta por tres años.


d) Eliminación del Registro. La eliminación en alguno de los registros acarrea la eliminación automática en los demás y la prohibición definitiva para ejercer acciones de lobby.

Artículo 19.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, y luego de rechazada la impugnación administrativa de conformidad al procedimiento del artículo 17, podrá reclamarse fundadamente y sin ulterior recurso, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo, se dará traslado a la autoridad que aplicó la sanción por un plazo de diez días para que evacue su informe. Con el informe, o en su rebeldía, la Corte ordenará traer los autos en relación.

El recurso gozará de preferencia para su vista y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el número 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.

Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios


Artículo 20.- Las infracciones a esta ley cometidas por autoridades, miembros o funcionarios de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, con excepción de los diputados y senadores, se regirán por las normas de sus respectivos estatutos.


A los servidores públicos se les aplicarán los estatutos que rigen para los funcionarios del organismo público al cual prestan sus servicios.


En el caso de los parlamentarios, la respectiva Cámara determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.

Artículo 21.- Si durante el curso de la investigación o sumario administrativos, el investigador o fiscal, según corresponda, conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público.

Párrafo 3°

De las sanciones por ejercicio ilegal de la actividad de lobby


Artículo 22.- El que ejerciere la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley o la continúe desarrollando una vez eliminado de aquéllos, será sancionado con multa de ciento cincuenta a trescientas unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, las multas se elevarán de doscientos cincuenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. Todas las multas serán a beneficio fiscal.

De las sanciones aplicables en el presente artículo, podrá reclamarse de conformidad a lo establecido en los artículos 17 y 19 de la presente ley.

TITULO V

Disposiciones varias


Artículo 23.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido  por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, dictará el o los reglamentos de la presente ley.

El o los reglamentos a que aluden la letra f) del artículo 2º, y el artículo 15, en el caso del Congreso Nacional, será, para cada Cámara, el que apruebe la Sala de cada una de ellas, a proposición de la Comisión de Ética o de la Comisión de Conducta, según corresponda.


Artículo 24.- Las resoluciones dictadas en virtud de la presente ley por el Consejo para la Transparencia, la Comisión de Ética del Senado y la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, serán públicas.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mayor costo que signifique la aplicación  de la presente ley, durante el año 2008, se financiará con cargo al presupuesto vigente de las instituciones respectivas, pudiendo al efecto realizarse transferencias y reasignaciones.


Artículo segundo.- La presente ley entrará en vigencia ocho meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 11 de noviembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Calos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 2 de diciembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 9 de diciembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez (Presidente Accidental), Jovino Novoa (señor Pérez Varela) y Jaime Orpis, y 16 de diciembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 30 de diciembre de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES OMINAMI Y NARANJO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.946, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, CON EL FIN DE REGULAR EL CIERRE DE TARJETAS DE CRÉDITO

(6330-03)

Honorable Senado:

Fundamentos: 

Durante la presente década el sistema financiero ha tenido un gran desarrollo y auge, que se ha traducido en nuevas tecnologías asociadas a la oferta de nuevos productos intangibles y a nuevas formas de pago, permitiendo una expansión del mercado de productos financieros y bancarios a los diversos sectores de la sociedad.  Gracias a estas innovaciones miles de personas han podido acceder al sistema bancario y financiero, gozando de un creciente acceso al crédito. De acuerdo a lo anterior, el principal producto financiero más usado y masificado del mercado es la tarjeta de crédito.

 No obstante la importancia para el mercado de esta figura, se ha venido desarrollando un creciente fenómeno consistente en una práctica habitual por las entidades bancarias y financieras que proveen este servicio en cuanto a obstaculizar, u obstruir el cierre  de las tarjetas de crédito.

En la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF),  se reciben periódicamente reclamos de clientes relativos a los obstáculos en el cierre o para el término de determinados servicios. Las situaciones más frecuentes dicen relación con la falta de información  oportuna sobre las razones que pueden impedir la atención inmediata de la solicitud  de cierre que los clientes formulen, con el retardo con que esta se cumple y también con los eventuales cobros, comisiones, gastos u otras sumas adeudadas y en que medida, éstos, pueden impedir el cierre de una tarjeta. Las entidades que emiten tarjetas de crédito operan simplemente dilatando ese proceso o condicionándolo al pago previo de las deudas que se tengan con la entidad financiera. Las situaciones antes descritas no tienen ningún respaldo desde el punto de vista legal, toda vez que los contratos con los que se adquiere una tarjeta pueden ponerse término unilateralmente, por tanto se está afectando directamente a la voluntad de los clientes, en términos de no perseverar en el contrato.

Las tarjetas de crédito, tanto bancarias como no bancarias, están afectas a una regulación uniforme, constituida, principalmente, por el Capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central de Chile. Dicha normativa no contempla ninguna disposición destinada a regular el cierre de las tarjetas de crédito. La única norma que indirectamente se refiere a tal situación, es el Capitulo 8-3 de la Recopilación Actualizada de Normas de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, que dispone que los contratos de afiliación y uso de la tarjeta deberán contemplar dentro de los contenidos mínimos: N° 8) “los requisitos y condiciones aplicables respecto del término del contrato, incluidas las causales de término unilateral del mismo”.

Como consecuencia de lo anterior, el término de los contratos de filiación y uso de las tarjetas de crédito queda determinado por la ley del contrato de adhesión suscrito con el emisor.

Generalmente estos contratos contemplan la posibilidad de los titulares de poner término a la línea de crédito asociada a la tarjeta en cualquier tiempo, mediante aviso escrito dirigido al emisor (banco). Sin embargo, frente a este caso, generalmente se facultad al emisor para cobrar el total adeudado sin más tramite. 

 Tampoco la ley de consumidor se refiere a este tema, en su capítulo referido al crédito.

La SBIF, mediante la circular 3408 de 22 de octubre de 2007, haciéndose cargo de esta nueva realidad, ha dado pautas e instrucciones a seguir para proceder al cierre de una tarjeta de crédito, en las que se consideran los siguientes paso básicos: solicitud formal, plazo breve, destrucción de los plásticos, informe detallado y completo del estado de la línea de crédito y las operaciones realizadas con la tarjeta.

Conjuntamente con agilizar y trasparentar el cierre de una tarjeta, la presente moción recoge los criterios antes expuestos, y propone además un sistema que permita a los usuarios pagar sus créditos y los montos adeudados, sin que estos obsten al cierre de una tarjeta; por tanto frente a la solicitud  de cierre de las tarjetas y el consecuencial término de la línea de crédito asociada a las mismas, el emisor podrá otorgar al titular de la tarjeta, un crédito a plazo, en condiciones de mercado destinado a pagar lo adeudado en la línea de crédito. Con ello se evita la generación de constantes y sucesivos cobros por comisiones, multas e intereses, respecto de tarjetas no utilizadas por los titulares y cuyo cierre no se puede concretar por no contar, los titulares, con los recursos necesarios para pagar de una sola vez el monto total del saldo adeudado.

El presente proyecto, considerando esta nueva realidad, pretende establecer normas mínimas que garanticen un procedimiento eficaz y  rápido en caso de que un cliente o usuario de estos servicios manifieste su voluntad de no perseverar en el contrato. Por tanto la moción busca que las entidades financieras respeten la voluntad unilateral de los clientes, sin obstruirla, ni menos imponer cobros inexistentes o difusos. 

En el derecho comparado, la normativa argentina es pionera y exhaustiva a la hora de regular a las tarjetas de crédito, así, la ley federal 25.065 llamada “ley de tarjetas de crédito” contiene, especialmente en el capítulo III, normas específicas relativa a las condiciones, requisitos,  menciones, comisiones, intereses, procedimientos de impugnaciones, etc. nada de esto existe en la normativa chilena, sino que todo queda entregado a la ley del contrato. Dichos contratos por su carácter de adhesión, no permiten una negociación en términos igualitarios entre las partes, quedando el usuario o cliente a merced de condiciones abusivas. Si bien la moción no busca dar esa regulación, necesaria por cierto, al menos apunta a que la intención de cerrar o de poner fin a un servicio, no este sujeta a condiciones, ni a obstáculos.

Proyecto de ley.

Artículo único: Agréguese a la ley 19.496 sobre protección de los derechos de los consumidores el siguiente nuevo artículo 37 bis: Los usuarios de tarjetas de crédito bancarias o  de aquellas emitidas por instituciones financieras, casas comerciales o cualesquiera entidad autorizada para ello, podrán en cualquier tiempo, sin expresión de causa y gratuitamente, solicitar el cierre de las mismas.

Dicha solicitud, se  presentará por escrito y en duplicado  en un formulario tipo que la entidad emisora, gratuitamente, pondrá a disposición del público. 

 Recepcionada la solicitud de cierre que al efecto presentare el cliente, se procederá a la destrucción de la tarjeta en presencia del titular y desde ese momento  cesarán ipso iure todos costos de mantención, comisiones y cualesquiera otros cobros anexos a la cuenta corriente que a la fecha de la reopción estén vigentes.

La resolución en que la entidad emisora declara cerrada la tarjeta, deberá ser notificada al usuario por cualquier medio idóneo que ofrezca garantías mínimas de confiabilidad, rapidez y certeza. Asimismo, la entidad emisora, conjuntamente con la resolución acompañara un estado de resumen detallado de todas las operaciones realizadas con la tarjeta, comisiones pagadas, costos de mantención y todos aquellos que la entidad emisora cobrara por la vigencia de la tarjeta.

Los saldos, comisiones, u otros costos relacionados con la vigencia de la tarjeta, adeudados por el cliente,  no obstarán al cierre de la tarjeta. Con todo, las entidades que emitan las tarjetas de crédito podrán otorgar un crédito a plazo en condiciones de mercado, con el fin de solventar los montos insolutos que existan al momento del cierre de la tarjeta.

La inobservancia de lo prescrito en este artículo será sancionado con multas que ascenderán entre las 500 y las 1000 unidades tributarias mensuales.

(Fdo.): Carlos Ominami Pascual, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador

5

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN PRECIO FIJO DE VENTA PARA PRODUCTOS FARMACÉUTICOS QUE COMPONEN EL FORMULARIO NACIONAL DE MEDICAMENTOS

(6331-11)

Honorable Senado:
Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 1º, 2º y 9º y 63º numeral 20) de la Constitución Política de la República y en el Código Sanitario.

Considerando:

1.-
 Que es deber del estado promover el bien común, creando las condiciones para que sus habitantes consigan su mayor realización espiritual y material posible.

2.-
Que un aspecto indispensable para ello es la atención sanitaria de la población. La propia Carta Fundamental asegura a todos los ciudadanos un libre e igualitario acceso a las acciones de promoción y recuperación de la salud y rehabilitación del individuo.

3.-
Que parte importante de las acciones que se realizan con dicho fin pasan por la provisión suficiente y a precios adecuados de las medicinas indispensables.

Con dicho objeto, se ha contemplado la existencia de una entidad pública encargada del abastecimiento de hospitales y de la red asistencia del Estado y las municipalidades, Cenabast.

4.-
Que, sin embargo, respecto de los usuarios en general, el sistema económico de libre mercado ha impuesto la libre competencia en el ámbito farmacéutico, coexistiendo diversas entidades.

5.-
Que tres cadenas concentran buena parte del mercado nacional  y, peor aún, existen presunciones acerca de que éstas han utilizado su posición comercial privilegiada para establecer acuerdos sobre los precios de los medicamentos más solicitados, afectando con ello la competencia y perjudicando a los usuarios.

La Fiscalía Nacional Económica ha formulado una denuncia al Tribunal de la Libre Competencia, respecto del alza presuntamente coludida de unos 200 artículos, ocurrida en Diciembre de 2007, la que está siendo investigada.

6.-
Que lo anterior ha motivado la enorme preocupación de la comunidad y de diversos sectores del quehacer nacional, en cuanto se trata, como decíamos de un ámbito demasiado sensible para la población.

7.-
Que con el objeto de evitar situaciones como la descrita se ha propuesto como solución la habilitación de expendios de venta del sector público, aprovechando las ventajas con que cuenta este sector, atendido el poder comprador que posee y su amplia red de distribución en establecimientos sanitarios dependientes de los servicios de .salud y municipalidades.

8.-
Que sin perjuicio de las ventajas de una medida como la citada, resulta importante disponer de otras alternativas que permitan evitar que una materia tan relevante quede entregada a la mera regulación del mercado.

9.
Que existen experiencias extranjeras de regulación de este mercado a través de leyes de precio fijo, sistema que este legislador ha propuesto, también, en la industria editorial.

Así, España, el Reino Unido, Francia y Alemania disponen, en diversa medida, de sistemas como el sugerido.

11.-
Que ello evitaría las constantes críticas de los usuarios que no logran comprender como los precios de estos artículos varían tan significativamente en sólo unas cuadras de distancia o de un día para otro, según la existencia de promociones.

Asimismo, se evitaría la competencia desleal que supone para pequeñas cadenas farmacéuticas las políticas de descuentos por volumen que consiguen los grandes operadores, favoreciendo con ello la existencia de farmacias en lugares aislados y sectores poblacionales.

12.-
Que, el sistema que se propone se basa en que los laboratorios, importadores o distribuidores mayoristas establecieran un precio de referencia que deba ser respetado en toda la cadena de comercialización. Sólo se permitirían descuentos moderados basados en compras al contado, políticas de premio a clientes frecuentes o beneficios a grupos específicos, como los adultos mayores.

Éste se aplicaría a todos los productos del formulario nacional de medicamentos, establecido en el Código Sanitario. Las infracciones al precio sugerido serían sancionadas como vulneración de las normas de protección al consumidor y de las reguladoras de la libre competencia, según el caso.

13.-
Que lo anterior no significa en modo alguno afectar la competencia en el ámbito de los medicamentos, por cuanto, en primer término, los laboratorios centran su rivalidad comercial, en otra faceta, cual es el descubrimiento e investigación de nuevos productos.

En el campo de las farmacias, en tanto, éste estaría permitido ampliamente en todos los medicamentos no incluidos en el formulario nacional y en los restantes productos que, en el ámbito de la perfumería, artículos de aseo e incluso confitería y abarrotes, son expendidos en las farmacias.

A todo lo anterior, se agrega la evidente posibilidad de competir en aspectos complementarios tales como calidad de la atención, prestaciones adicionales (enfermería) y servicios.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.-
Los fabricantes, distribuidores mayoristas o importadores de los medicamentos a que hace referencia el Artículo 100 del Código Sanitario deberán establecer un precio de venta para dichos productos, el que deberá estar señalado en un lugar visible de la caja o empaque de los mismos.

Las farmacias y cualquier tipo de establecimiento en que éstos se expendan al público estarán obligados a respetar dicho valor. Sólo será admisible la aplicación de descuentos de hasta un 10% tratándose de compras al contado, políticas de premio a clientes frecuentes o beneficios especiales para sectores específicos de la población, como los adultos mayores.
Artículo 2º.-
La infracción a lo dispuesto en el inciso primero del artículo precedente será considerada atentatoria contra la libre competencia y sancionada con una multa de 5 a 1000 Unidades Tributarias Mensuales, de acuerdo al procedimiento establecido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley 211 de 1973.

Artículo 3º.-
La infracción a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1º se castigará con una multa de 5 a 100 Unidades Tributarias Mensuales de acuerdo a los procedimientos establecidos en los Títulos IV y V de la Ley 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, según corresponda.”
(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.419, QUE REGULA ACTIVIDADES RELACIONADAS CON EL TABACO, EN LO RELATIVO A EXPENDIO DE TABACO CERCA DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES Y A SU CONSUMO EN RESTAURANTES

(6348-11)

Honorable Senado:

Considerando:

El 2 de mayo del 2006, después de un arduo debate con fuertes intereses contrapuestos, fue promulgada la Ley N° 20.105, con el fin de mejorar materias relativas a la publicidad y expendio del tabaco. A través de ella se buscaba proteger principalmente a los niños, jóvenes y a los no fumadores del nocivo efecto que tiene el tabaco sobre la salud de los chilenos.  

En el caso de los niños y jóvenes, estos eran objeto de una agresiva campaña publicitaria de parte de las grandes empresas tabacaleras, ya que requerían de nuevas personas que se iniciaran en el consumo del tabaco lo más temprano posible, pues diversos estudios demuestran que cuando más temprano una persona se inicia en el consumo del tabaco, es más fácil producir adicción. 

Es así como a través de modelos atractivos y la imagen de personas triunfadoras, el fumar se presenta como medio para alcanzar la madurez, la edad adulta, la popularidad, el ser moderno y sociable. De esa forma, se busca aprovechar una de las vulnerabilidades más patentes que tienen los adolescentes, la cual es el deseo ser aceptado y tener éxito entre sus pares. 

De igual forma, dicha modificación contemplaba la defensa de la salud de los denominados “fumadores pasivos”, es decir, las personas expuestas al humo del tabaco ambiental, el cual genera un daño muy similar a los no fumadores que a los fumadores. No se trataba de discriminar, aislar, ni combatir a aquellas personas que legítimamente fuman, ya que no se les negaba este derecho; sin embargo, el mismo debe ser ejercido considerando la salud de terceros que se puedan ver afectados por su vicio, muy especialmente, los niños, los ancianos y las mujeres embarazadas. 

Por estas consideraciones, la nueva Ley contempló la prohibición, en el caso de los escolares, de la venta de productos hechos de tabaco a 100 metros de establecimientos educacionales, y la existencia de publicidad de este tipo de productos a 300 metros de los mismos.  

Asimismo, en el caso de los restaurantes, pubs y otros locales, el espíritu de los legisladores buscaba la separación hermética de lugares para fumadores y no fumadores. Situaciones cuya aplicación final deberían ser reglamentadas por el Ministerio de Salud. 
Lamentablemente el  9 de diciembre de 2008 la  Contraloría General de la República, mediante el dictamen número 58008, rechazó una serie de instrucciones contenidas en  la Resolución de la Subsecretaría de Salud  para la aplicación de las modificaciones que la ley 20.105 introdujo a la ley 19.419, por considerar que estas  no se ajustaban  a derecho al supuestamente “innovar respecto de su contenido o introduciendo elementos no previstos en ellas”, y por estimar que estas instrucciones no son un “instrumento interpretativo del sentido y alcance de sus normas, ni tampoco sirven para develar la voluntad del legislador”. 

Este rechazo sostiene que:

1. Las instrucciones se apartarían del artículo 4 inciso segundo al incluir accesos ajenos a la circulación de estudiantes y al agregar una nueva prohibición para la venta de productos hechos con tabaco en lugares ubicados en la misma cuadra de un plantel de enseñanza.

2. Que infringirían el artículo 12 inciso segundo de la ley al someter a los interesados a una previa comunicación a la autoridad sanitaria sobre el cambio de opción entre ser lugar para fumadores o no fumadores.

3. Que, a mayor abundancia, la separación no permeable planteada por las instrucciones no se condice con el texto de la ley, al señalar que sólo se exige que los recintos para fumadores estén claramente aislados del resto del recinto, sin imponer ni requerir sistema alguno para tales fines, agregando que la “historia fidedigna del establecimiento de la norma no puede confundirse ni identificarse con las opiniones o pareceres que hayan expuesto los parlamentarios en las actas correspondientes”
Sin lugar a dudas, estos rechazos implican un fuerte debilitamiento de la Ley, y que  en la práctica,  continúen situaciones insostenibles que desvirtúan su verdadero sentido,  en torno a advertir sobre  el riesgo para  la salud que implica el tabaquismo, especialmente para  los más jóvenes.

Además limita los alcances de esta Ley, lo  que  no se condice con el Convenio marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, ratificado y en vigencia en nuestro país, permitiendo infractores potenciales a la normativa legal y que las grandes compañías tabacaleras se vean asegurados sus intereses económicos. Situación que debe ser revertida, ya que  según datos del informe del año pasado de la Estadística Sanitaria Mundial, confeccionada por la Organización Mundial de la Salud, ya para el 2015 las muertes por tabaquismo serán de un 10% del total, y superarán en un 50% a las provocadas por el SIDA, constituyéndose como una de las cuatro causas más comunes de mortalidad en los países de ingresos medios. 

Debemos tomar en consideración que  anualmente el tabaco mata a más de 4 millones de personas en el mundo, y sólo en Chile es responsable de la muerte de 13 mil, sin contar que el 11% de la mortalidad infantil en Chile que se originaría en el hábito de algunas madres de fumar durante el embarazo. 

Por tanto, es necesario subsanar aquellos  “supuestos vacíos” de tal forma de tener una Ley que realmente ponga en primer lugar la salud de los chilenos.

Por todo lo anteriormente expuesto, los Senadores firmantes venimos en proponer el siguiente proyecto de ley.






Proyecto de ley.

Artículo único: introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley 19. 419 que regula actividades que indica relacionadas con el tabaco.

a.  Sustitúyase el inciso segundo del artículo 4° por el siguiente:

“Se prohíbe cualquier forma de publicidad, ya sea directa o indirectamente, de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde todas las puertas de acceso de los respectivos establecimientos, sin distinguir si están o no destinadas al ingreso de estudiantes. En ningún caso podrá venderse o publicitarse tabaco dentro de la misma cuadra del establecimiento o la que se encuentre al frente dentro de su perímetro.” 

b. Agréguese el siguiente inciso tercero al artículo 4°, pasando el actual a ser el inciso cuarto: 

“La medición se practicará por aceras, calles y espacios de uso público, siguiendo el trayecto que  puede realizar un escolar; no pudiendo estar ubicados en la misma cuadra, sea en la misma acera o la del frente, respecto de la o las puertas de acceso al establecimiento.”

c.  Sustitúyase el  artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.-  En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarés, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar herméticamente los ambientes para fumadores de los no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.

En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 100 metros cuadrados, se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente, sin perjuicio de informar de su decisión a la Autoridad Sanitaria mediante una declaración en que se indique la cantidad de metros cuadrados del local, la cual, tendrá efecto transcurridos 30 días desde su recepción en la Oficina de Partes respectiva. En caso de revertir la opción tomada, se deberá efectuar el mismo procedimiento, y comunicar de este cambio mediante avisos en la o las puertas de entrada al establecimiento. 

Tratándose de discotecas y cabarés, donde se expenda bebidas alcohólicas y se asegure la entrada sólo para mayores de 18 años, se aplicarán las normas del inciso anterior sin la limitación de superficie indicada

En todo caso, el local tiene la obligación de contar con un libro de reclamos a disposición del público, donde además se contemplen las sugerencias e infracciones cursadas por la autoridad.”

d. Sustitúyase, en el inciso primero del artículo 13, el vocablo “claramente” por la expresión “herméticamente”.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador

� Artículo 3º.- Las actividades de lobby estarán dirigidas, preferentemente, a obtener las siguientes decisiones: 


a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos y de los documentos o decisiones que les sirven de fundamento, de resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado. 


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas y la Biblioteca del Congreso Nacional. 


c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de los actos y contratos que realicen los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional y que sean necesarios para su funcionamiento.





� Al respecto son ilustrativas las siguientes definiciones de lobby de algunos de los estados de EEUU., ninguna de las cuales alude a tipo de interés representado, sino que hacen hincapié en el intento de influencia sobre el ámbito de decisiones de la autoridad pública como criterio determinante del lobby: 


Distrito de Colombia: “El lobbysta es la persona o grupo de personas que se comunican directamente, o bien, solicitan a otros que lo hagan por ellos para comunicarse con oficiales del poder legislativo o ejecutivo del gobierno del Distrito de Colombia con el objetivo de influenciar cualquier acción legislativa o decisión administrativa” (DC Official Code Secs. 1-1105.02 and 1-1105.04(a)). 


En North Dakota se define al lobbysta como cualquier persona que de cualquier manera, directa o indirectamente realice las siguientes actividades: a) Intente asegurar la aprobación, modificación o fracaso de cualquier legislación de la asamblea legislativa o la aprobación o veto de cualquier legislación promulgada por el gobernador del estado. b) Intente influenciar la decisión realizada por un comité legislativo o un comité interino del consejo legislativo (North Dakota Code Chapter 54-05.1-02 Legislative Lobbying). Y en igual sentido las legislaciones de Texas (Texas Government Code Title 3, Legislative Branch. 305.003. Persons Required to Register 305.002. Definitions) y de West Virginia (West Virginia Code §6B-3-1).





� Lo que debe tenerse en consideración cuando el artículo 7º del proyecto de ley permite al sujeto calificado como lobbysta reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva por dicha calificación. 





� Grupo de Trabajo sobre Probidad y Transparencia. “Informe sobre medidas para favorecer la probidad y eficiencias de la gestión pública encargado por S.E. la Presidenta de la República”. Noviembre, 2006.





� Esta modificación permitiría distinguir entre la simple representación de intereses generales, como es la defensa del medio ambiente por una organización sin fines de lucro (ONG) o de los intereses generales de los trabajadores por parte de un sindicato (actividades que no constituyen lobby), de aquella representación de intereses que, al tenor del artículo 3º, solicita la creación, modificación o supresión de un acto del Estado (legislativo o administrativo). Por ejemplo, cuando la misma organización sin fines de lucro solicita se deniegue un permiso de construcción por motivos ambientales (v.gr. caso HidroAisen) o un sindicato o asociación gremial expone la necesidad de modificar un determinado artículo de la ley laboral para generar beneficios previsionales o remuneracionales, los que suponen la alteración de un acto estatal (modificación de un acto administrativo o modificación legal) que no necesariamente le reportará un beneficio a quien expone su interés por la modificación. 





� El proyecto en su artículo 2º letra b) establece que se calificará como lobbysta por habitualidad a quien realice más de cuatro gestiones de lobby en el período de un mes o más de siete en un trimestre, sobre una misma materia, ante una o más autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.





� En este sentido, dicha Corporación aprobó el concepto de habitualidad señalando que habría lobby cuando se realicen dos o más acciones de lobby en un período de seis meses o cuando se realiza una acción de gestión de intereses que se prolongue por un lapso superior a seis meses. 





� Sobre el particular se ha señalado que los principales actores que desarrollan actividades de lobby en Chile son: Dirigentes gremiales y empresariales (74%), Ex funcionarios de gobierno y ex parlamentarios (68%), Empresas de lobby reconocidas como tales (50%), Estudios de abogados (41%) y Empresas de comunicación estratégica e imagen (38%). "Élites políticas y su percepción sobre la actividad de lobby en Chile“. Instituto de Ciencias Sociales UDP, 2005. 


Respecto de las organizaciones no gubernamentales, corporaciones y fundaciones, bastaría con tomar en consideración la actividad de representación de intereses que Chile Transparente ha desarrollado durante la tramitación de la agenda de probidad, sosteniendo reuniones con Ministros de Estado, parlamentarios y altas autoridades de la Administración del Estado, recomendando modificaciones concretas a los proyectos de ley; todas las cuales pueden encontrarse en nuestra página Web, sección lobby. 





� El artículo 4º del proyecto cuya tramitación ha sido suspendida señalaba: “No obstante lo señalado en el artículo precedente, no constituyen actividades de lobby, las siguientes: m) Las gestiones desarrolladas por los miembros de las directivas de organizaciones gremiales, sindicales, organizaciones no gubernamentales, fundaciones, centros de estudio, colegios profesionales, así como por los representantes legales, directores, gerentes y abogados institucionales de las personas jurídicas que persigan fines de lucro, ante las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos estatales enumerados en el artículo 15, salvo que aquellas se efectúen con habitualidad, de conformidad a lo señalado en la letra b) del artículo 2°…”.





� Lo que se condice con el artículo primero de nuestra Constitución, la que “reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos”.


A modo de ejemplificar la amplitud con la que son descritas estas finalidades pueden mencionarse la ley 19.418, que en su artículo 2º, letra d), señala que la Organización Comunitaria Funcional tiene por objeto “representar y promover valores e intereses específicos de la comunidad dentro del territorio de la comuna o agrupación de comunas respectiva”; o el artículo 220, numerales 3 y 11, del Código del Trabajo, que señala como fines principales de las organizaciones sindicales el “velar por el cumplimiento de las leyes del trabajo o de la seguridad social” y “propender al mejoramiento del nivel de empleo”. 





� “Artículo 4°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:


l) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en la letra j)”. 





� “Artículo 19.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, y luego de rechazada la impugnación administrativa de conformidad al procedimiento del artículo 17, podrá reclamarse fundadamente y sin ulterior recurso, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo, se dará traslado a la autoridad que aplicó la sanción por un plazo de diez días para que evacue su informe. Con el informe, o en su rebeldía, la Corte ordenará traer los autos en relación.


El recurso gozará de preferencia para su vista y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el número 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil”. 





� Sobre el particular es ilustrativa la legislación del Estado de Missisipi por la cual la información que debe entregar el lobbysta contiene, entre otros, los siguientes datos: 


i. Nombre del registrado, nombre del cliente y cualquier cambio de la información entregada cuando se registró; 


ii. Por cada actividad de lobby del registrado debe especificar los temas tratados, número de identificación del proyecto de ley o referencias a las acciones especificas del poder ejecutivo; 


iii. Una declaración del Congreso o la agencia federal contactada por el lobbysta; 


iv. Una lista de aquellas personas que hayan actuado como lobbystas a nombre del cliente; 


v. Una descripción del interés de entidades extranjeras y los temas específicos tratados. 


vi. El gasto realizado en actividades de lobby. 





� La solicitud de audiencia, conforme al artículo 13 deberá contener: a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, la de su representante legal; b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyos intereses se busca gestionar; c) La materia que se tratará en la audiencia. 





� “Artículo 13.- La solicitud de audiencia realizada por un lobbysta a una autoridad, miembro o funcionario de los órganos a que se refiere el art. 15 de esta ley, deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes…”. 





� En ese sentido se encontraba orientado el proyecto de ley (Boletín Nº 3498-07) presentado por los H. Diputados: Sra. Marcela Cubillos, Marcelo Forni, Nicolás Monckeberg; que en su artículo 3º señalaba: “La actividad de lobby regulada en la presente ley, podrá desarrollarse a través de medios orales, escritos o electrónicos, realizadas por sí o por terceros, destinadas a influir en las siguientes categorías de decisiones:...” 





� “Artículo 16.- Sin perjuicio de la información contenida en los registros públicos de lobbystas, las autoridades y funcionarios que se señalan a continuación deberán contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas con lobbystas o con miembros de las entidades a que se refiere el párrafo final de la letra b) del artículo 2º de esta ley: m) En las embajadas y consulados chilenos y también tras viajes en comisión de servicio dentro y fuera del país: todos los funcionarios del Gobierno, del Congreso Nacional y del Poder Judicial”. 
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